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(1) Bonflls. Síanuel á 



encargado de dirigir el ataque del üallao habla desempeflado 
an papel análogo en el bombardeo de Aljeciras (5). 

Con postfiríoñdad, las naciuDBS no han hecho uso de eatoB 
elementos de guerra, porque con I09 adelantos de la ciencia, 
aquellos medios de destrucción han caído en desuso, siendo re- 
emplazados con ventaja, por otros explosivos más poderosos 
y de resultados aún más destructores. 

En el número de estos debemos hacer mención de loa torpe- 
dos, cuya aplicación se ba hecho tan general en la guerras 
modernas. 

Algunos autores han insinuado la conveniencia de prohibir 
el uso de los torpedos en las guerras marítimas, fundados en las 
numerosas pérdidas de vida que causan. 

Fiore, comentando las razones que se han invocado en favor 
de la prohibición, opina con razón, que el uso de los torpedos 
tiene que ser aceptado en las guerras, desde que éstas no 
pueden terminar sin que haya efusión de sangre por una y otra 
parte. Es verdad que constituyen un poderoso elemento de 
ataque y defensa, pero sus efectos no tienen gran diferencia 
con los de los cañones. (6) 

Demasiado conocido nos es el éxito que tuvieron los torpe- 
dos en las guerras del Pacífico de 1879 y en la civil de 1891, 
para que tengamos necesidad de enumerar los buques que fue- 
ron echados á pique por medio de torpedos, pero sin embargo 
debemos hacer hincapié en el empleo ¡lícito que se hizo de ellos 
en la guerra de 1879. 

En el mes de marzo de 1880, nuestra escuadra bloqueaba 
el Callao y de á bordo del Amazonas, que era uno de los buques 
que vigilaban la entrada al puerto, se pudo notar que dos torpe- 
do!', vogaban en alta mar merced á las otas, y gracias á esta cir- 
cunstancia pudieron ser recogidos con el auxilio de las lanchas 
torpederas chilenas. 



(fi) Véase Orígene» de nuestra Jifarina Militar, por el contraalmi- 
nnte Luis Uribe. O. temo U. p&g. TS. 

(6) Nouveau Droit International PiMie, pac Paaciul Giore, tradait par 
Charlea Autolne, París, 1886, tomo lU, pág 139. 
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(Navegar y dar caza con bandera falsa (dijo Sír William 
Scott en el caao del Peacock) puede ser permitido como estra- 
tagema de guerra; pero hacer fuego con bandera falsa, las le- 
yes marítimas de este país no lo toleran, porque puede acarrear 
consecuencias inicuas; puede ocasionar la muerte de personas 
que conociendo el verdadero carácter de la embarcación que 
las persigue, se pondrían tal vez bajo su protección en vez de 
resistirse.» (9) 

En el mismo sentido ae pronuncian la mayoría de loa publi- 
cistas, pero creemos inútil aumentar las cita& de autores, cuan- 
do esta misma ha sido la práctica de las naciones, incluso la de 
Chile, como puede comprobarse por los casos que anotamos á 
continuación. 

El 26 de Abril de 1818, la fragata chilena Lautaro se hizo á 
la mar con el objeto de capturar la fragata española Esmeralda 
que navegaba cerca de Valparaíso, y en las instrucciones que 
ae impartieron al comandante de esa nave se le ordenó termi- 
nantemente que al divisar al buque enemigo, izara la bandera 
y gallardete usuales en la marina inglesa y que con estas in- 
signias se le aproximara hasta darle caza y en seguida izara la 
bandera chilena afianzándola con un cañonazo. 

El comandante de la Lautaro cumplió á la letra estas ins- 
trucciones. Al día siguiente, la Lautaro, navegando con ban- 
dera inglesa, avistó á la Esmeralda á una distancia de tres 
millas; por su parte la fragata española al observar que se 
aproximaba maniobró hasta quedar cerca de él y cuando ya 
estaba al alcance de tiro, la Lautaro sustituyó la bandera ingle- 
sa por la chilena y sólo entonces disparó el primer cañonazo. 

Como se sabe, el resultado de este combate fué la captura de 
la Esmeralda, y los enemigos no conformándose con este desas- 
tre reclamaron, por intermedio del general Oaorio, ante el ca- 
pitán Kickey de la fragata do S. M. B. Blotsom, diciendo que 
la Lautaro habla combatido con bandera inglesa hasta después 
de haber disparado el primer cañonazo y que hablan dado cré- 



(9} Cita d« B«llo. Deruhe Intemaciontd. Edicióo 1686, pág. 246. 



trado al puerto de Guaatanatuo, enarbolando bandera espa- 
ñola y que debido á este ardid, no hablan sido rechazados en 
el primer monuDto. 

Eata comunicacióu levantó tempestades en el Senado espe- 
fioi, y por su parte, el gobierno protestó ante las potencias neu- 
trales contra el empleo del falso pabellón (15). 

Kl silencio que éstas guardaron anta el reclamo interpuesto 
por el gobierno beligerante, es una prueba elocuente de que 
aún se considera como una estratagema legítima de guerra, el 
empleo de falsa bandera. 

(14) Véase .ffittorM de la Overra de Chüe con Etpaña por Benjunln 
VicnfiaH., 1884, pág 184. 

(15) Reow de Dreit Intematvmal Public. 1898, pág. 758. 
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condiciones, faltaba á laa leyes de la guerra, violaba el derecho 
de gentes j 36 exponía á perjudicar mucho más los intereses de 
los neutrales que los de sus enemigos. Con sus violencias no 
obtuvo el ñn que perseguía, porque cinco años después de ha- 
ber destruido la ciudad de Valparaíso, no había conquistado la 
paz, i)¡ había obtenido ninguna de las satisfacciones en vista de 
las cuales había tomado las armas.* (17) 

Después de conocidos estos ejemplos de bombardeos llevados 
á cabo con fines tau diferentes, pueden apreciarse laa ventajas 
obtenidas con los acuerdos mandos en la conferencia de Bni- 
selas, los cuales son, á nuestro juicio, la mejor garautía de que 
en adelante no se volverán á cometer abusos de esta naturaleza. 

De manera que en el día, para que se reputen lícitos loB 
bombardeos, son necesarios ciertos requisitos y que en térmi- 
nos generales pueden resumirse en los siguientes: 

í." Que el puerto esté fortificado ó sea defendido por tropas 
que opongan resistencia 6 ataquen al otro beligerante. 

2." Que se dé aviso previo, siempre qi^e lo permitan las cir< 
constancias. 

3." Que los fuegos se dirijan en cuanto sea posible en con- 
tra las fortifícacionea ó contra los ediñcios ñscales. 

El beligerante que cumpla con estas formalidades habrá 
ajustado sua actos á los principios vigentes del derecho inte^ 
nacional. 



Á. partir de 1874 estas formalidades ae han observado en la 
práctica con rigurosa exactitud; á lo menos así podemos decirlo 
de loa bombardeos de los puertos peruanos, realizados por 
nuestra escuadra en la guerra de 1879. 

En laa instrucciones que el gobierno impartió al Almirante 
Riveros el 17 de septiembre de 1880, decía lo siguiente refe- 
rente á los bombardeos: 

*6.^ Como no entra en los propósitos del gobierno hostilizar 



(17) Calvo. Le Droit Iittematiortal iheoriqtte et practique. Edición li 
Tomo IV, § 2069. 
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hizo presente á las autoridades del puerto y al cuerpo consular 
que en caso de decidirse á bombardear la población, lo notifi- 
caría de antemano para que se pusieran en salvo los subditos 
neutrales. 

Sin embargo, el 16 de julio de 1879, cuando ya era de no- 
che, el Blanco Encalada rompió los fuegos sobre la ciudad, 
causando destrozos y la pérdida de algunas vidas. 

AI día siguiente se reunió el cuerpo consular para protestar 
de ese acto que consideraban injustificable y contrario á las 
buenas prácticas conocidas de derecho internacional. 

El almirante chileno contestó que no había faltado á la pro- 
mesa de avisar con anticipación en caso de bombardear la po- 
blación, á pesar que podía haberlo hecho para repeler los actos 
de hostilidad ejecutados por las fuerzas militares de tierra con- 
tra la Esmeralda durante el combate naval del 21 de mayo y 
en seguida con el intento de destrucción de uno de los buques 
de la escuadra por medio de un torpedo. Que la repetición de 
este último acto en la noche del 16 de julio contra el buque de 
su insignia lo autorizaba de hecho para consumar la destruc- 
ción del pueblo; pero que, aún así y obedeciendo sólo á un 
sentimiento humanitario ordenó que las punterías se hicieran 
por alto. 

A pesar de las protestas del cuerpo consular, nosotros cree- 
mos que el bombardeo de Iquique llevado á cabo en la forma 
indicada no tuvo nada de irregular. 

En apoyo de esta afirmación nos basta recordar que el aviso 
previo no es indispensable para iniciar un bombardeo cuando 
se trata de repeler una agresión^ tanto más si el puerto está 
fortificado ó defendido. 

t^ues bien, en el caso del bombardeo de Iquique concurrían 
estos dos requisitos. El ataque había partido de las fuerzas de tie- 
rra y el puerto no podía considerarse como abierto é indefenso 
porque en él se había establecido el cuartel general del ejército 
peruano, y se habían ejecutado ciertas obras de defensa y lige- 
ras fortificaciones, elementos suficientes para constituirla en 
una plaza militar. 

El cuerpo consular tuvo á bien insistir en la protesta ante el 
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nuevamente á continuar su operación, pero apenas se habían 
acercado á la playa, se rompieron nuevamente los f aegos desde 
otros puntos de la ciudad, lo que obligó á los buques á dispa- 
rar sobre el enemigo para proteger el repliegue de los botes. 

A pesar que los fuegos iban dirigidos hacia los puntos donde 
se divisaban las fuerzas enemigas, el incendio se produjo en va- 
rias partes de la ciudad, ocasionando perjuicios á los neutrales. 

Los bombardeos de Moliendo y Mejillones tuvieron la misma 
causa ó sea el ataque de las fuerzas enemigas para impedir la 
realización de una operación de guerra. 

Si esta es la relación exacta de los hechos, sólo nos resta exa- 
minar si estos bombardeos son permitidos por las buenas prác- 
ticas de las naciones. Para ello^ nos basta recordar que según 
las disposiciones de la conferencia de Bruselas, es permitido 
bombardear puertos no fortificados, cuando están defendidos, 
debiendo darse aviso previo, salvo el caso de ataque á viva 
fuerza. 

Estas disposiciones caben exactamente en los casos de los 
bombardeos que hemos citado. Es verdad que estos puertos no 
tenían fortificaciones, pero estaban defendidos por guarniciones 
militares que atacaron de sorpresa al enemigo y por consi- 
guiente los comandantes de nuestros buques tuvieron perfecto 
derecho para iniciar el bombardeo sin aviso previo. 

Finalmente^ debemos hacer presente que los fuegos de nues- 
tros buques se dirigían sólo á los edificios públicos y á los 
puntos donde eran visibles las fuerzas enemigas; desgraciada- 
mente se incendiaron algunos edificios, pero esas son conse- 
cuencias inevitables de los bombardeos, de cuyos resultados no 
puede ser responsable el beligerante. 

£n la guerra civil de 1891, la escuadra congresista bombar- 
deó los puertos del norte, ocupados por las autoridades del go- 
bierno y á nuestro juicio esos actos fueron una lícita operación 
de guerra. 

En efecto, al establecer el bloqueo de Pisagua primero y el 
de Iquique después, el Jefe de la escuadra notificó á las autori- 
dades locales para que hicieran entrega de la ciudad dentro de 
un plazo determinado, advirtiéndoles que si no se sometían á 



inviolabilidad de las naves no puede exigirse ni aún bajo el 
punto de vista humanitario. — El 6d de la guerra exige asimis- 
mo que los tripulantes sean hechos prisioneros.— Fundamentos 
de esta doctriaa. — Otros detalles, — Resumen. 

Iiaa leyes generales de la guerra sufren una excepción im- 
portante en la guerra marítima, tratándose de la captara de la 
propiedad privada. 

En las guerras terrestres, las propiedades particulares son 
respetadas, mientras que en las guerras marítimas es un prin- 
cipio aceptado, que los beligerantes pueden capturar las naves 
mercantes y hacer prisioneros álos marineros que las tripulan. 

A pesar que esta ha sido la práctica constante de las nació- 
nes, la captura de la propiedad privada en el mar ha levanta- 
do protestas, fracazando toda tentativa en favor de la inviola- 
bilidad. 

En el curso de este capitulo, daremos á coaocer el origen de 
esta cuestión, las tentativas hechas con el objeto de obteoer la 
inviolabilidad y por último las opiniones de loa publicistas pa> 
ra poder comprobar que la captura de la propiedad privada 
en el mar es una hostilidad lícita y necesaria. 



Los publicistas están acordes en atribuir á que fué el abate 
Mably (1) á mediados del siglo XVIII, el primero en emitir la 
idea, de que la propiedad privada en el mar no debía estar su- 
jeta á captura. 

Años más tarde, algunos publicistas condenaban la captara 
de las naves que hacían los corsarios, limitando este derecho 
á los buques de guerra. 

Posteriormente, uno de los padres de la patria americana, 
FrankUn, trató de llevar esta teoría á la práctica. Al efepto fud 



(1) NegrÍQ. Derecho Internacional Mariltmo. Madrid, 1873. — Ortolán. 
SegUs Inlemationaíti et Diplomatie de la Mer. Tomo II, pág- 37.— Haa- 
tflfeoille. Qitalione» de Droit Intematiortal, pág. 63. 
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violabilidad de las naves mercantes enemigae. (4) Las negocia- 
cioaes DO produjeron resultado alguno, quedando esta cuestión 
relegada al olvido por espacio de muchos años. 

En 1856, los Estados Uoidoa se negaron á suscribir el trata- 
do de París, en tanto no se estipulara, la inviolabilidad de la 
propiedad privada eo el mar. Las negociaciones iniciadas con 
este objeto fracasaron porque las demás naciones se negaron 
á aceptar semejante proposición. 

La idea americaua taé tomada á lo serio por el comercio d« 
Alemania. Eo diciembre de 1859 un gran número de comer- 
ciantes de Brémen se reunieron en asamblea y después de ex- 
poner las rezones en que se apoyaban, proclamaron el siguien- 
te principio: «La inviolabilidad da las personas y de las pro- 
piedades en tiempo de guerra marítima, comprendiendo en 
éstas las de los subditos de loa beligerantes, cuando el fin de 
la guerra no se opone á ello de nna manera absoluta, es impe- 
riosamente reclamada por la couciencia jurídica de la época 
actual*. 

Asimismo se acordó que una delegacióa de los miembros de 
la asamblea, comunicara esta resolución al cuerpo legislativo 
y á las demás potencias que se interesaban por el comercio 
marítimo, pero esta idea sólo tuvo eco en las Cámaras de Co- 
mercio, que directamente interesadas en la protección de sus 
naves, la apoyaron ardientemente. (5) 

La Austria durante la guerra con Alemania é Italia de 1866, 
declaró la inviolabilidad de las naves mercantes siempre que 
los enemigos observaran análoga conducta. Estas naciones se 
adhirieron á este acuerdo que fué rigurosamente observado 
durante el curso de la contienda. 

Nuevamente durante la guerra franco-prusiana de 1870, el 
emperador de Alemania creyó que procediendo con la misma 
liberalidad que su adversaria de 1866, obtendría la reciproci- 
dad de Francia. En efecto, el 18 de julio de 1870, dictó un 



(4) Haatefenille trata en ezteneo esta cnesliÓD en su obra 7a citada. 

(5) VéftM Heffier. Obra dteda, g 138, notas N.- S y 1. 



rigorea de la guerra, ao han creído jamás aceptable el princi- 
pío de la inviolabilidad de la propiedad enemiga en el mar. 
Hemos visto asimismo, que la excepción á esta regla se halla 
consignada en dos tratados de corta duración, en acuerdos de 
conferencias que no contaron nunca coq el apoyo de las nado* 
nes y soto se ha llevado á la práctica en el curso de una guerra, 
en que además de haberse exigido la reciprocidad, fué acorda- 
da por la propia conveniencia de los beligerantes. 

Después de tantas tentativas, parece operarse una reacción 
contraria. Recientemente, en la sesión del Reichtag de 4 de 
marzo de 1892, varios diputados propusieron que el Gobierno 
iniciara negociaciones con las demás naciones con el objeto de 
obtener la libertad de la propiedad privada en el mar, ya per- 
teneciera á neutrales, ya á beligerantes. 

El Goneral Caprivi, canciller del Inlperio fué de opinión de 
rechazar esta proposición fundado en que dada la naturaleza 
de las guerras modernas, fracazarla toda negociación que se 
intentara con este objeto. Y agregó, que siendo uno de los fines 
de la guerra obligar al enemigo á firmar la paz, est« resultado 
se obtenía en gran parte por la destrucción del comercio ene- 
migo y que, por consiguiente, no creía conveniente que Ale- 
mania renunciara á este medio de defensa. (8) 

Gomo se ve, esta declaración tiene en sí bastante iraportan- 
cia, sobre todo tomando en cuenta que este mismo Qobierno ae 
pronunció en 1870 por ol principio contrario. 

Por lo que respecta á Chile, debemos hacer presente que en 
todas las guerras sostenidas con otros países, siempre ha hecho 
uso del derecho de capturar las naves mercantes que navega- 
ban bajo pabellón enemigo, sin que ninguna nación le haya 
propuesto la inviolabilidad de ellas. 



Bajo el punto de vista de doctrina, esta ha sido una de las 



(^ Véase «D Id Memoria de Selaciontt deteriores de 1892 la intereetutt« 
nota del aenor Gouzalo BnlneB, Minietro de Chile en Alemania, en qae 
da caenta al Gobierno de eate incidente del parlamento alemán. 



escuadra de la misma manera que levanta un ejército. De aquí 
que una de las primeras medidas en caso de guerra, es com- 
pletar las tripulaciones de los buques de guerra, sacándolos de 
loB buques mercantes de la marina nacional y son precisamente 
estos individuos los que forman la matricula naval, sujetos á 
la obligación de prestar sus servicios cuando el gobierno nece- 
site de ellos. 

Se da tanta importancia á este elemento que no está demás 
recordar que en un articulo publicado un año atrás en un dia- 
rio de Santi^o, se demostró con datos estadísticos la ventaja 
que tenia Chile sobre otros países dado el mayor número de 
marineros con que podía contar desde el primer momento de 
ima guerra. 

Es un hecho que en las costas de nuestro país hay á lo 
menos diez mil indivividuos que viven de ocupaciones maríti- 
mas, como ser: lancheros, fleteros, etc. y por lo tanto por haber 
llevado la vida del mar, son otros tantos marineros, aptos para 
el servicio. 

Hemos citado el dato que precede por considerarlo de impor- 
tancia y quizás, sin equivocarnos, podemos afirmar que Chile 
es el único de los países sad-americanos que puede contar con 
una reserva naval tan numerosa como la indicada anterior- 
mente. 



Resumiendo las ideas expuestas anteriormente podemos es- 
tablecer que la mayor parte de los fundamentos alegados en 
favor de la inviolabilidad no tienen base sólida, porque parten 
del pretendido principio de querer exigir identidad absoluto en 
los actos de los beligerantes tente en la gueir:i marítima como 
en la terrestre, igualdad que es imposible obtener dada I9 di- 
versidad de elementos que hay necesidad de tomar en cuenta 
en una y otra guerra. 

Algunos de tos argumentes que se han hecho valer en 
favor de la inviolabilidad parecen aceptebles bajo el punto de 
viste de doctrina, pero esto no obstante, creemos preferibles 
loB invocados para justificar la captura. Baste lenei presente 
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que tanto los buques mercantes como sus tripulaciones pueden 
servir de poderosos auxiliares de la marina de guerra y por 
consiguiente, el beligerante que captura las naves mercantes 
enemigas y hace prisioneros á sus tripulantes toma una medi- 
da necesaria para la pronta terminación de la guerra. (15) 



(15) Esta cnestión ha sido tratada extensamente en las sigoientea 
obras: 
Ortolan, obra citada, tomo U, págs. 40 y signientes. 
Bonfils, id. id. § 1316 y siguientes 
Arias, id. id. págs. 254 j signientes. 
Testa, id. id. parte ELI, cap; II. 
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CAPITULO III 



El corso mariümo 

SUMARIO. — El corso C8 nn medio de ejercer el derecho de captura. — 
Fundamentos que autorizan su existencia. — Reglamento pro- 
visional del corso de 1817. — Presas hechas por los corsarios 
chilenos en la guerra de la indepeadeacia. — Los corsarios es- 
panoles. General QamUmiSa y Gemral Valdis.~E.\ General 
Santa Cruz organizó el corso en la campada de 1837- — E 
gobierno de la confederación otoi^ó patentes en la campaOa 
de 1838. — La declaración de París de 17 de abril de i8;6 
abolió el corso. — Los tratadistas hacen figurar i Chile entre 
las naciones que se adhirieron al Congreso de París. — Funda- 
mentos legales que prueban que Chile no ha abolido el corso. 
— Opinión de don Ramón Guerrero Vergara, — Id, de don 
Jorge Huneens. — Tratados celebrados por Chile en que se ha 
estipulado la abolición. — Observaciones sobre la política que 
Chile debe seguir á este respecto.— El gobierno de Chile auto- 
TÚó el corso en la guerra con España de 1866. — Ventajase 
inconvenientes de la declaración de Paiis. — Negociaciones de 
los Estados Unidos en 1S61 para aceptar las abolición del 
corso. — Tentativas hechas en Inglaterra para desligarse del 
Tratado de París. — En la guerra franco-prusiana de 1870, la 
formación de una maríoa voluntaría fué considerada, como un 
restablecimiento del corso. — Opinión de Calvo. — De la misma 
manera fué calificada la actitud de Rusia en 1878. — Cruceros 
auxiliares en las guerras modernas.— Situación de un belige- 
rante que se haya adherido al Congrego de París en presencia 
de otro que no lo haya hecho. — Diversas opiniones de los 
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publicistas. — Casos prácticos. — Bolivia organizó el corso en la 
guerra de 1879. — Actitud inconveniente del Perú en esta 
misma guerra. — ¿Tenian estas naciones derecho para expedir 
patentes de corso? — Captura de la torpedera Lay. — Los que 
hacen el corso sin patente de los beligerantes pueden ser tra- 
tados como piratas. — Caso de la barca Díwi//í/a. —Opiniones 
acerca del derecho de otorgar estas patente^ á los extranjeros. 
— Cláusulas de los tratados. — Protesta del Jefe de la escufadra 
española en la guerra de 1865. — Nota del Almirante Baudin 
'en el afio 1839. — Los corsarios que reciben patentes de dos 
estados son tratados como piratas^ — Conclusión 

La captura de la propiedad privada enemiga en el mar, se 
verifica por la marina militar de los beligerantes, pero sucede 
á menudo que las naciones no tienen los buques necesarios pa- 
ra hostilizar el comercio enemigo y necesitan, por lo tanto, re- 
currir á otros medios que constituyen la legitima defensa. 

Este resultado lo obtienen llamando al servicio las naves 
mercantes, equipadas y armadas por particulares, las cuales 
reciben la comisión de perseguir y capturar las naves mercan- 
tes enemigas. 

Estos buques particulares, cuyo concurso acepta y regla- 
menta el Estado, se llaman corsarios y la clase de guerra que 
ejecutan se llama corso (1). 

Á pesar de los ataques que ha merecido la guerra del corso, 
apoyamos su existencia, fundados en el derecho que tiene todo 
país de solicitar el concurso de sus hijos contra su enemigo y 
en que el corso no es sino una consecuencia del derecho de 
capturar la propiedad privada enemiga, es decir, un medio de 
que se valen las naciones para obtener ese resultado. 

Sin tomar en cuenta las ventajas que han obtenido las na- 
ciones que han hecho uso del corso en diferentes guerras, se 
ha pretendido abolirlo, fundado entre otras razones, en los 
abusos cometidos por los corsarios en la antigüedad. 

Este ha sido el principal argumento que ha servido de b%se 
para combatir esta hostilidad, sin considerar que las faltas se 



(1) Arias. Lecciones de Derecho Marítimo^ pág. 291, 



publicistas. 

(i) Cita de Ortolán, obra citada, tomo II, pág. 65. 
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Pasando del estudio de los principios al examen del derecho 
positivo, podemos deducir: que hasta 1854, fecha de la guerra 
de Crimea, todas las tentativas hechas para abolir el corso fue- 
ron sin importancia y, por el contrario, hasta esa fecha las na- 
ciones recurrieron al corso siempre que lo estimaron indispen- 
sable para el éxito de sus contiendas. 

Veamos cual ha sido la práctica seguida por Chile en las 
diversas guerras que ha sostenido, como asimismo las estipula- 
ciones contenidas en los tratados celebrados con otras na- 
ciones. . 

Cuando sobrevino la guerra de nuestra independencia, Es- 
paña era dueña absoluta del mar y Chile no tuvo otro medio 
para abatir esa preponderancia marítima y para hostilizar su 
floreciente comercio, que recurrir al corso. 

En efecto, así lo hizo, y con ese objeto se dictó el reglamen- 
to provisional de corso de 1817, que en el fondo no es sino 
una reproducción casi exacta de la Ordenanza de Corso de 1801, 
vigente por aquellos años en la metrópoli española. 

Debemos advertir que este reglamento dictado con el carác- 
ter de transitorio, quedó sin embargo en vigencia, porque el 
reglamento definitivo mandado formar sobre esta materia, no 
se llevó nunca á cabo, y el primero tampoco fué derogado ex- 
presamente ni por ley, ni por disposición alguna. 

Según los términos de este reglamento, el Gobierno tenía 
facultad de conceder patente de corso á todo individuo que so- 
licitara armar un buque para perseguir á las naves enemigas, 
debiendo indicar la clase de embarcación, como también, su 
porte, armas, pertrechos y gente de dotación. 

Antes de hacerse á la mar, éstos debían rendir una fianza de 
resultas y el Gobierno podía facilitarles los artículos que fue- 
ran necesarios á los armadores. 

Los oficiales de los corsarios quedaban bajo la protección de 
las leyes del Estado y gozaban, aunque fueran extranjeros, de 
los privilegios ó inmunidades que cualquier ciudadano ame- 
ricano. 

En este reglamento se señala el procedimiento que debían 
observar los corsarios en los apresamientos de las naves ene-^ 



mar, de modo que ai se hubiera comenzado por exigir la con- 
dición de chileno para obtener mm patente, el corso no habría 
podido hacerse de una manera r^^ar. Se estimó que con la 
fianza y ta sentencia del tribunal que declarara la validez de la 
presa, estaban suficientemente garantidos los neutrales de aer 
vejados por los corsarios. 



Numerosas fueron las personas que se apresuraron á solicitar 
patentes de corso para perseguir al comercio espafiol j en 
poco tiempo obtuvieron loa más lisonjeros resultados. 

Merece et honor de una mención especial, el primer corsario 
que cruzó los mares bajo pabellón chileno. Fué este un lau- 
chón que denominaron Fortima, de propiedad de dos capi- 
tanes ingleses James y Mackay, quienes concibieron la idea de 
atacar las naves espafiolas. 

En efecto, después de sacrificios ; privaciones de todo géne- 
ro, capturaron en el puerto de Arica el 31 de noviembre de 
1817 al trasporte Minerva, cargado de valiosas provisiones, 
y cuando regresaban á Valparaíso trayendo tan importante 
presa, capturaron al bergantín Sania María. (4) 

No entra en nuestra materia, detallar loa sufrimientos y 
trabajos qne realizaron estos corsarios para lograr su objeto; 
nos limitaremos por consiguiente, á hacer una enumeración 
auscinta de ellos y de los buques capturados. 



(3) Véase el r^lamento proTisionat del corso en el Manual del Ma- 
ritió, tomo I, pág. 9. 

(4) Véase Belacionet Históricas. El primer canario chiUno, por Benja- 
mín Vicnfia Mackenna. 
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El mismo día que La Fortuna se hacía á la mar, Don Felipe 
Santiago del Solar, vecino de Santiago, solicitó permiso para 
hacer el corso en su bergantin El Chileno. La patente le fué 
concedida y con tan buen éxito que en el curso de dos viajes 
fueron apresados la fragata Inspectora y los bergantines Zaeta^ 
Diamante, Bolero y San Antonio. 

£1 corso inaugurado bajo tan buenos auspicios despertó el 
deseo de aumentar las naves corsarias, pero no todas alcanza- 
ron su objeto. Se cuenta entre los corsarios que causaron ma- 
yores pérdidas al enemigo, el Nuestra Señora dd Carmen, per- 
teneciente á Don Manuel Antonio Bosa y que en sus correrías 
hasta el Callao^ capturó la fragata Nuestra Señora de Dolores y 
el bergantin Machete, 

uno de los propietarios del primer corsario chileno, el capi- 
tán Mackay, volvió á equipar una nueva nave, bautizándola 
con el nombre de Fortuna, que tanto lo había favorecido en 
su primera empresa. Realizó un viaje hasta Guayaquil, donde 
capturó al bergantín Gran Poder de Dios cargado de un va- 
lioso cargamento de cacao y azúcar. A su regreso recaló á Pai- 
ta, donde tomó cuatro goletas, dos de las cuales incendió por 
no tener elementos con qué enviarlas al sur. En seguida re- 
gresó á Valparaíso á flnes de julio de 1818, trayendo estas tres 
naves y veinte y dos mil pesos fuertes que había extraído de 
los buques. 

De los numerosos corsarios salidos de Coquimbo es sin duda 
el más importante el Santiago Bueras que capturó la fraga- 
ta Los Angeles y el bergantin Resolución, 

Es necesario^ hacer presente que contribuía á favorecer las 
expediciones corsarias la falta de medios de comunicación en- 
tre los paises interoceánicos. En aquella época los viajes á Es- 
paña demoraban largos meses, é ignorando allí los propietarios 
de buques mercantes que Chile había recurrido al corso, en- 
viaban sus buqués á las costas de América sin temor alguno. 
Sólo así se comprende que los corsarios se aventuraran en sus 
correrías hasta las costas de Colombia y Ecuador y gracias á 
esta circunstancia la mayoría de ellos pudieron apresar dos y 
tres naves en cada una de sus expediciones. 



For esta misma época La Congreso, apresó en las costas 
del Perú tres naves espafiolaa, una de las cuales conducía 
oficiales y soldados del ejército realista. 

Para terminar este detalle histórico mencionaremoa el cor- 
sario Los Andes que capturó la fragata Las Tres Hermanas 
7 [que fué señalado como^ el buque que preHtó más im- 
poftautes servicios á la causa de la Independencia. (5) 

Tales soD los importantes servicios prestados por los corsa- 
rios en la guerra de la independencia. Sin ellos, Chile no ha- 
bría podido hostilizar al floreciente comercio español, cuya 
poderosa escuadra habría podido ejecutar impunemente sus 
actos de guerra confiada en la escasez de elementos y de re- 
cursos de las colonias americanas. Gsos servicios nivelaron la 
desigualdad del poder naval de ambos combatientes, como lo 
prueba el hecho que sólo ocho corsarios bastaron para apresar 
al enemigo veintitrés naves, algunas de ellas cargadas de pro- 
visiones y de elementos de guerra. 

Es digno de observar que el corso fué ejercido de una ma* 
ñera regular, sin que diera lugar á niogúo reclamo; ajustada 
la conducta de los capitaúes al cumplimiento estricto de las 
instrucciones no hay temor de que sean lesionados los dere- 
chos de los neutrales. 

Desgraciadamente llegó un momento en que el gobierno de 
Chile, que habia aumentado la escuadra á medida que lo permi- 
tían las entradas del tesoro nacional, no tuvo cómo tripular sus 
buques. Esta escasez de mariueros provenía del gran número 
de corsarios que se alistaban para hacerse á la mar, en cuyas 
□aves, los marineros seengancbaban con preferencia, tanto por 
los magnificoB sueldos que en ellos se les ofrecían, como por las 



(5) Véaae Xo* ory/eties de «uettra marina militar, por el Contra- 
Alminnte, don Lníe Uribe. Santiago, 1893. 
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espectativas de ganancias que no podían encontrar en los bu- 
ques de la armada. 

Esta es la única causa por qué el gobierno renunció á los 
servicios eficaces del corso y en el acto ordenó el embargo de 
todas las naves corsarias ques se encontraban en Valparaíso 
y que sus tripulaciones fueran destinadas á los buques de la 
armada. (6) 

Afios más tarde (1823) el gobernador de Chiloé, último ras- 
tro de la dominación realista en Chile, concedió á algunos 
extranjeros, patentes de corso para perseguir las naves chile- 
nas. Al efecto se armaron dos buques llamados Crenercd Quin- 
tantUa y General Valdés los que apresaron á la fragata mer- 
cante. General Mackena que conducía trescientos soldados 
y algunos oficiales peruanos. 

Poco después, se hicieron notar por las tropelías cometidas, 
convirtiéndose en verdaderos piratas que^ ávidos de botín no 
respetaban bandera. Primeramente capturaron el buque italia- 
no Colombia^ después la fragata norte-americana Uron y por 
último el Estremor y el Catalina, de nacionalidad ingle- 
sa. De modo que en poco tiempo tres naciones fueron vícti - 
mas de sus correrías, por lo cual, los respectivos gobiernos 
impartieron órdenes á sus escuadras, de apresar á estos corsa 
rios y de castigarlos como piratas. (7) 

En la campaña de 1837, contra la confederación Perú-Boli- 
viana, el General Santa-Cruz en sus medidas de hostilidad 
contra Chile, organizó el corso por decreto de 17 de junio de 
ese año, prometiendo facilitar á los armadores las armas y 
municiones que creyere conveniente, como también conceder 
despachos de oficiales de marina á los capitanes corsarios. (8) 

No témenos conocimiento que se expidieran patentes pero 
creemos fundadamente que nó, por la pronta terminación de 
la campaña. 



(6) Decreto supremo de 11 de Agosto de 1818. 

(7) Véase Uribe. Obra citada, tomo IXI, pág. 74. 

(8) cCampafia del ejército chileno contra la confederación Perú-'Boli- 
viana en 1837,» por Ramón Sotomayor V. 1896, pág. 104. 
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68 necesario saber si nuestro país está ligado á esos acuer- 
dos. (9) 

Los gobiernos de Francia y Gran Bretaña quedaron encar- 
gados de solicitar la adhesión de los demás países y con ese 
motivo el encargado de negocios de S. M. Británica en Chile 
cumpliendo instrucciones de su gobierno, solicitó la adhesión de 
Ohile á los acuerdos de ese congreso. 

Nuestro Ministro de Relaciones Exteriores contestó al encar- 
gado de negocios de Gran Bretaña en una nota que en la parte 
pertinente dice: 

cLos cuatro principios proclamados por el Congreso de Pa- 
rís han sido, como US. lo advierte, ya parcialmente ó ya en 
su conjunto, objeto de estipulaciones expresas en tratados que 
ha celebrado la B>epública con potencias de Europa y América 
y son, por consiguiente, del todo conformes á la política de mi 
gobierno, el cual no tiene dificultad en celebrar estipulaciones 
que la sancionen y generalicen. 

«Si el gobierno de US. está animado del mismo deseo, será 
grato al infrascrito concurrir por su parte á la generalización 
de principios tan conformes á los intereses generales del co 
mercio que tanta armonía guardan con la civilización de la 
época.» (10) 

La nota anterior es el único documento que existe en nues- 
tros archivos oficiales y del contexto de ella se pretende dedu- 



(9) Algunos de nuestros estadista? sostienen que Chile se adhirió al 
Congreso de París. 

Véase Principios de Derecho Internacional, por don Andrés Bello, pági- 
na 303. 

Dictámenes fiscales de don Ambrosio Montt, tomo I. Informe de 3 de 
noviembre de 1883. 

Véase asimismo las instrucciones dadas á la escuadra en campafia el 
17 de noviembre de 1879, en las cuales el Ministro de Marina decía: «De- 
be tenerse presente á este respecto que el Perú se adhirió como Chile al 
tratado de Parí» de 1856 por el cual quedó abolido el corso y que en 
consecuencia no puede expedir patente de corso sin violar aquel pacto 
internacional.» 

(10) Véase Aurelio Bascuñán Montes. /Recopilación de tratados y con- 
venciones* Tomo I, pág. 253. 



cir la adhesión de Chile al tratado de París y la obligación que 
tiene de respetar sus acuerdos. (11) 

£1 Ministro de Relaciones Exteriores no puede obligar al 
país en un tratado celebrado ante sí, porque esta facultad corres- 
ponde á otros poderes públicos. Ea efecto el artículo 82 inci- 
so 19 de la Constituctóa da al Presidente de la República la 
siguiente atribución: «Mantener las relaciones políticas con las 
potencias extranjeras, recibir sus ministros, admitir sus cónsu- 
les, conducir las negociaciones, hacer las extipulaáones pre- 
liminares, concluir j ñrmar los tratados de paz, de alianza, de 
tregua, de neutralidad, de comercio, concordatos y otras coa- 
venciones. Los tratados antes de su ratificación se presentarán 
í la aprobación del Congreso.» Este tratado ó convención, como 
quiera que se le llame, no fué sometido al Congreso para su 
aprobación y por consiguiente no fué ratificado, lo que es cau- 
sa bastante para sa nulidad. 

Á juicio de don Ramón Gaerrero Vergara el gobierno de 
Chile no puede sancionar la abolición absoluta del corso sin 
reformar el articulo 82 inciso 18 de la Constitución que confie- 
re al Presidente de la República la facultad de expedir paten- 
tes de corso y letras de represalias. Según esta disposición, el 
Presidente de la República no ha podido renunciar una facul- 
tad porque «un funcionario no puede renunciar una atribución 
que DO es personal, sino anexa al cargo que desempefia.» (12) 

La nota de nuestra cancillería no tiene por c<iasiguiente el 
alcance legal de un tratado que han pretendido darle, sólo de- 
be considerarse, como lo dice muy bien el seQor Huueeus, «co- 
mo una regla de conducta que el gobierno de Chile se trazó 
entonces, de no ejercitar sa atribución constitucional de con- 
ceder patentes de corso, cuando se hallare en guerra coa na- 
ciones cuyos gobiernos tampoco las otoi^uen. No es otro su 
alcance; y así determinado, ella no es acreedora, bajo ningún 



(11) Esta importante cneatión ha sido tratada por el eeñor Nemedo 
Martínez Méndez en nn folleto titalado Chile y la declaracián d* Paria 
de 1856. Imprenta Cervantes. Santiago, 1885. 

(12) Ley de navegacián comentada. Santiago, 1878, pAg. 49 
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concepto, á las censuras de insconstitucional que algunos han 
querido tan infundadamente prodigarle. Si los gobiernos pos- 
teriores á los de 1856 la han respetado, no es porque ella les 
ligue constitucionalmente; sino porque han pensado de la mis- 
ma manera que su autor. Y no dudamos que igual cosa suce- 
derá en lo futuro» (13). 

Después de recordar las autorizadas opiniones que hemos 
citado, creemos inoficioso extendernos más sobre este punto 
para comprobar que el gobierno de Chile tiene en el día la fa- 
cultad de conceder patentes de corso, bien es cierto, que esta 
medida sólo la tomará en casos extremos. 



Estudiando las cláusulas de los tratados celebrados por Chile 
con las demás naciones, sólo hemos encontrado que en dos de 
ellos se ha estipulado la abolición y son: en los tratados cele- 
brados con el Perú en 1835 y con la República Argentina en 
1856. 

El primero, tuvo aplicación práctica en la guerra de 1879 en 
que nuestro gobierno no armó corsarios. El segundo fué desa- 
huciado en la parte relativa al cormercio y á la navegación por 
notificación hecha al gobierno argentino el 25 de octubre de 
1866 y en conformidad al artículo 40 del mismo tratado. 

Anteriormente, en el Congreso americano que se reunió en 
Bogotá en 1847 y al cual coucurrieron los delegados de Bolivia, 
Chile, Ecuador, Nueva Granada y Perú, se había estipulado la 
abolición del corso, pero ese tratado no se llevó á efecto porque 
no fué ratificado en la fecha convenida. 

Consultando los verdaderos intereses de nuestro país, esti- 
mamos que en el día no ofrecería peligro alguno, estipular la 
abolición del corso con las demás naciones americanas, pero 
esa seguridad desaparecería, si se llegara á celebrar un acuerdo 
semejante con las demás naciones europeas, porque en el caso 
remoto de una guerra, teniendo éstas los buques necesarios 
para realizar sus actos de guerra, y para hostilizar nuestro 



(13) La Canatitución ante el Congreso, Tomo II, pág. 123. 



vurstiriuH, puro Kjufiuiua tiuKiuuiuu quu tui «i uui 
no 86 otorgaron las respectivas patentes. (14) 



Con la declaración del Congreso de París, sólo han ganado 
las grandes potencias que tienen numerosas escuadras para 
proteger sus buques mercantes. En cambio, para las naciónos 
débiles, está patente la desventaja en que se han colocado al 
renunciar incondicionalmeote á este medio de defensa, cuyo 
concurso da tan buenos resultados, como hemos tenido ocasión 
de comprobarlo en nuestra guerra de ta independencia. 

Felizmente la negativa de algunas potencias que rehusaron 
adherirse hizo fraoazar en absoluto la idea de que la abolición 



fl4) Instrnccioaes á los corsarios en la gaerra con Espafia. Decretos de 
26 de septiembre y 10 de octubre de 1865. 
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del corso fuera un principio reconocido de derecho marítimo, 
el cual está vigente para las naciones que no aceptaron ese 
acuerdo. 

Los Estados Unidos procedieron con tino político al negarse 
á suscribir el tratado de París. El representante de esa nación 
declaró^ que basándose el sistema de defensa americana en el 
empleo de voluntarios en la guerra terrestre y de corsarios en 
la guerra marítima, el Gobierno no podía acceder á una modi- 
ficación que la obligaría á mantener un ejército y malina nu- 
merosa. Asimismo hizo ver los peligros á que se exponían 
con semejante sistema, las potencias marítimas de segundo y 
tercer orden, respecto de las que tienen recursos para mante- 
ner grandes escuadras. 

Las ventajas obtenidas con el Congreso de París, son de éxito 
dudoso, y después de este acontecimiento se ha observadlo que 
algunas naciones que no se adhirieron han preten<li'1o hacerlo 
con posterioridad. (14) Por el contrario, otras que man festa- 
ron gran empeño en hacerlo, han tratado de desligarse de ese 
compromiso, y por último, los inventos modernos han dado 
ocasión á algunas potencias para hacer el corso de una manera 
indirecta. 

La historia del Derecho Internacional nos permite confirmar 
esta opinión. 

En 1861, cuando sobrevino la guerra civil en Estados Uni- 
dos que dividió á esta nación en dos grandes bandos, los fede- 
rales del Norte y los confederales del Sur,— estos últimos que 
carecían de los buques necesarios para hostilizar á los primeros, 
otorgaron patente de corso. 

Los federales del Norte al verse inmensamente perjudicados 
por los corsarios del Sur, protestaron de la clase de guerra que 
hacían y prometieron castigarlos como piratas. Para salvar 
esta situación, entablaron negociaciones con las potencias de 
Europa tratando de adherirse á la convención de 1856 y ale- 
gando que ya que no podían obtener su fin principial, es decir, 



(15) £1 Japón se adhirió en 1886^ á los acuerdos tomados en el Congreso 
de París. 



la abolición de la captura de la propiedad privada se decidían 
á aceptar solamente la abolición del corso. 

£1 objeto de sus propósitos no era una retractación á la doc- 
trina sostenida anteriormente, sino el deseo de salvar una si- 
tuación violenta creada por los rebeldes. El gobierno federal 
pretendía prestar su adhesión á nombre de todo el pais, tanto 
del Norte como del Sur y de esta manera, los confederados del 
Sur habrían podido ser tratados como piratas. 

Previendo esta emergencia, Francia é Inglaterra, propnsie- 
roii qne losJEstadoa Unidos agregaran una cláusula á la con- 
vención de Paris, por la cual, esas naciones quedaban libres de 
cualquiera obligación con resp>ecto á la guerra civil de la Union 
Americana. (16) 

La negativa del gobierno federal á sucribir esta cláusula, de- 
jó bien claro, cual era el fin que se perseguía, que no era otro 
que la conveniencia det momento. 

Con este motivo, las negociaciones no llegaron á término y 
el. Congreso de Washington autorizó al Presidente para expedir 
patentes de corso, pero el gobierno de la Union no creyó pru- 
dente hacer uso de la facultad que le habla sido conferida. 

£n Inglaterra, una vez que se meditó saficientemente laa con- 
secuencias á que se podía llegar con la abolición del corso, se 
trató de buscar el modo de desligarse de ese compromiso. 

Los publicistas trataron la cuestión y pretendieron conven- 
cer al gobierno, que el Tratado de Parla no podía ligar á la 
Gran Bretaña, porque no habla sido ratificado por la leina ni 
sancionado por el parlamento. 

Á estas razones hacían valer otro alimento, sin base sólida 
alguna, esto es, que algunas naciones que se hablan adherido 
á este pacto, lo habían infringido siempre que les habla conve- 
nido, cuando lo único que hay de verdad en el fondo de estas 
declaraciones, es que Inglaterra quería volver ¿ la posesión de 
sus antiguos derechos, quería conservar la facultad de expedir 



(16) OrtaUn. Obra citada, tomo D, pág. 72. 
Bonflls. Obra dUda, § 138S, 1383 y 1381. 
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patentes de corso á fin de que la marina mercante auxiliara á 
la de guerra en el desempeño de sus funciones. 

La agitación producida aisladamente, fué llevada á la Cáma- 
ra de los Comunes en Abril de 1871, donde uno de sus miem- 
bros, Mr. Bentink, condenó abiertamente la adhesión de Ingla- 
térra al Congreso de París y terminó proponiendo el siguiente 
proyecto: € Siendo el manWimiento de los derechos marítimos 
británcos, esenciales para el poder, grandeza é independencia 
del Imperio Unido, esta cámara es de opinión de que el go- 
bierno de S. M. Británica debe retirarse de la declaración de 
los principios de París.» 

Como era natural este proyecto dio lugar á vivas discusiones 
y con el objeto de restablecer la calma, se reconoció la conve- 
niencia de desligarse de ese compromiso, que tendía á debilitar 
las fuerzas del país, pero que Inglaterra debía hacerlo de una 
manera regular. (17) 

Decíamos, por último, que con posterioridad; algunas nacio- 
nes signatarias del Congreso de París, habían armado corsarios 
de una manera indirecta. 

A mediados de Julio de 1870, el gobierno imperial de Ale- 
mania ordenó la creación de una marina voluntaria, haciendo 
un llamamiento á los propietarios de los vapores mercantes 
para que los pusieran á disposición del gobierno, para atacar á 
los buques enemigos. 

La Francia protestó de esta medida porque creía ver en ella 
el restablecimiento del corso. Sin embargo, Inglaterra, poten- 
cia neutral en la contienda, declaró infundada esta reclamación, 
porque los buques de la Seewehr voluntaria, estaban bajo las 
órdenes del gobierno y sometidos á la disciplina de la marina 
militar. (18) 

Calvo, uno de los tratadistas más notables del siglo actual, 
considera la medida del gobierno alemán como el restablecí- 



(17) Véase en la Memoria de Belaciones Exteriores de 1871, la nota del 
Ministro de Chile en Francia, en que da cuenta de este suceso. 

(18) Bluntschly.— Obra citada, nota del trafluctor al artículo 670. 



rio, continiiaban perteoeciendo á los armadores. 

«S." La prima ofrecida á los captores. 

(3.* Lo9 oficiales y marineros eran enrolados por cuenta de 
loa armadores y aunque es cierto que recibían instrucciones y 
uniformes, ellos no pertenecían á la marina federal. 

(4.° Las tripulaciones eran enroladas bajo otras condicio- 
nes qne las de la marina militar.* (19) 

En 1878, la Inglaterra se negó en un principio á aceptar el 
tratado de San Stefano, por el cual se puso fin á la guerra ruso- 
turca. 

La Rusia, en previsión de un conflicto, creó una marina de 
guerra voluntaria. Numerosos capitanea fueron comisionados 
para comprar buques en el extranjero y los diarios de San Pe- 
tersburgo publicaron avisos de constructores alemanes que 
ofrecían buques de guerra á los armadores del país. (20) 

En la actitud asumida por la Rusia en aquella época, está de 
manifiesto el restablecimiento indirecto del corso y á propósito 
de esta actitud, un publicista moderno cree que ya puede con- 
siderarse comp un hecho¡la abolición del artículo 1." de la de- 
claración de París. A su juicio sólo han cambiado los nombres 
y dice: <La guerra marítima privada toma el nombre de guerra 
pública; los corsarios, se llaman cruceros auxiliares; las paten- 
tes de corso, te llaman patentes de comisión, y los capitanea 
corsarios son reemplazados por los capitanes comisionados. (21) 

Sin aceptar en absoluto la opinión de ese autor, no podemos 
menos de reconocer que se ha desnaturalizado el objeto que se 
tuvo en vista al estipular la declaración de Paría. 

En el día, los gobiernos de las grandes potencias ofrecen 
fuertes primas á las compañías que construyen sus buques bajo 



(19) Obra citada, tomo IV, § 2394, páj. 311. 

(20) Beoue de DroU /nfemotionoí JPublic. París. 1 



í 
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ciertas condiciones para que puedan ser transformados rápida- 
mente en cruceros. 

En todas las guerras modernas, los vapores mercantes na- 
cionales han sido incorporados á la marina militar como cru- 
ceros auxiliares j de este modo se obtienen los mismos resul- 
tados. Ya hemos visto que esta fué una de las primeras medidas 
que adoptó el Gobierno de Chile en la guerra del Pacífico. 



No habiendo aceptado todas las naciones la abolición del 
corso, esta falta de unanimidad puede dar origen á algunas 
cuestiones que estudiaremos á la ligera. 

En efecto, ¿qué actitud asumirá un beligerante que se haya 
adherido al tratado de París en presencia de otro que no lo 
haya hecho? 

A la simple vista^ esta cuestión presenta dificultades. Por 
ejemplo, si se considera que las naciones que aceptaron este 
principio están obligadas á respetarlo en toda circunstancia, 
aún en las guerras que sostengan con aquellas naciones que no 
aceptaron su abolición, tendremos que la observancia de este 
principio impondrá en algunos casos, enormes perjuicios á 
uno de los beligerantes, lo que no es lójico porque no es posi- 
ble exigir que los dos combatientes no gocen de iguales venta- 
jas. Por el contrario, si se autoriza su inobservancia, hay pu- 
blicistas que creen que con ello se falta al compromiso contraí- 
do y de lo cual deducen que el corso no está abolido. (22) 

Para resolver esta dificultad es necesario no tomar las opi- 
niones extremas y atendiendo al espíritu del tratado de 1856, 
podemos establecer que este es un compromiso contraído entre 
las potencias signatarias ó adherentes á las conclusiones de ese 
Congreso, las cuales no están obligadas á respetarlo para con 
aquellas naciones que no se adhirieron. 



(21) Articulo publicado en la Bevu^ de Droit IntemaHoncU Public, 18%, 
por Mr. Funk Brentano, profesor de Ciencias Políticas de París. 

(22) Mozo. Tratado Elemental de Derecho de Gentes. Madrid, 1898» 
pág. 612. 



Esta cuestión se suscitó por primera vez en la práctica en la 
guerra del PacíSco (23). 

De laa tres naciones que tomaron parte en esa guerra, Soli- 
via era la única que conservaba absoluta libertad para expedir 
patentes de corso, porque ni siquiera habla sido invitada á 
adherirse á laa cooclusiones del Tratado de París. 

Declarada la guerra, el presidente Daza organizó el corso por 
decreto de 26 de Marzo de 1879 y al proceder así hizo uso de 
□n legitimo derecho y que pudo serle de gran ^itilidad, porque 
careciendo en abaoluto de marina, no disponía de otro medio 
para hostilizar al enemigo en el mar. 

El Perú, por el contrario, se habla adherido al tratado de 
París por ley de 9 de octubre de 1657, de manera que no po- 
día decretarlo sin infringir abiertamente ese pacto intern.v 
áonal.' 

En cuanto á Chile, la cuestión era diferente. 

Anteriormente hemos visto que atendiendo á las leyes inter- 
nas nuestro gobierno no está legalmente obÜs^o, pero no po- 
demos dejar de reconocer que en aquella época nadie dudaba 
que Chile era una de las naciones que hablan aceptado expre- 
samente la abolición del corso. Aún suponiendo que así lo fue- 
ra, nada de particular habría tenido que al decreto del presi- 
dente de Solivia organizando el corso, hubiera contestado 
nuestro gobierno con otro de la misma naturaleza, porque 
según hemos dicho anteriormente, la declaracióo de París no 
es obUgatoria sino entre las naciones signatarias ó adherentes. 

El Gobierno de Chile no creyó prudente obrar así, porque 
apenas rotas las hostilidades se apresuró á declarar que no ha- 

(23) En I8G6, con motivo de 1* guerra entre Chile y Bspafla, naestro 
gobierno dictó i ns tracción es pnra los corsarios y ofreció expedir las rea- 
pectivas patentes. 

Sin dada qne para los que coneidenm á onestro país como adherente 
al tratado de París, esta fué la primera vez que se presenté el caso de nna 
pierra entre dos nacionee, en la cnal una de ellas había aceptado la abo> 
lición del corso y la otra nó; pero para noaotroa, qne hemos venido soste* 
niendo lo contrario, consideramos que en esa gnarra, los dos beligerantes 
coneeiraban absoluta libertad para proceder como lo estimaran coave- 
niente. 
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ría uso del corso y aún más, en las instrucciones á la escuadra, 
el ministro de marina incurrió en un grave error, sosteniendo 
que tanto Chile como el Perú se hablan adherido á las oonclu- 
sipnes del tratado de París. 

El Perú no podía proceder con tan absoluta libertad porque 
además de haberse adherido expresamente á la declaración de 
París, el otro beligerante había declarado que no recurriría al 
corso. 

Sin embargo, consta de las comunicaciones oficiales de esa 
guerra que los agentes diplomáticos y consulares del Perú en 
Europa, recibieron las patentes de corso expedidas por el go- 
bierno de Bolivia, para que las colocaran entre*] los armadores 
de los puertos europeos. Felizmente^ estos agentes no tuvieron 
éxito en esas gestiones, porque no en centraron persona alguna 
que se aventurara á venir á hostilizar el comercio de una nación 
que era duefía del mar. 

EstÁ participación del gobierno del Perú en la colocación de 
las patentes de corso expedidas por el gobierno de Bolivia, es 
proftmdamente irregular, pero al proceder así, lo hacía seguro 
de que no podía ser directamente responsable de esta infrac- 
ción^ desde que en caso de llevarse á cabo el corso, se habría 
hecho bajo bandera boliviana. 

No consiste en esto sólo la irregularidad del proceder del go- 
bierno peruano en esta guerra; por el contrario, puede decirse 
que organizó el corso de una manera indirecta, sin sujeción á 
ley ni á reglamento alguno. 

En efecto, el 18 de agosto de 1879, el Blanco é Itata apresa- 
ron en caleta Colorada al norte de Iquique una lanchita torpe- 
do (Torpedera Lay) y entre los diversos objetos y papeles que 
se encontraron en poder de los tripulantes figura un contrato 
celebrado por el gobierno del Perú con un torpedista de apelli- 

# 

do Scott, por el cual se estipulabati cincuenta mil pesos por cada 
blindado y diez mil pesos por cada buque de madera que lo»* 
graran echar á pique. 

Como se ve, estos individuos obraban en virtud de una au- 
torización del gobierno peruano, quién no se limitaba á faltar 
al cumplimiento de un tratado solemne, sino que desnaturali- 



^ 



zaba el uso del corso, haciéndolo de uaa manera irregular, sin 
sajetarse á las reglas reconocidas por todas las naciones, como 
ser: sin precederlo de un decreto supremo que lo autoiizara, 
sin otorgar la patente ni exigir la ñanza, que son los requisitos 
indispensables para precaver los abusos. Por consiguiente, el 
gobierno del Perú al favorecer la realización de esa empresa 
incurrió en grave responsabilidad y colocó á esos individuos en 
situación de sei tratados como piratas. 



Anteriormente hemos dicho, que el ejercicio regular del corso 
no ofrece peligro alguno y al efecto' hemos señalado las me- 
didas más convenientes para obtener ese resultado. Sin embar- 
go, debemos observar que el corso puede degeaerar fúcilmente 
en piratería y por este motivo creemos coavenieute entrar en 
algunas explicaciones sobre este punto. 

Supongamos que un corsario se dedique á este género de 
guerra, sin tener patente de un gobierno beligerante. En este 
caso ¿gozan los tripulantes de ese buque de las consideraciones 
y derechos de los corsarios ó deben ser tratados como piratas? 

Numerosos publicistas sostienea que deben ser tratados 
como piratas, porque al abrogarse un individuo el derecho de 
hacer la guerra, que sólo es privativo del Soberano, se revela 
contra la sociedad y se coloca fuera de la ley de las uaciones, 
por lo cual debe ser tratado como tal. (24) 

De la misma manera en las ordenanzas de muchas naciones 
se establece que todos aquellos que se dediquen al corso sin 
patente del gobierno beligerante deben ser tratados como pira- 
tas. (25) 

En nuestra historia naval tenemos un caso de esta naturale- 
za. En 1866, estando fondeada en el puerto de Cobija una 
barca mercante al servicio del enemigo (La Domitüa), fué asal- 
tada y apresada por unos cuantos individuos que procedieron 



(24) NegrÍD, obra citada, pág. ICO- 

(3G) Art. 33 del Beglamento de Coreo de 1817- 



— se- 
de mutuo propio y sin autorización del gobierno. En seguida 
la llevaron al Callao^ donde la entregaron á las autoridades del 
puerto, porque comprendieron que en caso de juzgarse la pre- 
sa, u6 obtendrían en ningún caso la propiedad de ella por ha- 
ber procedido sin autorización alguna. 

De este modo concluyó la cuestión sin que pudieran aplicar- 
se á esos individuos lasjpenas que señala nuestra legislación á 
los que sin autorización competente destinan buques al cor- 
so. (26) 



Se ha discutido asimismo si es lícito otorgar las patentes á 
los extranjeros. 

La práctica de]las naciones no ha sido uniforme á este res- 
pecto y aunque no se ha llegado á un acuerdo definitivo sobre 
la materia, puede notarse una tendencia marcada á prohibir 
en absoluto la entrega de patentes de corso á los extranjeros. 

Oon ese objeto, en la mayor parte de los tratados se ha ín- 
certado una cláusula según la cual, siempre que una de las 
partes contratantes estuviere en guerra con otro estado, se pro- 
hibe á los subditos de la otra parte contratante aceptar paten- 
tes de corso ó letras de marca, para el objeto de ayudar ó coo- 
perar hostilmente con el enemigo, contra la dicha parte belige- 
rante (27) y en algunos de estos tratados se estipula que los 
que contravengan á esta disposición serán tratados como pi- 
ratas. 

En la legislación de muchos países se establece análoga pro- 
hibición; sin embargo, según el reglamento de corso de 1817, 
las patentes podian otorgarse indistintamente á los chilenos ó 
á los extranjeros, debido á la escasez de buques nacionales que 
había en aquella época. 

En 1866, cuando nuestro gobierno pensó organizar el corso, 



(26) Código Penal, art. 114. 

(27) Véanse los siguientes tratados de Ohile: Con Estados unidos, 1999, 
art 22; con Nneva Granada, 1844, art. 24; con Francia, 1846, art. 15; con 
Argentina, 1855, art. 19; con Italia, 1856, art. 14; con Bélgica, 1858, 
art. 20. 
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Las explicaciones que hemos dado en el curso de este capí- 
tulo nos permiten llegar á la conclusión que la existencia del 
corso es una consecuencia necesaria del principio que admite 
la captura de la propiedad privada enemiga en el mar. 

Observándose las prescripciones que reglamentan su ejerci- 
cio, el corso no tiene nada de ilegítimo ni de anormal, no ofre- 
ce peligro á los neutrales y sólo debe considerarse como un 
medio de que se valen las naciones para nivelar la desigualdad 
de los medios de defensa de las beligerantes. 

Si se aboliera el corso en absoluto, las naciones débiles que- 
darían á merced de las grandes potencias y expuestas á los 
abusos de la fuerza. 

No obstante estas ventajas é inconvenientes creemos preferi- 
ble que no se recurra al corso sino en casos extremos y por eso 
mismo hemos visto que cuando las naciones tienen fuerzas su- 
ficientes para las operaciones navales, no recurren á él^ pero 
tampoco se aventuran á renunciar para siempre á este podero- 
so elemento de defensa. 

La mejor prueba de esta afirmación, la tenemos en el hecho 
que siendo Espafia y Estados Unidos, las dos naciones que 
opusieron mayor resistencia al tratado de París, no armaron 
corsarios en la reciente guerra en que se vieron empefia<|As, 
pero declararon ante las potencias que se reservaban completa 
libertad de acción (30). 



(30) El artículo 4.^ del decreto del gobierno espafiol de 23 de abril de 
1898 dice así: 

«El gobierno espafiol manteniendo su derecho á conceder patentes de 
corso que expresamente se reservó en la nota de 16 de Mayo de 1856 al 
contestar al de Francia cuando éste solicitó la adhesión de España á la 
declaración de París relativa al derecho marítimo, organizará por ahora 
con buques de la marina mercante española un servicio de «cruceros au- 
xiliares de la marina militar» que .cooperará con ésta á las necesidades 
de la campaña y estará sujeto al fuero y jurisdicción de la marina de gue~ 
rra». 

Véase la declaración del gobierno americano dictada el 21 de abry de 
1898. 



V 



CAPITULO IV 



Kentralldad 



SUMARIO. -Nociones generales. — Grocio y Bynkershoek. — Opinión 
de Bluntschly. — Id. de Azuni. -Id. de Ortolui. — Declancio- 
nes de neutralidad. — Neutralidad armada. 

Caando sobreviene la guerra entre, dos naciones, las demás, 
en virtud de sus derechos de libertad é independencia, pueden 
pennanecer extrañas á la lucha ó tomar parte en ella, haciendo 
causa común con nno de Iob beligerantes. 

Colocadas en la primera situación se dice que las naciones 
Bon neutrales y en la segunda, que son aliadas ¿ beligerantes. 

Los autores que han estudiado el desenvolvimiento del de- 
recho intemaciooal en la antigüedad, reconocen que la noción 
de neutrahdad era descoBocida en los tiempos antiguos, pero 
qué á medida que la civilización fué modificando las costum- 
bres de la guerra j sefüalando los limites de acción de los beli- 
gerantes, se toé también señalando el papel de las naciones 
que no tomaban parte en las contiendas. 

Grocio y Bynkershoek fueron los primeros en exponer la 
teoría de la neutralidad y en seguida todos los tratadistas la 
han definido, pero mientras unos limitan la condición de la 
neutralidad á observar absoluta imparcialidad, otros no están 
de acuerdo al señalar las obligaciones y derechos, de donde 
resulta que incurren en numerosas contradicciones. 



BluQtschly dice que la neatralidad consiste en no tomar 
parte en la gaerra declarada entre dos potencifis y en mantener 
la paz en su propio territorio y que «los estados neutrales, son 
aquellos que no son part«s beligerantes 7 que no toman parte 
en las operaciones militares, ni en favor de uno, ni en detri- 
mento del otro» (1 ). 

A jaicio de Azuni, la neutralidad no es un estado nuevo pa- 
ra la potencia que la adopta, aino la continuación del estado 
anterior de la paz (2). 

Ortolan, por su parte, cree que semejante razonamiento es 
muy atrevido [torque no es posible señalar los derecbos de los 
neutrales, suponiendo que no haya guerra, alli donde realmen- 
te hay una. Y agrega: «En efecto, por el sólo hecho de una 
guerra entre dos ó más potencias, los neutrales tienen que cum- 
plir, hacia éstas obligaciones que no tenían durante la paz; no 
ra pues verdad que la guerra sea para los neutrales como si no 
existiera. Se puede decir con Azuni, que el estado de guerra 
entre varias naciones no altera en nada la independencia neu- 
tral y la libertad de loa pueblos pacfñcos, pero' no se puede sos- 
tener como lo pretende ese autor, que esos pueblos pacíficos 
miren de un modo tranquilo é indiferente el estado violento 
que turba y agita á los demás» (3) 

Creemos inútil examinar las variadas definiciones y clasifica- 
ciones que se han hecho de la neutralidad, porque consideramos 
*qae para dar una idea clara sobre esta materia basta tratar de la 
neutralidad propiamente dicha, que como hemos dicho consis- 
te en la abstención de toda participación en la guerra á la vez 
que en observar estricta imparciahdad en las obhgaciones que 
ella impone. 

Es una práctica muy común en las guerras modernas, que los 
gobiernos expidan declaraciones ofíciales de neutralidad, dando 
á conocer su conducta en presencia del conflicto. 



(1) Droit International, Codifiée art. 742. 

(3) Droil Maritíme, tomo II, pág. 63. 

(3) Ortolan, obra citada, Tomo II, pig. 77- 
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rra franco prusiana de 1870. — Caso de la corbeta francesa 
Astree. — Armamento y equipo de buques en puertos neutra- 
les. —Opinión de Don Andrés Bello. — Id. de Bonfils, Heffter, 
Rivier, etc. — Vigilancia que debe obserVar el gobierno neutral 
para impedir la salida de buques armados en sus puertos. — 
El gobierno que no toma estas medidas falta á la neutralidad. 
— Casos en que se exime de responsabilidad. — La prohibición 
de salir se extiende á aquellos que se construían con anterio*- 
ridad ala guerra.-*— Prohibición y castigo impuesto á los 
particulares que arman y equipan buques beligerantes. — 
Casos prácticos. — Negativa del gobierno inglés para con- 
ceder la salida de los buques españoles y chilenos en 
1S66, — Antecedentes de esia cuestión. — Igual conducta ob* 
servó en las guerras chino-japonesa é hispano-americana. — 
— Id. de Alemania en la guerra del Paciñco. — Antecedentes 
de las gestiones hechas en Europa por los agentes de la revo- 
lución, para exigir el cumplimiento de la neutralidad é impe- 
dir la salida de los buques chilenos en la guerra civil de 1891. 
— Antecedentes del caso del Itata, —Interpretación de las leyes 
de neutralidad de los Estados Unidos por los Tribunales del 
país.— Opinión de Wharton.— Responsabilidad en que incurren 
los gobiernos neutrales que permiten el equipo de buques be- 
ligerantes en sus puertos. — Reclamaciones del Alabama, — 
Acuerdo de Inglaterra y Estados Unidos para someter á ar- 
bitraje esta reclamación. — Principios que aceptaron como base 
para el fallo de las reclamaciones. — Sentencia del Tribunal de 
Ginebra. — Equipos de buques en los Estados Unidos para las 
expediciones ^filibusteras á Cuba. — Antecedentes y estudios de 
esta cuestión. — ^Es licito á los particulares vender y exportar 
armas para los beligerantes? — £1 Gobierno neutral puede pro- 
hibir el comercio de armas por disposición de las leyes ó de 
los tratados celebrados con otras naciones. — ^Lz venta de 
armas hecha por los particulares constituye la violación de la 
neutralidad? — Opiniones de HefiEter, Bonfils, Vattel, Travers, 
Twiss, Fiore, etc.— Práctica observada por Inglaterra en 187c, 
Id. de los Estados Unidos, Id. de Bélgica. — Venta de armas 
en la guerra turco-rusa de 1877. — El Gobierno espafiol impidió 
la salida de armas en la guerra del Pacifico. — Inglaterra se 
negó á hacerlo.— Bélgica siguió una conducta semejante. — 
Práctica de los Estados Unidos. — Reclamaciones de este pais 
por haber permitido otras naciones la exportación de armas en 
la guerra con España. — Neutralidad de Colombia en la guerra 
del Pacífico. — Transporte de armas por el istmo de Panamá. 
^Protesta de Chile. — Estudio de los antecedentes. — Rcsolu- 
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ción que conviene adoptar. — Negociaciones iniciadas por 
Inglaterra y Estados Unidos para acordar la prohibición de 
exportar armas. — Teorías sostenidas por diversos países que 
hideroQ fracasar las negociaciones. — Importancia del proyec- 
to de neutralidad acordado en la sesión de París del Instituto 
de Derecho Internacional en 1875. 

La neutralidad impooe á los gobiernos neutrales el cumpli- 
miento de ciertas obligaciones que son indispensables para 
que puedan gozar de los beneficios de la neutralidad. (1) 

Para determinar esas obligaciones es necesario no tomar en 
cuenta los intereses de los beligerantes y de los neutrales que 
se bailan en este caso en abierta contraposición, sino que es 
preciso atender á los derechos y obligaciones de una 7 otra 
parte, tal como se desprende de la noción misma de la neutra- 
lidad. 

Consistiendo la neutralidad en la no participación imparcial 
en una guerra entre dos países, es lógico que será contrario á 
ella, todo acto que implique participación en la lucha 6 falta de 
imparcialidad en bene&cio de uno y en perjuicio del otro. 

Dados estos antecedentes podemos hacer una divicióu de ]aa 
obligaciones en dos grandes categorías: 

1." Abstención de todo participación en las hostilidades. 

2." Observar absoluta imparcialidad en las relaciones con los 
beligerantes. 

La primera de estas reglas es terminante y no admite excep- 
ciones; lá participación en las hostilidades por pequefLs que sea, 
es suficiente para hacer perder la condición de neutral. 

No podemos decir lo mismo de la regla segunda, porque las 
obligaciones de iñiparcialidad tienen en la práctica las más 
variadas aplicaciones y han dado lagar á serías dificultades. 

Algunas de estas obligaciones se refieren á la neutralidad en 
general, como por ejemplo, el enrolamiento de tropas, el paso 
de un ejército ó el levantamiento de empréstitos en un país 
neutral y aunque estas cuestiones son muy importantes, sin 



(l)BonfilB, obra citada§ lUT. 



' — 66 — 

embargo, las pasaremos por alto para ocuparnos con preferen- 
cia de todos aquellos puntos que tengan referencia con la guerra 
marítima. 

Creemos conveniente llamar la atención hacia una distinción 
hecha por los publicistas, según la cual, establecen diferencias 
entre las obligaciones que son privativas de los gobiernos neu- 
trales y aquellas que pertenecen á sus nacionales. 

En general, los gobiernos neutrales son los únicos obligados 
á cumplirlas para con los beligerantes; los particulares sólo lo 
son indirectamente. Pero, si un gobierno neutral quiere cum- 
plir debidamente las obligaciones que la neutralidad impone, 
debe necesariamente prohibir á sus subditos ó nacionales, lá 
ejecución de todos aquellos que sean contrarios á ella y si no 
obstante esta prohibición, la contravienen, faltan directamente 
á las leyes de su país. 

Las consecuencias de los actos contrarios á la neutralidad, 
cometidos por los particulares, son diferentes. En general, los 
gobiernos no son responsables de los actos de los particulares 
pero si caen en poder de los beligerantes, éstos pueden tratar 
los como enemigos, sin que tengan derecho á reclamar la pro 
tección de su gobierno. En otros casos, el gobierno es respon 
sable, especialmente si habiendo podido impedir esos actos 
no lo hubiere hecho. 



El gobierno neutral que cede sus puertos á uno de los beli- 
gerantes ó que les proporciona armas, municiones, etc., y en 
general todo auxilio que sirva para la guerra, ya sea para au- 
mentar las fuerzas ó recursos del beligerante, deja de ser neu- 
tral. (2) 

Sería absurdo suponer que la neutralidad es compatible con 
esta clase de auxilios prestados á uno de los beligerantes en 
perjuicio del otro, pero á pesar de tan terminante disposición, 
las naciones han infringido abiertamente este principio. 

(2) Bonfil8,obra citada, § 1457, p&g. 783. 
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gobierno habría sido no llevar á cabo la venta, y si ea cierto 
que con ella no comprometió directamente su neutralidad, 
contribuyó á que se cometiera una infracción, desde que cono- 
cía el objeto y destino del buque. 

La conducta del Ecuador no tiene excusa posible. Ese go- 
bierno no tuvo escrúpulos en faltar á la neutralidad, confiado 
en la impunidad de la falta, desde que dada la situación geo- 
gráfica de la China, el gobierno de ese país no exigiría más 
tarde la reparación de la ofensa. 

Hay un hecho histórico que pone de manifiesto la verdade- 
ra conducta que deben seguir los neutrales en cuestiones de 
esta naturaleza. 

En 1825, el gobierno sueco vendió tres fragatas á una casa 
inglesa que negociaba para Méjico, en ese entonces en guerra 
con España. El gobierno espafiol por intermedio de su minis- 
tro en Suecia, reclamó de la venta, que consideraba como un 
acto violatorio de la neutralidad y en estas gestiones fué apo- 
yado por todo el cuerpo diplomático. Ante el reclamo de esa 
nación, el gobierno de Stockolmo, que había ignorado el desti- 
no de esos buques, anuló la venta con pérdidas pecuniarias de 
su parte. (3). 

Por el contrario, muy censurada fué la conducta de los Es- 
tados Unidos en la guerra franco-prusiana de 1870. Después 
de prohibir que de los arsenales del estado, se proporcionaran 
armas á los beligerantes, el mismo gobierno sacó en pública 
subasta grandes cantidades de armas y municiones, que fueron 
adquiridas por los agentes del gobierno francés. (4). 

Ateniéndonos á la letra del derecho, es cierto que el gobier- 
no de los Estados Unidos no facilitó directamente las armas 
al gobierno de Francia, como tampoco Chile proporcionó la 
Esmeralda al Japón, pero indirectamente en uno y otro caso 
se hizo lo mismo. 



(3) Hefíter. Le droit Int de V Europe. Nota de Geffcken, § 147, pág. 342 
Travers Twiss. Le Droit des Gens^ tomo II, pág. 455. 

(4) Perels. Manuel de Droit Maritime Int. Nota pág. 270, 



Veamos otras infracciones de neutralidad, directamente re- 
lacúonadas con miestro país. 

En agosto de 1879, nuestra cancillería, dirigió ana nota al 
Ministro de Relaciones Exteriores de Costa-Rica, protestando 
de que un vapor americano hubiera desembarcado en Pana- 
má ciento cinco caiones de rifles y doscientos de cápsulas, que 
hablan sido enviados por el gobierno de Costa-Rica al del Perú. 

El gobierno de ese país, di6 amplias explicaciones aseguran- 
do que habla observado estricta neutralidad en la guerra en 
que Chile y el Perú se hallaban empeñados. Mientras tanto, 
cuando el ejército chileno se apoderó de Lima, se encontró en- 
tre los documentos reservados del Ministerio de Relacionea 
Exteriores del Perú, una nota dirigida el 16 de julio de 1879, 
por el ministro del ramo, Don Manuel Irígoyen, en que apro- 
baba un convenio celebrado por el representante del Perú con 
el gobierno de Costa-Kioa por el cual, este último se compro- 
metía & entregar seis mil rifles Rémington, con sus respectivas 
municiones. Estos artículos se avaluaban en ciento cuarenta y 
cinco mil soles plata y su valor ae imputaba á parte del pago 
de una deuda que el gobierno de Centro-América tenía con- 
traída con el del Perú. 

Como se ve, la protesta de nuestro gobierno no era infun- 
dada y los documentos encontrados en la cancillería peruana, 
la comprobaron ampliamente. 

Otro de los documentos importantes encontrados en el ar- 
cbjvo de Lima, es una nota del Ministro del Perú en Guate- 
mala en que daba cuenta que el presidente de esa República 
consentía en faciUtar un puerto del país para el despacho de 
los elementos de guerra. 

En el acto que nuestro Gobiemo tuvo conocimiento de esa 
nota entabló la protesta correspondiente, pero el gobierno de 
Guatemala dio amplias satisfacciones, negando en absoluto el 
hecho. 

En vista de esta nota el gobierno de Chile se encontró con 
dos documentos oficiales contradictorios y tan dignos de íé, el 
uno como el otro, pero no pudo llegarse á dejar bien establecida 
la neutralidad observada por Guatemala en esa guerra porque 
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la falta de gobierno en el Perú fué un obstáculo insalvable 
para ello. En todo caso, la duda queda subsistente y no puede 
menos de censurarse un procedimiento tan irregular, opuesto 
á los principios de derecho y á la buena fe que deben observar 
las naciones entre sí. (5) 



Los gobiernos neutrales, en la generalidad de los casos 
permiten á los buques beligerantes entrar á sus puertos pero 
deben cuidar que no hagan de ellos una estación naval ó un 
puerto estratégico ó de observación para las operaciones béli- 
cas. 

En circunstancias especiales pueden cerrarlos á los beligeran- 
tes, como por ejemplo, cuando hayan indicios para creer que 
pueden servir para llevar á cabo cualquiera combinación de 
guerra. Así procedió Inglaterra durante la guerra separatista 
de Estados Unidos, impidiendo la entrada á los puertos de la 
islas Bahamas á los buques beligerantes y otro tanto hizo la 
Suecia en la guerra de 1870, cerrando cinco de sus principales 
puertos (6). 

La práctica nó ha sido uniforme en cuanto al tiempo que se 
permite permanecer á las naves biligerantes en los puertos 
neutrales. 

Algunos gobiernos no señalan plazo alguno, pero en cambio 
otros lo limitan [á veinticuatro horas. Tal ha sido la práctica 
seguida por Inglaterra, Francia, Alemania, etc., en la guerra 
separatista de 1860; por los Estados Unidos en la guerra fran- 
co-prusiana y por la mayor parte de las naciones en las gue- 
rras greco-turca é hispano americana. 

Se observa esta medida con tanto rigor que se exije su cum- 
plimiento en los puntos más apartados, aunque dada la posi- 
ción jeográfica ó la distancia del teatro de las hostilidades, no 



(6) Véase en el tomo n de la Historia de la Gfuerra dd Pacifico, por 
Pascual Ahumada Moreno, las notas cambiadas con motivo de estos 
incidentes. 

(6) Bonfíls, obra citada § 1463, pág. 783. 



Por ejemplo en nuestra guerra con España de 1866, Ingla- 
térra no permitió nunca que los trasportes correos que hacían 
la carrera entre las islas Filipinas y Hong-Kong, permanecie- 
ran en este puerto más de veinticuatro horas. 

En cuanto á loa buques beligerantes que conducen presas ó 
á los corsarios, el derecho convencional tiende á prohibirles la 
entrada (7) y en caao que se lee permita, debe ejercitar escricta 
vigilancia. 

La venta de las presas es enteramente prohibida y en las 
leyes internas de los diversos países, se prohibe que se realicen 
esta clase de negociaciones, porque para la legalización de una 
captura es necesario la sentencia del tribunal competente-. Ad- 
mitir la enajenación de antemano, sería fomentar las capturas 
ilegales ó sea la infracción de las leyes marítimas. 

La provisión de carbón como la de víveres está limitada á 
la cantidad necesaria para 'llegar al puerto más próximo. 
Esta disposición es la más aceptable, porque no es justo con- 
ceder el carbón indispensable para veinticuatro horas de nave- 
gación, de la misma manera que pecaría por un exceso de 
liberalidad, concederlo sin limitación alguna. 

Es licito que en los puertos neutrales se reparen las averías 
de los buques beligerantes, peio limitadas á las estrictamente 
indispensables para que puedan llegar sin peligro al puerto 
más próximo de su pafs. 

Eq caso que arriben á un puerto buques de los dos belige- 
rantes, ha sido práctica constante impedir que salgan unos y 
otros, sin que trascurran por lo menos veinticuatro horas, á fin 
de impedir que puedan tener lugar encnentros dentro de la 
jurisdicción del neutral. 

De acuerdo con esta práctica procedió el gobierno de Chile 
en la guerra franco-prusiana y el gobierno francés la llevó á 
cabo en el reciente conñicto hispano-americano. En un mls- 

(7) Tratado celebrado por Chile cnn Nueva Granada, 1844. Recopilación 
BaacuBán Montes, tomo II.— Declaración de neutralidad de Chile eo la 
guerra fraaco-prneiaDa. Art 3.°— Decreto de 20 de septiembre de 1870. 
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mo día entraron al puerto de San Pedro (Martinica) los tor- 
pederos españoles Furor y Tenor y el crucero americano Hwr- 
toará. La autoridad local, ordenó que los buques abandonaran el 
puerto con el intervalo de tiempo indicado. (8) 

Al exponer los deberes que deben observar los gobiernos 
neutrales para con los buques beligerantes que arriban á sus 
puertos y que son los detallados anteriormente^ no hemos he- 
cho sino exponer la teoría más aceptable y que está conforme 
con la práctica seguida por las naciones. Para el mejor estudio 
de estas cuestiones deremos á conocer algunas declaraciones de 
neutralidad dictadas por nuestro gobierno, ya que la inserción 
de las expedidas por los gobiernos extranjeros carecería de inte- 
rés^ y en seguida trataremos algunos casos en que no siempre 
se ha observado la práctica más conforme con el derecho. 



Durante la guerra de 1854, en que se vieron envueltas las 
principales potencias europeas, se temió que, dada la impor- 
tancia de las naciones beligerantes, las hostilidades se exten- 
dieran á las costas de América. Con este motivo nuestro go- 
bierno expidió una declaración de neutralidad, señalando las 
reglas de conducta que debían observarse con los buques beli- 
gerantes que arribaran á los .puertos chilenos y que en su parte 
dispositiva, son: 

1.° Ningún buque armado en corso, cualquiera que sea su 
bandera, será admitido en los puertos del estado, sino en casos 
de necesidad extrema por grandes averías y persecuciones. 

2.° En ningún caso le será permitido vender las presas, ni 
enajenarlas bajo ninguna forma ni proveerse de armas ú otros 
elementos de guerra. 

3.° Sólo podrán tomar víveres ó provisiones en los puertos 
y en cantidad estrictamente necesaria para hacer su viaje á 
uno de los puertos extranjeros más inmediatos. (9). 



(8) La Nación de Buenos Aires, 15 de mayo de 1898. 

(9) Decreto de 15 de julio de 1854. 



Las disposiciones citadas anteriormente son en todo confor- 
mes con los principios vigentes de derecho y fueron comunica- 
das á todas las naciones por medio de nuestros representantes 
en el extranjero. 

La neutralidad requiere, en algunos casos, medidas especia- 
les y que es algunos países son de gran importancia. Ed el 
número de éstas consideramos el acuerdo tomado por los ple- 
nipotenciarios de Cbile, Bolivia, Ecuador, Perú, San Salvador 
y Venezaela en el Coogreso Americano reunido en Lima en 
1865. por el cual se prohibía á los buques beligerantes, care- 
narse en los diques de los puertos neutrales. 

Está fuera de toda duda que la limpieza de los fondos de los 
buques es indispensable en tiempo de guerra, y si UD gobierno 
nentral permitiera que en sus puertos lo hicieran los beligeran- 
tes, concedería gran ventaja á uno de ellos en perjuicio de 
otro. 

No es extraño que una prohibición semejante, no se haya 
consignado expresamente en las declaraciones de neutralidad 
de las potencias europeas, por la sencilla razón qae de esta 
clase de elementos disponen hasta los últimos países del viejo 
continente. En cambio, esa disposición la consideramos josti- 
fícada para la época en que fué tomada, para ello nos basta 
recordar que en ese entonces, sólo existía un dique carena «n 
toda la costa de Sud-América. ~ 

El acuerdo citado se consignó en un protocolo firmado entre 
los plenipoienciarios de las naciones representadas en ese Con- 
greso, pero no se llevó á cabo por no haber sido ratificado en 
la fecha convenida. 

La guerra de España de 1864 fué declarada en nn principio 
contra el Perú y á pedido de este gobierno, Cbile declaró que, 
«negaría á los buques españoles los auxilios bélicos necesarios 
para proseguir contra el Perú operaciones hostiles que pudie- 
ran comprometer la integridad territorial ó la independencia 
de la República.» 

La neutralidad de nuestro Gobierno era de gran importan- 
cia porqne los puertos de Chile eran la escala obligada de los 
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buques españoles, los ouales después de la larga travesía que 
tenían que efectuar, siempre necesitaban algunos elementos 
que encontraban las naves peruanas en sus propios puertos. 

Poco tiempo después llegó á Valparaíso el vapor peruano 
Lerjgundi y esto dio motivo al ministro español para protestar 
del Gobierno, á quien acusaba de haberle permitido proveerse 
de pólvora, municiones y de gente de mar. 

Nuestro Gobierno en un manifiesto al país, refutó los cargos 
hechos, demostrando que al Lerjsundi sólo se le permitió pro- 
veerse de las provisiones y de la gente de mar estrictamente 
necesarias para que el buque pudiera llegar al puerto más 
próximo de su país y que, al proceder así, no violó la neutrali- 
dad, sino que por el contrario se limitó á cumplir con un de- 
ber humanitario reconocido por las naciones. 

En el curso de esta misma guerra^ el Brasil violó abierta- 
mente la neutralidad, lo que motivó una seria protesta de los 
representantes de Chile y el Perú. (IG) 

Expondremos separadamente los antecedentes de la cues- 
tión. 

Los buques españoles ViUa de Madrid, Blanca y Almanjsa, 
se dispersaron de la escuadra de que formaban parte, después 
de haber sido derrotados en el Pacífico. Quedaron en tan mal 
estado que sólo alcanzaron á llegar á Río Janeiro, permanecien- 
do en este puerto durante largos meses que emplearon en re- 
parar las grandes averias de la Almanea y de las otras dos 
naves- 
Las fragatas nombradas llegaron á Río Janeiro con nume- 
rosos eufermos de escorbuto y centenares de heridos que fue- 
ron desembarcados y curados en los hospitales de tierra. Se les 
permitió proveerse de víveres y de elementos de toda clase sin 
limitación alguna é igual conducta se observó con las fragatas 
Concepción y Navas de Tolosa que arribaran poco después al 
mismo puerto. 



(10) Don Gaillermo Blest Gana era el representante de Chile en el ca- 
rácter de Encargado de Negocios. 



En seguida entraron varios trasportes espaSoles cargados 
de provisiones y elementos bélicos para la escuadra, lo que 
hacia suponer que se alistaban para una nueva campatLa y se 
permitió que dentro de la jurisdicción del neutral se trasbor- 
daran estos anlculos á los buques de guerra. 

Los buques españoles entraban y salían libremente del 
puerto y las goletas Vad-Bas y Consumo que iban al Paclñco, 
tocaton en las islas Malvinas, donde supieron la estadía de la 
escuadra en Río Janeiro, regresando á este puerto á unirse con 
ella. 

Por último, los buques españoles llevaban numerosos pn- 
sioneros que conservaron á bordo durante todo el tiempo. 

Los párrafos anteriores son separadamente . un capítulo dis- 
tinto de violación de neutralidad. 

En efecto, anteriormente hemos visto que los neutrales qne 
permiten la entrada á sus puertos á loa buques beligerantes, 
acostnmbran señalarles un plazo qne generalmente es de veinti- 
cuatro horas para que salgan del puerto, pero nunca se les 
permite permanecer por un tiempo ilimitado. 

Acaso la estadía prolongada de la Álmanisa puede discul- 
parse por las averías recibidas, pero tamh'én no es menos 
cierto que en este caso debieron repararse las averias indis- 
pensables para que pudiera continuar su viaje. Sin embargo, 
á pesar de que España estaba en guerra con laa repúblicas de 
Chile y el Perú, se autorizó una reparación tan completa que 
tanto esa nave como las demás quedaron en situación de to- 
mar parte nuevamente en la contienda en caso que hubieran 
proseguido las hostilidades. 

La excusa de las averías no podía hacerse valer respecto de 
los demás buques que estaban en situación de hacerse á la mar 
en' cualquier momento. La estadía indefinida de los buques en 
un pnerto neutral es por si sola violatoria de la neutralidad, y 
en el caso en cuestión con mucha mayor razón porque esos 
buques se aprovecharon del asilo para esperar órdenes del go- 
biemo español, trasmitiéndolas á otros btiques, saliendo y vol- 
viendo á entrar como lo hicieron Las Navas de Tolosa y la 
Concepcidn ó sirviéndose de la estadía en ese puerto para com- 
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binar moviinientos extratéjicos ó para maütenerse á la espec- 
tativa de las operaciones del enemigo. 

Los heridos y enfermos fueron desembarcados y curados en 
tierra y en seguida volvieron á embarcarse, quedando ^n si- 
tuación de tomar las armas. Nadie reprueba que el (Gobierno 
del Brasil haya cumplido con este * deber de humanidad, pero 
lógico habría sido que una vez restablecidos se les hubiera in- 
ternado en el pais. 

Se les permitió proveerse de víveres sin limitactón alguna y 
la mejor prueba que se los procuraron aUí es que la escuadra 
llegó á Río Janeiro con enfermos de escorbuto, enfermedad 
que proviene en gran parte de la falta de víveres. 

En estos casos, hemos dicho que se conceden los necesarios 
para seguir viaje hasta el puerto más próximo del país, pero el 
Gobierno del Brasil no cumplió esta prescripción y aún toleró 
que los trasportes españoles trasbordaran á los buques de 
guerra víveres y municiones, permitiendo de este modo que 
aumentaran sus buenas condiciones para la campafia. 

Se reclamó asimismo que se hubiera permitido la estadía de 
los buques que tenían á bordo numerosos prisioneros y se ha- 
da valer la declaración de neutralidad del Brasil que prohi 
bía la entrada á sus puertos á las presas de los beligerantes. 

No estamos de acuerdo en este punto con la reclamación del 
Encargado de Negocios de Chile, quien sostuvo que los prisio- 
neros es una forma de las presas marítimas, porque si bien es 
cierto que algunos han sostenido que la guarda de prisioneros 
en un puerto neutral es una continuación de las hostilidades, 
la verdadera doctrina consiste en que un neutral no debe exi- 
gir la libertad de los prisioneros á bordo de un buque belige- 
rante, de la misma manera que no debe entregarlos en caso 
que se fuguen á tierra (11). 

Los antecedentes expuestos manifiestan que el Brasil no cum- 
plió debidamente su papel de neutral y las explicaciones que 
pueden darse para justificar esa actitud, no resisten al más lige* 
ro examen. 

(11) Travers Twísb, obra citada, p&g. 441. 



cantidades de víveres 7 municiones. 

No puede tampoco justificarse la conducta del gobierno im- 
perial alegando que se hubiera pretendido conceder á amboa 
beligerantes idénticas concesiones, tanto porque la neutralidad 
no consiste en facilitar iguales recursos Á los dos coutendientes, 
como porque en el supuesto que así fuera, la posición jeográ- 
fíca délos beligerantes colocaba á las repúblicas sud-americanaa 
eu una situación desventajosa, mientras favorecfadirectameute 
á España, dándole ocasión para recalar á los puertos brasileros 
que le servirían de escala y de reposo. 

La cuestión no llegó á on desenlace porque la escuadra re- 
cibió órdenes de volver á Espafia y por lo tanto no se renova- 
ron las hostilidades. 

En la guerra franco-prusiana de 1870, el gobierno de Chile 
dictó una declaración de neutralidad en todo conforme con los 
principios de derecho, y tuvo ocasión de llevarla a la prácti- 
ca (12). En efecto, poco después de declarada la guerra, la corbe- 
ta francesa ^^eeentró al puerto de Lotaconel objeto de tomar 
carbón. El gobierno de Chile permitió que tomara el carbón 
indispensable para alcanzar al puerto más próximo de au pala 
y sólo después de comprobar que la ruptura de las hostilida- 
des la hablan sorprendido en los mares del Pacífico. 



(12) Decreto de 20 de septiembre de 1870. 
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Hemos dicho anteriormente que un gobierno neutral no pue- 
de permitir que sus puertos sirvan de base de operaciones hos- 
tiles contra uno de los beUgerantes y con ese objeto hemos 
examinado cada una de las medidas que deben tomar con los 
buques que llegan á sus puertos. Examinemos todavía otras 
cuestiones no menos importantes. 

Es sabido que una de las primeras atenciones de los belige- 
rantes, es encargar á sus agentes en el extranjero, la compra 
de todos aquellos elementos que le son necesarios. Al efecto 
realizan compras de armas, municiones, buques particulares 
que transforman en naves de guerra ó los equipan de otra 
manera. 

Cada uno de estos hechos los estudiaremos separadamente 
para establecer si es lícito á un gobierno neutral permitir que 
en sus puertos se armen ó equipen buques, ó se vendan y tras 
porten armas de toda clase. 

Don Andrés Bello sostiene que, nada se opone á que los 
beligerantes apresten naves de comercio en los puertos neutra- 
les, las tripulen y surtan 'de todo lo necesario; lo cual se ex- 
tiende á las naves que pueden destinarse indistintamente al 
comercio ó á la guerra (13) 

Mientras tanto, los tratadistas modernos están de acuerdo en 
que es deber del gobierno neutral, observar estricta vigilancia 
para impedir que en los puertos se armen ó equipen naves de 
guerra y corsarios para emplearlos contra una nación con la 
cual está en paz (14) y esta ha sido la teoría dominante en la 
práctica. 

Según ella, el gobierno neutral está obligado á impedir que 
zarpen de sus puertos las naves que están destinadas á emple- 
arse contra un beligerante, especialmente si han sido en todo 
ó en parte adoptadas á usos bélicos. De manera que si se de- 
nuncia que en los puertos neutrales se equipan ó transforman 



(13) Principios de Derecho Intemacionalt pág. 287 

(14) Bonfils. obra citada, § 1464. 

Heffter, obra cit<\da^ § 147 
Rivier— Droie de Qena, pág 406. 



Es indudable que el gobierno neutral no incurre en respon* 
aabilidad alguna cuando eaoa buques han salido equipados y 
armados en los paertoa neutrales sin que el gobierno hubiera 
tenido conocimiento. 

Otras veces se oculta el verdadero destino de los buques, 
solicitando la salida para puertos neutrales ó enarbolando ban- 
dera de otra nación y en estos casos, no comprobándose el ñn 
hostil, el gobierno neutral no tiene por qué impedir la salida 
de ellos (16) 

La prohibición de salir á los baques de guerra, debe exten- 
derse aún á aquellos que se estaban construyendo en los asti- 
lleros del país antes de declararse la guerra y que hubieran 
sido terminados después de rotas las hostilidades. 

Estas variadas cuestiones son de la mayor importancia y 
los gobiernos neutrales, con el objeto de asegurar su neutrali- 
dad, probibeo á sus nacionales equipar naves para emplearlas 
contra un gobierno amigo y castigan au infracción en confor- 
midad á las leyes del país. 

Algunos ejemplos prácticos nos aclararán el estudio de los 
principios expuestos anteriormente. 

Cuando sobrevino la guerra entre EspaDa y Chile, se esta- 
ban construyendo en astilleros ingleses buques de guerra para 
los dos gobiernos. El gobierno inglés en cumplimiento de la 
neutralidad impidió la salida de esos buques y esta resolución 
la mantuvo aún después de haber cesado las hostilidades y 
cuando ya era público y notorio que la escuadra espafiola había 
desistido de su empresa. 

Todas las gestiones que separadamente hicieron ant9 la 



(16) Bn Ifl guerra del P&cíflco, el vapor Ai^cmws que pertenecía al go- 
bierno de Chile pndo salir de Liverpool, gracias á que loa agentes solici- 
taron el zarpe para un puerto neutral, con bandera también neutral. 
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corte de Inglaterra los gobiernos de estos países fueron sin re- 
sultado. Al fin los Ministros Plenipotenciarios de estas nacio- 
nes en Londres, firmaron el 16 de Febrero de 1868, una con- 
vención por la cual se autorizaban mutuamente á sacar de los 
astilleros ingleses, los buques construidos para sus respectivos 
gobiernos y solo así pudieron salir de la costa de Inglaterra, 
la fragata «Victoria» y la corbeta «Arápiles» de España y las 
corbetas «Chacabuco y «O'Higgins» de Chile. 

Un detalla quedaba pendiente. Los buques españoles costa- 
ban £ 540,000 y sólo £ 137,000 los buques chilenos; por con- 
siguiente, había una diferencia de precios de £ 403,000. 

El gobierno inglés declaró que en el deseo de proceder 
con estricta justicia, permitiría al gobierno de Chile exportar 
elementos de guerra por un valor igual á esta diferencia sin 
ulterior permiso y sin responsabilidad alguna para Inglate- 
rra. 

Con posterioridad, Inglaterra ha seguido una práctica seme- 
jante. En la guerra chino-japonesa de 1894, embargó varios 
buques que se equipaban en los puertos británico^ por sos- 
pechar que se dirigían al servicio de uno de los beligerantes é 
impidió salir de los astilleros de Armstrong un torpedero que 
se construía para la China (16). 

En la guerra hispano-americana de 1898, las autoridades de 
Holyhead impidieron la salida del vapor «Ireland» vendido 
I por una casa armadora al gobierno yankee y en New Castle 

i retuvieron el torpedero «Imers», adquirido en astilleros ingle- 

ses (17). 

En 1879, el representante de Chile en Alemania denunció 
al gobierno imperial que en el puerto Kiel se armaban los va- 
pores «Diójenes» y «Sócrates» por cuenta del gobierno del 
Perú, que estaba en guerra con Chile. 

El gobierno alemán atendió el denuncio y convencido de su 
efectividad, impidió la salida de los dos vapores nombrados. 

Durante la revolución chilena de 1891, los agentes del par- 

(IG) <La guerra chino- japonesa ante el Derecho Internacional >. — Artí- 
culos de Don Ricardo Bello Montaner. 
(17) Telegramas á El Ferrocarril, mayo 4 de 1898. 



desde el momento que habia intervenido como mediador entre 
los partidos beligerantes. 

No es aceptable la signiticación que daban los sefiorea Matte 
y Roas ¿ la mediación iniciada por el ministro francés, la cual 
puede tomarse únicamente como un deber humanitario para 
evitar el derramamiento de sangre y confirma esta opinión el 
hecho que el gobierno francés se negó á reconocer la belige- 
rancia, cada vez que fué solicitada. 

Carece también de fundamento, el otro argumento de los 
señores Matte y Ross, al recordar, que en 1863, ese gobierno, 
á pedidos del Ministro de Estados Unidos, retiró la autorización 
acordada á ciertos armadores de Nantes y Burdeos para cons- 
truir seis naves de guerra destinadas á los confederados del 
Sur, porque esos buques eran destinados á ser empleadi» con- 
tra una nación con la cual estaba en paz. De la misma manera 
habría procedido si en lugar de pertenecer los buques al go- 
bierno de Chile, lo hubieran eido á los revolucionarios y esta- 
mos seguros de que en ese caso, no habría permitido la salida 
de ellos. 

Las tentativas hechas por los agentes de la revolución no 
tuvieron éxito porque no podían acogerse á los principios de 
la neutralidad, desde que no hablan sido reconocidos como be- 
ligerantes. En cambio siguieron un juicio ante los tribunales 
. de justicia y obtuvieron momentáneamente por sentencia de 
primera instancia la retención de los cruceros Pretideníe Erra- 
taris y Presidente Pinto, pero este fallo fué revocado por 
BenteacJa de segunda instancia, con lo cual, los buques pudie- 
ron hacerse á la mar. 

Los agentes del gobierno de Iquique se dirigieron en segui- 
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da al gobierno inglés, reclamando la obaervancia de la neutra- 
lidad ante la gaerra civil chilena y al efecto pidieron al gobierno 
que prohibiera embarcar á los agentes del presidente Balmace- 
da, los cañones y proyectiles que la casa Armstrong y C.^ les 
había vendido en los primeros días de abril de lá9l y que es- 
taban destinados al armamento del crucero Presidente Pinto, 

Una presentación semejante dirigieron al cForeign Office», 
denunciando la venta que pretendía hacerse de un buque que 
se construía para la Arjentina y que habla sido ofrecido en 
venta á los agentes de Balmaceda. cComo consecuencia pedían 
al gobierno dictara las medidas conducentes á impedir que ese 
buque, en caso de ser comprado por los agentes chilenos, par- 
tiera de los puertos ingleses y fuera á tomar parte en la guerra 
civil.» 

El gobierno inglés, por intermedio de Lord Salisbury, decla- 
ró: cque no podía impedir la exportación de los cañones por- 
que la ley no se lo permitía y que en cuanto á los buques de 
guerra que pudiera comprar Balmaceda, tampoco podría impe- 
dir la salida, antes que se acordara reconocer al gobierno de 
Iquique en el carácter de beligerante, reconocimiento que no 
podría apoyarse en los precedentes de la cancillería inglesa». 

La conducta observada por los gobiernos de Francia é In- 
glaterra sobre la interpretación de las leyes de neutralidad fué, 
sin duda, la más coaforme con las doctrinas más aceptables, 
aunque no faltan opiniones de eminentes publicistas que sos- 
tienen que, cuando la guerra civil divide una nación y una 
parte de ella forma un gobierno distinto y separado, se pueden 
considerar á los dos bandos comp beligerantes y observarse la 
neutralidad, dada la impoitancia y extensión de la lucha. (18) 

No obstante la negativa del gobierno francés para impedir 
la salida de los buques, sin embargo, accedió á una petición 
del señor Matte, prohibiendo que sus nacionales se embarcaran 
á bordo de los buques chilenos. Creemos encontrar falta de ló- 
gica en el proceder de la cancillería francesa porque si se había 
negado á impedir la saudade los cruceros, fundado én las bue- 

(18) Cita de Travers Twiss, obra citada, pág. 488. 
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ñas relaciones maiitemdas con el gobierno de Chile, las mismas 
coneideracioDea pudieron hacerse valer para no acceder ¿ la 
segunda petición. Mientras tanto, la prohibición do embarcar 
sus nacionales, significaba que limitaba la neutralidad á las 
personas y nó á los elementos de guerra. 

Eapafia y Portugal dictaron igual prohibición. 

Inglaterra procedió de una manera correcta porque se negó 
- á impedir el embarque de sus nacionales. La cuestión se llevó 
á la Cámara de los Comunes, donde uno de sus miembros in- 
terrogó al gobierno, sobre las medidas que se pensaban tomar 
para asegurar el cumplimiento del «Foreign Eulistement Act», 
con motivo de la presencia en agoas inglesas de los buques 
chilenos. El Bub-aecretario del i Foreign Office> contestó: «que 
las leyes citadas, prohibían los enganches cuando se trataba de 
actos hostiles contra un estado amigo y que no habiendo sido 
reconocida la behgerancia de la Junta de Gobierno en Iquique, 
esa ley no podía aphcarse á los cruceros chileoos». (19) 

La Gran Bretafia creyó y con razón que no violaba la neu- 
tralidad permitiendo embarcar á sus nacionales en los buques 
chilenos, porque los revolucionarios no estaban reconocidos co- 
mo beligerantes. E^ta fué la única nación europea que guardó 
más uniformidad en su proceder (20). 

Otro caso muy conocido de armar y equipar buques en puer- 
tos neutrales es el del Itata que relataremos con detención. 

Los jefes de la Revolución de 1891, comisionaron al seflor 
K. L. Trumbull para que comprara en Estados Unidos armas 
y municiones que necesitaban para la guerra. 

En vista de estas órdenes, el señor Trumbull adquirió en 
Nueva York cinco mil rifles y dos millonea de cartuchos. En 



(19) Véase la memoria presentada áU Ecxma. Jauta de Gobierno por 
los señores Angosto Matte ; Agustín Rosa, ^^ntcs confidenciales del Go- 
bierno de Iqniqne en Enropa. Paria, 1892. 

(30) El gobierno del Brasil se negó á acceder ¿ la petición del agente 
de la revolnción para que prohibiera que tomara carbón el crucero *jye- 
ttií«nfe&r4n(rú.> (Víase memoria del agente confidencial en el Brasil, 
DOB Alvaro Bianchi Tupper. Buenos Aires, 1893. 
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segaida loa trasportó á San Diego en CaliEomia y allí los em- 
barcó á bordo de la goleta Boberí and Minie, la cnal fué remol- 
cada basta la iela de Catalina. 

Todas eatas medidas se tomaban con el objeto de esperar la 
llegada del vapor Itata que iba en viaje hasta esa isla con el 
objeto de trasbordar las armas y trasportarlas á Chile. 

La presencia de la goleta fué descubierta y el Itata, á pesar 
que llevaba instrucciones para no entrar al puerto de San Die- 
go se tío obligado á hacerlo, por carecer del carbón necesaiio 
para el viaje. Mientras tanto se bizo público el objeto del viaje 
del Itata y los agentes de Balmaeeda obtuvieron la retención 
del buque, orden que no respetó su comandante, porque levó 
anclas sin haber obtenido el permiso competente. 

El mismo día que esto sacedla, Trumbiill se trasladaba de 
San Francisco de California á Nueva York i al llegar Á Va- 
ckland fué tomado preso y conducido á San Francisco, á pre- 
sencia del Procarador Jeneral de los Estados Unidos, donde se 
le comunicó que había sido arrestado por haber violado las 
leyes de neutralidad con motivo del equipo de la goleta Sobert 
and Minie para cometer hostilidades contraía República de 
Chile y sólo se le dejó en libertad, mediante una fianza de 
quince mil pesos oro. 

El agente de los Estados Unidos, demostró en su alegato con 
gran acopio de citas, la legalidad de la prisión de Trumbull y 
como sería inoficioso trascribirlas Integras en este trabajo, men- 
cionaremos las principales. 

Se hizo presente que el sefior Trumbull había faltado á la 
sección N.o 5283 de los estatutos revisados da la República, 
qae dice: «Toda persona que dentro del territorio de los Esta- 
dos Unidos equipe ó arme, ó trate de equipar ó armar, ó pro- 
cure armar 6 equipar cualquiera nave, con el ohjeto de desti- 
narla al servicio de cualquier príncipe ó estado extranjero, ó 
de cualquiera colonia, distrito ó pueblo con que los Estados 
Unidos estén en paz, serán culpables de alta traición y se les 
impondrá una multa qae no puse de diez mil pesos ó una pri* 
sión de tres años como máximum:* 

Esta disposición es igimlmente aplicable á loa extranjeros y 



El jaicio seguido ante loa tríbuualea llegó á su término en 
noviembre de 1891 y cootrá lo que se esperaba, el señor Trum- 
buU fué absuelto de la acusación. Sin duda parecer^ extrafio, 
que á pesar de las terminantee disposiciones citadas se haya 
absuelto al aeasado, pero este fallo proviene de la interpreta- 
ción que los tribunales americanos dieron & esas leyes decla- 
rando que las disposiciones de la neutralidad sólo son aplica- 
bles á las agrupaciones reconocidas ; nó á los beligerantes no 
reconocidos. Según esta teoría, el señor TrumbuH no violó el 
articulo N.o 5283 ya citado. 

Wharton que es uno de los publicistas más importantes, 
dice: ique los buques insurgentes al servicio de los beligeran- 
tes no reconocidos, no pueden gozar en los puertos extranje- 
ros de [os honores y derechos de aquellos de un gobierno no 
reconocido, pero mientras no cometan depredaciones ó pillajes 
no pueden ser considerados como piratas; cuando ellos sean 
empleados para atacar á un gobierno amigo, pueden ser per- 
seguidos como infractores de la neutralidad.» (23) 

Eíta es la única interpretación que debe darse á las leyes de 
la neutralidad, porque proceder de otro modo es abrir ancho 
campo á los abusos contra los gobiernos establecidos. 



(21) Actas de la cotnieióu de reclaraaciones entre Chile y Estados üni* 
dofl. Washington, 1894. 

Cntton. Court of Ote XJ. 8. SouOtem Ditiñct of Ctüifomia, 1892. 

(22) Cita de Gatton, obra citada, pág. 69. 
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El «quipo y armamento de bnqaea en puertos neutrales ha 
dado lugar á serios conflictos, de los cuales el más importante 
es el conocido con el nombre del Alabama. 

En la guerra aeparatista de los Estados UnidoB, los confede- 
rados del Sur, hicieron construir buques en Francia é Inglate- 
rra para perseguir á las nayea mercantes del Norte. 

Ya hemos visto que el gobierno francos, á petición del go- 
bierno de los Estados Unidos, revocó el permiso para que salie- 
ran buques para los confederados del Sur, pero en Inglaterra 
no sucedió lo mismo, El Ministro jankee denunció al Foreign 
Office, que en los puertos ingleses se armaban algunos buques 
para los confederados del Sur, y con el objeto de impedir la 
salida, llevó el reclamo ante los Tribunales de Justicia, pero 
éstos decidieron que en el hecho no se había violado las actas 
de 1819 referentes á la neutralidad. En vista de este fallo ad- 
verso, los Estados Unidos pidieron se modificaran las actas de 
1819, y en esta petición no fueron tampoco más afortuna- 
dos. (33) 

La resolución de los Tribunales ingleses permitió á loa con- 
federados sacar varios baques coraarioa, entre loa cuales se 
cuenta el Alabama que salió de Mercey el 29 de julio de 1863, 
recibiendo su armamento en otros puertos de una colonia in - 
glesa. 

Terminada la guerra, el G-obiemo de Estados Unidos inter- 
puso una reclamación contra el de Inglaterra por los perjuicios 
causados por los corsarios del Sur, de cuyos perjuicios hacia res- 
ponsable al gobierno de ese pais, por haber permitido que en 
los puertos de su nación se equiparan y armaran loa bnqnea 
que destruyeron el comercio de los Estados del Norte. 

Esta grave cuestión duró seis años, y en el curso de las oe- 
gociaciones se temió en varías ocasiones que se declarara !a 
guerra entre los dos países; pero, por ñn, en 1871 se pusieron 
de acuerdo en someter la cuestión á arbitraje. 

En el tratado ñrmado al efecto, se lijaron las reglaa que de- 



I) BoDfllB, obra citada, % 1165. 



IOS ei equipo y arummenu) ue uiuo uuqutj que uicao uvoierao 
tenga motivos razonables para creer que está destinado á ope- 
raciones hostiles contra una potencia amiga y á emplear la 
misma diligencia para impedir la salida de todo buque desti- 
nado á cruzar ó á coDCurrír á dichag operaciones hostiles, si el 
expresado buque hubiera sido adoptado en todo 6 en parte á 
loa usos de la guerra, dentro de la mencionada jurisdicción. 

<2.° A no permiti rque ninguno de los beligerantes haga de 
sus puertos ó de sus aguas base de operaciones ni que se sirva 
de ellos para aumentar ó renovar sua provisiones militares y 
armamentos, ni para reclutar iudividnos que hayan de formar 
parte de las dotaciouea de los bnquea. 

«3.° A ejercer toda la diligencia necesaria en sus propios 
puertos y aguas, respecto de las personas que se encuentren 
dentro de su territorio jurisdiccional, para evitar que puedan 
ser violados los deberes y obligaciones antes mencionados.» 

La sentencia arbitral fué dictada en Ginebra el 14 de sep- 
tiembre de 1 872, y por ella se condenó á Inglaterra á pagar á 
loa Estados Unidos la cantidad de quince millones de peaoa 
oro, por haber faltado á los dsberes señalados en el tratado de 
Washington ya mencionados. (24) 

En los últimos años se suscitó un incidente de esta natura- 
leza entre BspaOa y Estados Unidos. Antea de declararse la 
guerra entre estas naciónos, el Gobierno español habla hecho 
cargos al de Estados Unidos por no haber observado la debida 
diligencia para impedir la saUda de las expediciones Slibuste- 
ras coQ destino á Cuba. 



(34) Calvo, obre citada, tomo IV, $ 2lb8 á % '2562. 

Geffuken, comeotAdor de Heffter. Nota n.o 4 al § 148, pág. 348. 

BlantBCQtj, obra citada, artfcnlo 779 bis. 

M. C. Lardj. Bewe de Droit International. 

Mozo. Derecho de Gentes, pág. 240. 



Ud estudio de lo9 hechos y de las alegaciones de ambas par- 
tea, DOS dejará en situación de apreciar debidamente la cues- 
tión. 

Es UQ hecho fuera de toda duda que la revolución cubana 
recibió auxilios poderosos de los Estados Unidos. En un prin- 
cipio las expediciones se hacían de la manera siguiente: se si- 
mulaba un viaje á un puerto neutral, por ejemplo á Jamaica, 
Venezuela ó Méjico, j en alta mar ó en las inmediaciones de 
la costa cubana trasbordaba las armas, hombres, etc., á otro 
buque, siguiendo el primero al puerto de au destino y en se- 
guida Tolvia al puerto de salida con sus papeles en debida 
forma. 

Es natural que en expediciones de esta naturaleza, el Go- 
bierno no tenia por qué castigar faltas cometidas fuera del 
territorio de su jurisdicción, pero mientras tanto el Gobierno 
español entablaba repetidas reclamaciones por las expediciones 
que decía se armaban en los puertos de la Unión y por su 
parte el Gobierno de los Estados Unidos no se cansaba de re^ 
comendar la más severa vigilancia para impedir la salida de 
ellas. 

Ateniéndonos á un manifíesto del gobierno americano, no 
creemos justificado el caigo de poca vigilancia que se le impu- 
taba porque la autoridad del país lo desvirtuaba diciendo que 
en el solo distrito de New York á Bronwille había que vigilar 
5,470 millas, es decir más del doble de las costas cubanas que 
solo tienen 2,408 millas, y que para vigilarlas se habían em- 
pleado siete guarda-costas con 317 hombres y 15 cañones, los 
cuales habian recorrido 75,76S millas. 

Del informe del Secretario del Tesoro se desprende que se 
conocen setenta y dos expediciones que partieron á Cuba y que 
de éstas se impidió la llegada de cuarenta y tres. Se agrega 
todavía que algunas de las expediciones no habían podido per- 
seguirse por falta de detalles de la Legación de España y en 
otras ocasioDes, los datos suministrados eran equivocados, lo 
que dio origen á que se detuvieran en muchas ocasiona bu- 
ques entregados á un tráfico inocente. 

La nota del Secretario del Tesoro, cuyos puntos principales 



las expediciones que salieron de Norte- América que tenia uua 
costa mucho mayor, la situación habría sido diferente. 

Cuando las expediciones eran sorprendidas antes ó después 
de realizadas, el Gobierno sometía é. los oi^anizadoree á dispo- 
sición del poder judicial para que fueran castigados como in- 
fractores de la neutr^idad y de este modo cumplía con uno 
de los deberes reconocidos por el Derecho Internacional. 

En los Estados Unidos, las leyes de neutralidad forman el 
titulo LXVII, arts. 5281 á 5291 de I03 estatutos revisados. Los 
artículos príncipalea que se reGeren á los que equipan y arman 
buques para destinarlos contra un país con el que está ea paz, 
80D los núms. 6283 y 5286 que ya hemos citado, con ocasión 
del asunto del Ilata; los demás, se reñeren á laa reglas de pro- 
cedimieato, á los tribunales competentes, fianzas, etc., que no 
mencionaremos como tampoco los que se refieren al comercio 
de armas que reservamos para estudiar más adelante. 

España no habría tenido derecho para protestar de la con- 
ducta de los Estados Unidos, si los individuos culpables hubie- 
ran sido castigados, pero la ley fué interpretada erróneamente 
con lo cual los autores quedaron impunes. En algunos casos se 
absolvía á los acisados, so pretexto que los buques que sallan 
con destino á Cuba no reunían los requisitos necesarios para 
caliScarloa de expediciones militares. En otros, se decía que el 
art. núm. 5387, que prohibía la salida de las expediciones mi- 
litares contra el territorio y dominio de un principe ó estado 
con el cual estaban en paz, se refería á los buques de naciones 
reconocidas como beligerantes y nó á las que carecían de este 
reconocimiento, citándose en apoyo de este razonamiento la 
sentencia del Itata, anteriormente recordada (25). 



(>5) «le différend entre TEapagne et lea Btata Vals au sajet de ta qnea- 
tion cQbaine>. — Con este titulo, el marqaáa de Olivart ha publicado en la 
B^tme de Droit International, númB, 2, 3 7 4 de 1898, mtereaantes artícu- 
los sobre eeta materia, de loa cualea hemos tomado los datos anteriores. 



Ckimo era natural, los fallos judiciales do satisfacíao las as- 
piraciones de Espafia que veía aumentar de día en día los re- 
cursos de los cubanos y en consecuencia ese gobierno solicitó 
' que ya que las leyes de neutralidad no contemplaban los casos 
iodicadoSgSe completaran esas leyes con algunas agregaciones. 

Una petición semejante habla hecho el gobierno de Was- 
hington al de Londres, cuando fueron absueltos los armadores 
de los corsarios de los confederados del sur; de modo que este es 
otro punto de paridad entre las reclamaciones de ambos palees. 

La petición de España no carecía de fundamento. El presi- 
dente Arthur habia declarado en 1884, la necesidad de refor- 
mar las actas d 1819, dictadas para las necesidades de la época 
y en igual sentido se pronunció el presidente Harrison, cuan- 
do ee dictó la seotencia del ítala (26). 



Uno de los puntos más discutidos de las obligaciones de los 
neutrales es el que se refiere á la venta de armas y municiones 
que hacen los particulares á los agentes de los beligerantes y 
para proceder con orden y facilitar el estudio de tan impor- 
tante cuestión, daremos á conocer las opiniones de los publi- 
cistas y la práctica seguida por las naciones. 

Antiguamente el derecho de los particulares para comerciar 
en esta clase de artículos era reconocido sin diñcultad, pero en 
seguida se ha ido operando lentamente una reacción contraria 
al extremo que lo que ayer se reconocía sin discusión, suscita 
en el día serias dificultades. 

Entre los publicistas, Vattel considera que el comercio de 
armas puede hacerse por los particulares en el territorio neu- 
tral, sin faltar á la neutralidad (27). 

Travers Twiss, cree que <un estado neutral no falta á la 
neutralidad permitieodo que sus nacionales lleven algunos ar- 
tículos de comercio á los mercados situados en el territorio de 
un beligerante y que el derecho de gentes no le impone ninguna 



(26) A. Desjardins. Bevw de Dmx Monde». Junio 15 de 1898. 

(27) Cita de Travers Twia=, obra citada, páj.449- 
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obligación de ejercer los derechos de soberanía sobre los ex- 
tranjeros que frecuentan sus mercados á fin de impedirles la 
exportación de mercaderías que han podido adquirir» (28). 
Este autor cita las ^opiniones de Lampredy y Martens que se 
pronuncian en el mismo sentido. 

En cambio, Gessner entre otros, piensa de una manera dia- 
metralmente opuesta y sostiene que la venta de armas hechas 
por los particulares^ constituye una violación de neutralidad 
de que es responsable el estado (29). 

Un término medio entre estas opiniones extremas, es sin 
duda la de Bluntschly que estima que el gobierno neutral debe 
impedir la exportación de armas en grande escala, cuando re- 
sulta de las circunstancias que ese envío constituirá un subsi- 
dio de guerra y no debe oponerse á los envíos en pequeñas 
partidas porque la vigilancia sería difícil y daría lugar á mu- 
chos perjuicios. (30) 

Entre los publicistas italianos, Fiore reconoce que las leye s 
de la guerra prohiben el trasporte de los artículos de contra- 
bando, pero no acepta que un gobierno neutral esté obligado 
á imponer á sus subditos la prohibición de vender estos artí- 
culos, quedando á salvo el derecho de los beligerantes para 
confiscar los artículos de contrabando antes que lleguen á su 
destino. No obstante, reconoce que el gobierno neutral asume 
responsabilidad cuando las leyes del pais prohiben á los na- 
cionales el comercio de estos artículos y cuando por abandono 
ó connivencia se facilitan al beligerante. (31) 

La doctrina de Fiore, no es justa ni conforme al derecho in- 
ternacional, porque si la neutralidad se cumple en uno y otro 
caso, resultará que mientras en el primero se concede la abso- 
luta libertad del comercio, ea el segundo se imponen estrechas 
limitaciones, de modo que si ambas teorías fueran compatibles, 



(28^ Obra citada, pág. 460. 

(29) Cita de Bonfils, id. id. § 1473. 

(30) Obra citada, art. 776. 

(31) FiOBB. Nouveau Droit International Public, tomo III, § 1559, 
8 1560, § 1561. 
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grande escala, lo que dio lugar á una seria protesta de Alema- 
nia. (32) 

En la guerra ruso-turca de 1877, la fábrica de Krupp en Es- 
sen, entregó los cañones necesarios para una y otra potencia, 
sin que esta conducta mereciera reclamación alguna. (33) 

Sin necesidad de buscar precedentes en las guerras de otras 
naciones, veamos cuál ha sido la conducta observada por los 
gobiernos neutrales en nuestras guerras internacionales, espe- 
cialmente en nuestra guerra con el Perú en 1879. 

En aquella época el gobierno español impidió la salida de 
una gran cantidad de armas y municiones que tenían acumu- 
ladas en Barcelona los agentes del gobierno de Bolivia. 

Otro tanto podemos decir del gobierno inglés, porque con 
motivo de haber denunciado el cónsul peruano en Liverpool 
en junio de 1879, que se había embarcado en el vapor Liguria 
un torpedo y otros artículos de guerra, la autoridad local ordenó 
el registro del buque y el desembarco de estas^especies. (34) 

Los agentes de nuestro país Uevanm la cuestión á los tribu- 
nales de justicia y éstos declararon que el torpedo no podía 
considerarse como elemento de guerra porque le faltaban al- 
gunas piezas para darle ese carácter. 

Poco tiempo después los agentes embarcaron en otros puer- 
tos británicos numerosos elementos de guerra y en el acto el 
representante del Perú solicitó del gobierno que impidiera la 
salida de esos artículos. Contra lo que se esperaba, del cForeign 
Office» se le contestó que el gobierno inglés no ejercía la neu- 
tralidad en el sentido de impedir á los beligerantes el envío de 
toda clase de elementos de guerra, sino en el de no negar á un 
beligerante la extracción de armas concedidas al otro y al pro- 
ceder así no hizo sino ser consecuente con la práctica observa- 
da en otras guerras europeas. (35) 



(32) Véase Mozo, obra citada, páginas 448, 449 y siguientes. 
(331 Bonfils, id. id, § 1474. 

(34) Telegrama del Globt al Mercurio de Valparaíso, junio 27 de 1879 

(35) Véase la nota] del ministro del Perú en París de 16 de junio de 1879 
Historia de la Guerra del Pacifico por Pascual Ahumada Moreno, tomo 
Vn, pág. 75. 
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En otros artículos pablicados con ocasión de esta guerra, se 
hace referencia á otra reclamación que intentaba el gobierno 
yankee contra el gobierno belga por haber permitido la salida 
de un cargamento de armas para España. Ignoramos cuál ha- 
ya sido el resultado de estas reclamaciones pero dudamos del 
éxito, dada la práctica constante observada por esas naciones. 

Terminaremos esta larga serie de antecedentes dando á 
conocer la actitud de Colombia en la guerra del Pacífico. 

El cónsul de Chile en Panamá, se dirigió al gobierno local 
para que impidiera el embarque de municiones de guerra que 
el vapor Crescent Cuy había traído de Nueva Yok á Colón 
y que la compañía del ferrocarril lo había trasportado á Pa- 
namá, en atención que esas armas eran destinadas al gobierno* 
del Perú y que con ese objeto iban á ser embarcadas en el tras 
porte Talismán que se hallaba, fondeado en la bahía. 

El presidente de ese estado, manifestó que, habiendo venido 
el cargamento de que se trataba, consignado á un comerciante 
de aquella ciudad y solicitado este permiso para enviarlo al 
Ecuador, se había accedido á ello. El presidente agregaba 
que: tni en el tratado celebrado por Chile cotí Colombia ni en el 
celebrado con el Perú, se había estipulado regla alguna sobre la 
manera cómo debía ejercerse la neutralidad en caso de guerra 
con otras naciones. Que la neutralidad, según el derecho de gen- 
tes y muy especialmente cuando se habla de un país como 
Colombia, que posee un istmo franco al comercio universal y de 
consiguiente por donde pasan y deben pasar efectos de todas 
clases, aún de aquellos pueblos que, siendo neutrales, les per- 
miten salir de sus puertos con destino á naciones amigas que se 
hallan en guerra, no debe entenderse de manera que restrinja 
ese ubre tránsito, y que mientras no recibiera instrucciones 
del gobierno central de su nación, observaría la neutralidad, 
concediendo y negando lo mismo á todos los beligerantes. 

Hechos análogos al primer denuncio se siguieron repitiendo 
hasta que llegó á Panamá una lancha torpedo. 

El cónsul de Chile, invocando la neutralidad, pidió el embar- 
go de esa lancha, y el gobierno, para salvar su responsabilidad, 
pidió informe á una comisión de peritos para que resolvieran 
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é) Es absolutamente prohibido auxiliar con tropas á los beli- 
gerantes 7 consentir que sus buques se coloquen en las bahías, 
ensenadas ó golfos colombianos con el objeto de acechar las 
naves enemigas ó de enviarles sus botes á apresarlas. 

/) En caso de duda, los agentes del gobierno aplicarán de 
preferencia las estipulaciones vigentes en los tratados que ha 
celebrado la república y á falta de éstos, los principios de dere- 
cho internacional.» (39) 

En general, podemos decir que la declaración de neutralidad 
de Colombia está en todo conforme con los principios de de- 
recho. 

En cuanto al comercio de armas, el gobierno se pronunció en 
el sentido más favorable á los beligerantes, desde que prohibió 
á sus nacionales, el comercio directo de estos artículos, prohi- 
bición que no decretó ningún gobierno europeo en esta misma 
guerra. 

En el punto referente á la exportación de artículos para los 
beligerantes^ la declaración del gobierno de Colombia los di- 
vide en dos categorías. La primera, ó sea las de lícito comercio, 
Be reñere á las mercaderías en general, incluso los víveres, agua, 
sal, etc., las cuales no tienen más prohibición que no se desti- 
nen á puertos bloqueados ó que se entreguen en un puerto 
colombiano para abastecer buques beligerantes. La segunda 
eategoria prohibe el embarque de las mercaderías de ilícito 
comercio y en esta clasiñcación entran, sin duda, los artículos 
de contrabando, que son las armas, etc. 

De modo que los derechos de Chile estaban suficientemente 
salvaguardiados con esta disposición, desde que prohibiendo el 
embarque de armas para ambos beligerantes, cumplía fielmen- 
te la neutralidad. Desgraciadamente, el decreto de 26 de junio 
de 1879, no satisfizo al Gobierno de Chile porque permitía el 
tránsito por el istmo de todos los objetos de comercio, cual- 
quiera que fuera su naturaleza, y al efecto se invocaban en con- 
tra de esta disposición, los artículos 11, 12, 13, 14 y 18 del tra- 



(39) Véase Memoria de Relaciones Exteriores de Chile. 1880. 
7 
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La idea parecía aceptable bajo todo punto de vista, pero se 
euBcitaroD algunas dudas acerca de la verdadera ioterpratación 
de la regla segunda, que prohibía renovar 6 aumentar las pro- 
yidoneá militares. 

El gobierno inglés entendía esa regla en el sentido que pro- 
hibe el uso de los puertos y aguas del neutral para renovar ó 
aumentar las provisiones militares, sólo en el caso que las armas 
fueran destinadas á un buque corsario ó que hace la guerra, ó 
que se propusiera hacer el corso ó la guerra contra cualesquiera 
de los beligerantes, p«ro que no prohibíala ventade armas, etc., 
en el curso ordinario del comercio. 

En vista de estas diñcaltades el gobierno délos Estados Uni- 
dos propuso una agregación á la regla 2.,' que decía: «pero no 
se prohibe la venta pública de armas y otras provisiones mili- 
tares en el curso ordinario del comercio». 

Basta penetrarse bien de la redacción propuesta por los Es- 
tados Unidos para convencerse de la gravedad de semejante 
proposición. En efecto, esa frase parecía calculada para envol- 
ver á los gobiernos neutrales en serias dificultades con los beli- 
gerantes, porque no !iay lógica ni fundamento para exonerar 
de la responsabilidad en la venta pública y mantenerla en la 
venta oculta. Bien es sabido, que precisamente las ventas de 
armas se hacen con la reserva necesaria, porque proceder de 
otro modo es advertir al otro beligerante á ñn de que pueda 
tomar medidas para capturarlas. 

Por su parte, Alemania hizo saber que sólo aceptarla los 
principios de neutralidad propuestos siempre que se hicieran 
extensivos, «al tráfico de armas y demás municiones de gue- 
rra» (43). 

(42) Véase la pág. 187. 

(43) Heffter, noU de Geffcken N.° 6, § 148, pág. 3&8. Véase en la me- 
moria de Relocionea Exteriores, 1374, la interesante nota de Don Alberto 
Sleet Gana, Ministro de Chile en Francia, en qne da cuentade esta* nego- 
daciones. 



Habiendo fracazado laa Degociaciones, los gobiernos haa que- 
dado en libertad de tomar en cada guerra el camino que juz- 
guen conveniente seguir. 

lia agregación propuesta por Alemaoia consulta et interés 
de las naciones qne tienen grandes armamentos y viven preve- 
nidas para la guerra, porque impide qae las naciones débiles los 
adquieran durante la lucba. En cambio, la teoría de Inglaterra 
protege á las naciones débiles, que pueden adquirir toda clase 
de elementos durante la guerra y tiene la ventaja que exime 
de responaabilidad á los gobiernos neutrales, declinándola en 
los particulares que se exponen á perder sus artículos si bod 
sorprendidos por los beligerantes. Entre una y otra teoría, pue- 
den optar laa naciones y decimos entre una y otra porque con- 
sideramos que la teoría propuesta por loa Eístados Unidos no 
merecerla el apoyo de ninguna nación. 



Juzgamos de especial importancia el proyecto de declaraciÓQ 
de neutralidad aprobado en la sesión de La Haya del Instituto 
de Detecho Internacional en 1875. 

A nuestro juicio, esa declaracióa satisface las aspiraciones 
de todas las potencias, está redactado en conformidbd á los 
príncipios más conformes con ol derecho y en armonía con la 
práctica de las naciones. En el día, estas reglas sirven de base 
para las declaraciones de neutralidad de todos los países. 

A conünuacién trascribimos el texto de las disposiciones: 

«Abtíodlo pBtMBBo. El estado neutral que quiera perma- 
necer en paz y amistad con los estados beligerantes y gozar de 
los derechos de la neutralidad, tiene el deber de abstenerse do 
toda participación en la guerra, bajo forma de subsidios mili- 
tares en favor de uno ó de ambos beligerantes y de vigilar 
para que su territorio no sea empleado como punto de reunión 
ó de punto de partida para operaciones hostiles contra uno de 
los beligerantes ó contra todos. 

<Art. 2.° En consecuencia, el estado neutral no debe de 
ninguna manera poner á disposición de uno de los beligerantes 
los boques de guerra ó los trasportes militares, ó venderlos 
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con el objeto de facilitar las operaciones militares. El estado 
neutral tiene asimismo la obligación de vigilar para que otras 
personas no pongan buques de guerra á disposición de un be- 
ligerante en sus puertos ó en sus aguas jurisdiccionales. 

cAbt. 3.* Cuando un estado neutral, tiene conocimiento de 
una empresa ó de un acto de esta naturaleza, que sea incom- 
patible con su neutralidad, está obligado á tomar las medidas 
necesarias para impedirlas y á perseguir la responsabilidad de 
las personas que violan los deberes de la neutralidad. 

€ Abt. 4.^ El mismo estado neutral no debe permitir que uno 
de los beligerantes se sirva ^áe sus puertos ó de las aguas 
territoriales para las operaciones miUtares contta el enemigo, 
ni que los buques destinados á trasportes militares se sirvan de 
sus puertos ó.de sus aguas para renovar ó aumentar su arma- 
mento ó para enganchar su tripulación. 

€ Abt. 5.® El solo hecho de un acto de hostilidad, cometido en 
el territorio neutral, no es suficiente para hacer responsable al 
estado neutral. Para acusarlo de violación de sus deberes es 
preciso la prueba que ha procedido por dolo ó culpa. 

€ Art. 6.^ El beligerante que ha sufrido un perjuicio con mo- 
tivo de la violación de la neutralidad tiene el derecho, en casos 
graves y urgentes^ de considerar como terminada la neutrali- 
dad y tomar las armas contra el estado que ha faltado á su de- 
ber de neutral, pero se necesita que todavía dure la guerra. En 
casos menos graves y urgentes ó cuando la guerra ha termina- 
do, la cuestión debe ser sometida á la decisión de arbitros. 

< Art. 1.^ El tribunal arbitral determina ex-lono et aequo, la 
indemnización que debe pagar el estado neutral, por su res- 
ponsabilidad con el beligerante perjudicado por sí mismo ó por 
sus consecuencias». (44) 



(44) Bluntschly, obra citada, nota N.» 6, art 763. 
Annuaire de rimHtut de Droit International. 1877, pág. 139. 
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CAPITULO VI 



Derechos de los neutrales 

SUMARIO. — Nociones generales. — División de los deberes.— Inviola- 
bilidad del territorio neutral. — Mar territorial. — Diversas opi- 
niones sobre el limite del mar territorial. — Limites del mar 
territorial en conformidad á las leyes chilenas. — División del 
territorio de una nación en continental y maritimo. — Hostili- 
dades en las aguas neutrales. — Opinión de Bynkershoek. — Id^ 
de Ortolan y de otros tratadistas. — Derecho de asilo.— Los 
beligerantes deben abstenerse de cometer hostilidades en 
los puertos neutrales. — Derecho del gobierno neutral para 
exigir la reparación de la ofensa. — Resumen. — En la práctica 
se ha violado repetidas veces el principio de la inviolabilidad 
del territorio. — Casos prácticos. — Captura de la Venganza y 
Emptrador Atqandro en Guayaquil en 1822. — Captura de una 
lancha-torpedo en aguas colombianas en 1879. — Captura del 
Itata en 1891. — Libertad del comercio de los neutrales. — ^¿La 
carga enemiga es confiscable bajo pabellón neutral? — ¿La 
carga neutral es confiscable bajo pabellón enemigo. — Opinio- 
nes de los publicistas. — Estudio de la práctica seguida por las 
naciones. — Reglas del Consulado del Mar, — Tratados celebra- 
dos en el siglo XVII. — Id. en el siglo XVIII. — Principio del 
pabellón.— Práctica seguida por Inglaterra. — Neutralidad ar- 
mada de 1780. — Diversas convenciones celebradas hasta 1807. 
—Principios vigentes hasta la guerra de Oriente. —Principios 
acordados en el Congreso de Paris de 1856. — Examen de las 
disposiciones de los tratados celebrados por Chile con otras 
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naciones.— Las naciones que reconocen el principio del pabe- 
llón, no lo observan sino con aquellas que lo aceptan. — Opi- 
nión de don Andrés Bello. — Cláusula de los traudos. — Ins- 
trucciones i la escuadra cbilena en iSiSy i8 19.— Confiscación 
de diversos artículos i bordo de la Gazzel. — Principios obser- 
vados por Chile en las campaDas de i8}6-}8. — Id. en las gue- 
rras de 1865 y 1879.— Conclusión. 

Eq el capitulo anteiior hemos viato las obligactoneB de los 
gobiernos neutrales para con los beligerantes. 

En cuanto á los derechos, serla natural suponer qUe la gue- 
rra no era un obstáculo para el ejercicio de aquellos que las 
naciones en virtud de su soberanía tienen durante la paz. 

En el hecho, el estado de paz y el de neutralidad son dos 
cosas diatiotas, dando por sentado que la neutralidad supone 
siempre la existencia de una guerra y como hemos aceptado 
que los beligerantes tienen el derecho de exigir de loa neutra- 
les la absieDción de todo acto que pueda favorecer á uno en 
perjuicio del otro, es natural que con estas obligaciones, los de- 
rechos de loa neutrales sufren algunas limitaciones. (1) 

Ha sido bastante difícil ñjar el límite exacto entre el 
ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obliga- 
ciones, debido á la inñueiicia y correlación que hay entre unos y 
otros (2), pero á pesar de este inconveniente, la mayor parte de 
los publicistas han clasificado los derechos en trea grupos prin- 
cipales, y son: 1.° La inviolabilidad del territorio. 2.*^ El dere- 
cho de asilo. 3.* La libertad del comercio. 

Es un principio de derecho, reconocido por loa autores y 
aceptado por la práctica de laa naciones que el territorio de 
una nación es inviolable y que esta inviolabilidad subsiate du- 
rante la guerra, lin que ninguna otra pueda invadirlo, ni eje- 
cutar en él ningún acto hostil, sin cometer una ilegalidad que 
da derecho á la nación ofendida para reclamar por todos los 
medios conocidos, de la ofensa cometida. 

La soberanía de una nación no sólo comprende las poaesto- 



(1) Fiore, obra citada, tomo III, pág. 468. 
<2) Bonflls, id. id. § 1482. 



la persecución de un eaemigo enaguas terntoriales, no se viola 
ningún derecho (8), pero esta teoría ha sido condenada por 
muchos pubhcistas que estiman que no hay razón alguna que 
la juati&que, desde que todo acto hostil^cometido en el territo- 
rio neutral, constituye una violación que no puede teuer ate- 
Duaciones. 

Ortolan pide excusas por los actos que puedea cometerse ea 
esas aguas, y comentando el caso en que dos buques enemigos 



(7) Articulo 3,? de las instroccioDes á la escuadra en'Ia gaerra con £»• 
paña, 26 de septiembre de 1865. Articulo &." de las instrucciones á la 
escuadra en la guerra del Pacífico, 17 de diciembre de*1880 

(8) Cita de Fiore, obra citada, tomo III, pág. 470. 



nentral en la contienda y de estos deberes ya uos hemos ocu- 
pado en el capitulo anterior. (11) 
Por eu parte, los beligerantes están obligados á abstenerse 



(9} Ortolan, obra citada, tomo il, cap. VIII, pág. 287. 

(10) Blantíichly, obrii citada, artículo 784. 

(11) Ed el capítulo anterior hemos visto la conducta qae deben s^nir 
toe gobiernos nentrales para con los baqnee beligerantee que llegan í ana 
paertoe. 

Últimamente en la eeaión del Instituto de Derecho Internacional qne 
tuvo lugar eu 1.a Haya en Agosto de 1898, se aprobó un proyecto sobre 
esta materia j creemos de interés dar Á conocer algunos de esos artícu- 
los, porque importan en el fondo una reforma á la práctica segnida basta 
boy por las naciones. 

8egúa eae proyecto, el aailo & los baques de guerra, sólo se concede: 
Ifi En caso de derrota, enfermedad 6 falta de tripulación. 2.» Mal tiem- 
po. 3.0 Falta de agua, carbón ó víveres. 4.° Necesidad de repara: 
dones. 

En seguida establece que cuando nn buque beligerante se refugia en 
nn puerto neutral, siendo perseguido por el enemigo ó después de haber 



de cometer hostilidades mientras dure su permanencia en los 
puertos neutrales, porque todo acto de esta naturaleza seria 
contrarío Á los priucipios de la inviolabilidad de la soberanía 
territorial. 

CoQ ese objeto, los gobiernos neutrales toman todas las me- 
didas condacentos á este fin y si do obstante las medidas toma- 
das, loa beligerantes inician las hostilidades en el puerto, el 
gobierno neutral puede racurñr á la fuerza para hacer respetar 
sus derechos. Además, el gobierno beligeranto está obligado 
á dar satisfacciones en la forma acostumbrada por los usos in- 
ternacionales, que consisten en el cambio de notas enbreambas 
cancillerías 6 en el saludo de la bandera de la nación ofendida. 

Estas satisfacciones no son suficientes tratándose de las pre- 
sas que hayan hecho los beligerantes en el territorio neutral, 
porque en estos casos, el gobierno neutral tiene derecho para 
exigir la devolución de la presa. (13) 

Si las presas han sido hechas en los mares territoriales neu- 
trales y son conducidas al país á que pertenece el captor, el 
gobierno neutral debe iniciar las gestiones necesarias para la 
reparación de la ofensa y para la devolución de la presa á sus 
primitivos dueños. Si por el contrario, esas presas han sido he- 
chas en un puerto neutral á la vista ^de las autoridades 6 de los 
buques de guerra' del país, el gobierno tiene derecho de apo- 
derarse allí mismo del buque apresado y devolverlo á sus due- 
ños. (13) 



BÍdo derrotado ó por falta de tripuladóa oeceaoria para navegar, deberá 
permanecer en eee puerto hasta el ñn de la guerra. De la misma manera 
deberá proceder cuando transporte enfennoa ó heridos j que deepaéa de 
haberlos desembarcado, qneden en estado de combatir. 

Los enfermos ó heridos que bajan sido curados ó socorridos deberán 
eer internados á menos qae se reconozca que están impoBibilitadoa para 
el serricio. 

Las demás disposiciones no tienen gran diferencia con la práctica se- 
gnída hasta ahora. 

(Véase £. de I>roit Int. Public. 1898, pág. 8i6.) 

(12) Btnotachly, obra citada, pág. 786. 

(13) BonfllB, id. id. § 1485. 
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En UDO y otro caso, el gobierno no entra á examinar la legi- 
timidad de la prei^a, únicamente se limita á hacer cesar los 
efectos de un acto de hostilidad cometido en su territorio, res- 
tituyendo las cosas al estado anterior y por esto mismo, ese 
gobierno no se hace dueño de la presa sino que la restituye á 
su primitivo duefio. 

Besumiendo las ideas expuestas anteriormente podemos lie* 
gar á la conclusión que, los gobiernos neutrales conservan ín- 
tegros los derechos de soberanía sobre su territorio y aguas 
jurisdiccionales y que como consecuencia de este principio, 
ios beligerantes tienen el deber de abstenerse de ejecutar acto 
alguno de hostilidad en los mares territoriales y en los puertos 
en que se les haya permitido la entrada. 



En la práctica, no han sido siempre observados los princi- 
pios expuestos y se citan numerosos ejemplos de violación de 
ios derechos de los neutrales. (14) 

El año 1864 se encontraron en el puerto de Bahía, dos bu- 
ques pertenecientes á los beligerantes de Norte- América. No 
obstante de las medidas tomadas por el gobierno del Brasil, el 
crucero federalista Wachusset se apoderó del buque confedera- 
do Florida. 

En presencia de este atentado contra la soberanía del Brasil 
las autoridades locales no tomaron medida alguna para repeler 
ia ofensa, á pesar que en ese momento se hallaban en el puer- 
to algunas naves de guerra y todavía permitieron que el buque 
captor saliera del puerto llevándose la presa. (15) 

En nuestro país, tenemos también algunos ejemplos de vio- 
lación de la soberanía territorial. 



(14) Véanse casos prácticos, citados por Calvo, obra citada, tomo IV| 
págs. 354 y signientes. 

Id. Ortolan, obra citada, tomo II, capítulo VIH, pág. 316. 

(15) Véanse los detalles de esta captura en Mozo, obra citada, pág. 476« 



que se tioío la aouerania del Uicuaaor, apresando ana nave en 
eos aguas territoriales; pero nos eztrafia, que el gobierno ofen- 
dido hubiera dejado pasar cídco afios sin protestar del aquel 
acto. 

Á ta fecha de la reclamación, la lancha habla sido destruida 
y el Comandante Thompaou había fallecido. Estas circunstan- 
cias eran un gravisimo inconveniente para que el gobierno 
obtuviera loa detalles necesarios sobre la manera como se ha- 
bla llevado á cabo el apresamiento y este fué el motivo por 
qaé se convino en terminar el reclamo por medio de un proto- 
colo firmado entre ambos gobiernos el 12 de mayo de 1886, 
por el cual, Chile «lamentaba la violación de las aguas ecuato- 
rianas, tanto más que al ejecutarlo no hubo ánimo de ofensa, 
ni cabía que lo hubiera dentro de las elevadas miras y cordiales 
sentimientos que caracterizan las buenas relaciones entre am- 
bos países* y por su parte, el Ecuador se consideraba satisfe- 
cho con las declaraciones de nuestro gobierno. 

Sin la coincidencia de la destrucción de la lancha y de la 
muert« del comandante Thompson, el gobierno ecuatoriano ha- 
bría tenido el más perfecto derecho para exigir la devolución 
de la lancha. 



Anteriormente hemos mencionado el asunto del Itaia, que 
preocupó tanto la atención pública en la guerra civil de 1891. 

Como se sabe, este buque abandonó la bahía de San Diego, 
donde estaba retenido á pedido de los agentes de Chile, sin 
esperar los pasaportes correspondientes. Con este motivo el 
gobierno de los Estados Unidos, ordenó que salieran algunos 
cruceros en su persecución y lo capturaran en alta mar, para 
conducirlo nuevamente á San Diego. 

£1 almirante Me Cann, jefe de las fuerzas americanas en el 
Pacifico, llegó á Iquique é bizo presenteal gobierno provisorio 
de la revolución, que el Ilata habia violado las leyes de neu- 
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Aunque en el caso del Itata no se trata precisamente de una 
violación del territorio neutral por un beligerante, porque el 
gobierno yankee no estaba en guerra con otra nación, sin em- 
bargo, se pretendía apresar un buque perteneciente á los revo- 
lucionarios de un país no reconocidos como beligerantes, por 
haber violado los reglamentos municipales y las leyes de neu- 
tralidad del país. 

Hemos creido conveniente hacer mención de este incidente 
porque la persecución del Itata en aguas territoriales de Chile, 
la exigencia del jefe de la escuadra americana para que le fue- 
ra entregado y la amenaza de capturarlo por la fuerza, consti- 
tuye indirectamente la violación de la soberanía del país, si 
bien es cierto, motivadas por otras causas, {>ero que no se jus- 
tifican ante los principios del derecho internacional. 



La libertad de continuar las relaciones comerciales es otro 
de los derechos de los neutrales. 

En tiempo de paz, las naciones pueden comerciar libremente 
sin sujeción alguna, pero en tiempo de guerra, esa libertad 
Hufre algunas restricciones provenientes del choque que resulta 
de dos principios igualmente aceptados en la guerra; del dere- 
cho de los beligerantes de capturar la propiedad enemiga y del 
derecho de los neutrales de continuar las relaciones comercia- 
les con los beligerantes. 

Por lo tanto, es necesario saber si el derecho de los beligeran- 
tes se extiende á todas las mercaderías que trasporta el buque 
enemigo y por la inversa, si el derecho de los neutrales se ex- 
tiende á trasportar libremente las mercaderías enemigas ó lo 
que es lo mismo, determinar la relación que existe entre el 
buque y la carga. Nadie ignora que esta ha sido una de las 
cuestiones mas debatidas del derecho internacional y aunque 
en el día estos puntos no presentan dificultad porque ya han 
sido resueltos en el tratado de París, creemos de todos modos 
conveniente dar á conocer las opiniones de los publicistas, las 
8 
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doria ó lo que es lo mismo, que la carga toma la nacionalidad 
del buque en que navega y por consiguiente siendo el buque 
enemigo, la carga debe serlo también. (18) 

Valin, es de opinión que debe confiscarse la mercadería del 
neutral embarcada en buque enemigo, fundado en que éste al 
embarcarla, se somete á la suerte del buque (19). 

Otros autores sostienen que siendo uno de los ñnes de la 
guerra perjudicar al enemigo, no encuentran otro medio más 
favorable que paralizar su comercio. Si se reconoce el derecha 
de capturar las propiedades neutrales en los buques beligeran- 
tes, aquéllos no las embarcarán en éstos y así se obtendrá la 
ruina del comercio enemigo. 

Por más aceptables que parezcan las razones [expuestas, son 
preferibles las alegadas en favor de la inviolabilidad. Desde 
luego, si las leyes de la guerra autorizan la captura de los 
buques enemigos, ésta no debe extenderse á los efectos que 
los neutrales hayan embarcado en ellos, porque la única 
limitación racional que debe sufrir el comercio neutral es no 
procurar elementos de contrabando de guerra á los beligeran- 
tes y mientras no cometan esta falta, conservan intactos sus 
derechos que tenían durante la paz. 

Los partidarios de esta teoría no han hecho sino seguir á 
Bynckershoek, uno de los tratadistas más notables del siglo pa- 
sado. Ciertamente^ dice ese autor: cun derecho de esta natura- 
leza no puede sostenerse sino por la razón; ¿por qué no me se- 
ría permitido hacer uso del buque de mi amigo para trasportar 
mis mercaderías, aunque sea tu enemigo? Sí los tratados no se 
oponen, me es permitido hacer el comercio con tu enemigo, y 
si esto es lícito, yo puedo celebrar con él toda clase de contra- 
tos, comprar, vender, dar, tomar prestamos, etc. Por consiguien- 
te, si he tomado á flete su buque y comprometido su trabajo pa- 
ra trasportar mis mercaderías más allá de los mares, he practi- 
cado un acto permitido por el derecho. 



(18) Elementos de Derecho Internacional Marítimo, por M, Bosse. Tra- 
dacción de Antonio Marazzi. Valparaiao, 1889, pág. 64. 

(19) Cita de Negrin, obra citada, pág. 187. 
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tada en su verdadero sentido, sino tratándose de los buques de 
guerra, porque ellos son los únicos que representan la autori- 
dad del Estado. (22) 

Otro argumento muy repetido en favor de la inviolabilidad 
consiste en que el neutral á pesar de la existencia de una gue- 
rra en la cual no toma parte, conserva la integridad de sus de- 
rechos y por lo tanto, si se impide que trasporte las merca- 
dería de un amigo, se viola uno de sus legítimos derechos. En 
todo caso, es una práctica ilícita que no puede ser justificada 
con la utilidad que reporta á los beligerantes. 

Tal es la síntesis de los argumentos alegados en favor de la 
inviolabilidad del pabellón neutral, teoría que cuenta con el 
apoyo de Bluntschly, Qessner, Heffter, Kltiber, Fiore, Cauchy, 
Desjardins y Hauttefeuille. (23) 

Los partidarios de la teoría opuesta sostienen que, siendo ne- 
cesario para el ñn de la guerra, la captura de la propiedad ene- 
miga, poco importa el lugar en que se encuentre. 
í El captor, dice Rosse, «persiguiendo el ñn de causar á la na- 
ción propietaria de la carga un perjuicio que la obligue á ceder, 
obtendrá mejor este resultado embargando la mercadería ene- 
miga en buque neutral». (24) 

Se hace valer que el ejercicio de esta medida no viola en 
nada los derechos de la neutralidad, porque desde que se re- 
conoció el principio de la captura de las propiedades enemigas, 
las naciones concillaron el modo de ejercitarlo, sin menoscabar 
los derechos de los neutrales. Consecuencia de esto, es la visita 
y registro, práctica aceptada por las naciones y cuyo ejercicio 
correcto, en nada ataca á la neutralidad. 

La doctrina de los autores ingleses, la fundan en que, «los 
neutrales que se encargan de trasportar mercaderías de uno 
de los beligerantes no realizan el comercio por su propia cuen- 
ta, sino por la del beligerante. Según esto, un beligerante 



(22) Bello, obra citada, pág. 296. 
Ortalan. obra citada, tomo II. pág. 39. 

(23) Bonfíls. obra citada, § 1529, pág. 817. 

(24) Obra citada, pág. 57. 
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procedimiento uniforme y, antes por el contrario, en muchas 
ocasiones las disposiciones internas estuvieron en contraposi- 
ción con los tratados. 

Están acordes los publicistas en que el código marítimo más 
importante de la antigüedad es el Consulado del Mar, libro 
que apareció allá por el siglo XIII y cuyas disposiciones estu- 
vieron vigentes más de dos siglos. Sin entrar á estudiar en de- 
talle los numerosos artículos de este código, nos limitaremos 
Á enunciar los principios establecidos que son los siguientes: 
La mercadería enemiga es confiscable en buque neutral; la 
mercadería neutral no es confiscable ni aún en buque ene- 
migo. (27) 

La libertad del comercio de los neutrales no ha sido re- 
conocido uniformemente por las naciones, y así se ve que 
basta el siglo XVII ningún país observó reglas fijas sobre la 
materia limitándose á exponer en el comienzo de toda gue- 
rra, la conducta que creían conveniente seguir durante la 
contienda. 

Á partir de esa época, el derecho convencional tomó gran 
desarrollo en Europa y para conocer los principios dominantes 
nos basta estudiar la práctica seguida por Francia é Inglaterra, 
las dos naciones que marcaban el rumbo á las relaciones polí- 
ticas del continente. 

Francia celebró numerosos tratados en que aseguraba por 
completo la libertad del comercio de los neutrales, aceptando 
el principio que el pabellón cubre la mercadería y comprendi- 
do en la máxima, «buques libres, mercaderías libres». 

En cambio, en varias ordenanzas de marina que se promul- 
garon en ese siglo, se incorporaron los principios del Consula- 
do del Mar y en otras se llegó á autorizar la confiscación del 
buque neutral que condujera mercaderías enemigas. (Orde- 
nanza de 1681) 

En la conducta de Inglaterra se nota cierta vaguedad en sus 
disposiciones ó mejor dicho, poca uinformidad en su proceder, 



(27) Véase Ortolan, obra citada, tomo II, capítulo V, pág. 96. 
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I según íuera neutral ó bel¡gerante.AaÍ basta el siglo XVII aceptó 

los principios del CoDsnIado; en seguida el de «buque libre, mer- 
cadería libre*, que fué el principio domiuante de aquella época 
i y por último, con ocasión de la guerra que en 1669 sostuvo 

con Francia, reaccionó contra los principios expuestos, cam- 
biándolos por otros que negaban en absoluto el derecho de 
t comerciar de los neutrales y amenii/.tiba con capturar estos 

> buques aunque fueran cargados de artículos que les pertene- 

cieran. 
i Ea el siglo XVIII, los principales tratados son loa de 

Utrecht, de Aix-La-Cbapelle y de París y en todos ellos se es 
' típuló el principio del pabellón, ea decir, <buque libre, merca- 

dería libre; buque enemigo, mercadería enemiga», pero esos 
I tratados solemnes, reconocidos y aceptados por todas las na- 

' clones, fueron letra muerta en la práctica. E^as mismas nacio- 

f Des no los respetaron en las guerras en que se vieron empeOa- 

f das en aquella época, volviendo á implantar de nuevo las 

■ teorías menos respetuosas de siglos anteriores. 

Cuando sobrevino la guerra de la independencia de Norte 
América, Inglaterra declaró que no respetaría la propiedad 
enemiga á bordo de los buques' neatrelea; pretendía, pot lo 
tanto, observar la misma conducta que en sus guerras con 
otras naciones europeas. 

Un obstáculo poderoso se presentó á la realización de sus 
planes. Ia emperatriz Catalina II de Rusia, proclamó la inmu- 
nidad de los derechos de los neutrales, á to que accedió Dina- 
marca, Saecia, Prusia, Austria y las dos Sicillas, y con el objeto 
de hacerlas respetar firmaron la convención de Copenhague de 
1780, conocida con el nombre de neutralidad armada, porque 
las naciones signatarias se comprometieron á equipar el núme- 
ro de buques necesarios para hacer el respeto más e&caz. 

Las principales disposiciones de esta convención reconocen 
el derecho de los buques neutrales para navegar de puerto en 
puerto en las costas de las naciones en guerra y aseguran el 
respeto de las mercaderías neutrales embarcadas en los buques 
beligerantes, con excepción del contrabando de guerra. 
Francia y Espafia se adhirieron sin reservas; los Estados 
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Unidos lo hicieron también, pero añadiendo el otro principio 
correlativo, es decir, cel buque enemigo, hace la carga ene- 
miga. > 

Se habrá notado que la iniciativa de Rusia, no alcanzó á 
proponer medida alguna que se refiriera á la suerte de la mer- 
cadería neutral embarcada en buque enemigo. Este silencio se 
explica de diversos modos. Unos estiman que los usos y la 
costumbre habían autorizado la confiscación de la mercadería 
neutral en buque enemigo, como una concesión hecha á los be- 
ligerantes por la inmunidad de las mercaderías enemigas en 
los buques neutrales. Otros creen que con este silencio se per- 
siguía el interés dé los neutrales, asegurándoles el monopolio 
del comercio; porque no respetándose sus propiedades en los 
buques beligerantes, se abstendrían de embarcarlas en ellos. 
E^ste motivo es más plausible que aquel y tiende á causar ma- 
yores perjuicios á los beligerantes. 

£n resumen, la proposición de Rusia obtuvo amplia acogida 
de todas las naciones, excepto de Inglaterra que la rechazó ter- 
minantemente. 

Afios mas tarde, la misma emperatriz de Rusia, que había 
contribuido á hacer respetar los derechos de los neutrales, se 
unió á Inglaterra que estaba en guerra con Francia (1793) para 
proclamar el principio contrario. Su sucesor en el trono, com- 
prendió la enormidad de un proceder semejante, cuyos resul- 
tados se palpaban con los abusos que cometían, resolvió des- 
ligarse, y al efecto firmó en 1800 una convención con los 
gobiernos de Prusia, Dinamarca y Suecia, en la cual se renovó 
la neutralidad armada de 1780. 

Inglaterra respondió con una declaración de guerra. La 
muerte del emperador y otros sucesos políticos, dieron por re- 
sultado que Rusia volviera á firmar en 1801 un tratado con su 
enemiga, aceptando que «el pabellón neutral no cubre la mer- 
cadería enemiga», y las demás naciones se vieron obligadas á 
seguirla. 

En 1807, Rusia notificó á Inglaterra que la convención de 
1801 quedaba anulada, y aunque este país permaneció firme 
en su primera resolución, Rusia logró su objeto, porque en 
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La importancia de esta resolución es demasiado conocida 
para qae insistamos en ella, pero no está demás observar que 
la negativa de algunas naciones á adherirse á los acuerdos to- 
mados en ese Congreso, no fué porque se negaran á conceder 
la libertad^ del comercio de los neutrales. Por el contrario^ se 
desprende del texto de las negociaciones con los Estados Uní- 
dos, España, etc., que esos países no prestaron su adhesión 
porque no estaban de acuerdo acerca de la abolición del corso, 
y aunque hay tratadistas que se extienden en largas disertado- 
lyds para probar que esas naciones observarán el principio del 
pabellón ó el del consulado del mar, podemos afirmar con una 
prueba incontrovertible que eso no sucederá, porque con oca- 
sión de la reciente guerra hispano-americana, las dos naciones 
en sus respectivos manifiestos, declararon (y así lo hicieron) que 
observarían los principios acordados sobre esta materia en la 
declaración de París. 

De modo que podemos decir que esa regla convencional, es 
hoy día un principio de derecho, universalmente reconocido y 
al mismo tiempo, la regla más racional, desde que asegura la 
libertad del comercio de los neutrales, siempre que no se violen 
los derechos de los beligerantes. 



Un examen de las estipulaciones contenidas en los tratados 
celebrados por Chile y de las instrucciones impartidas á la es- 
cuadra en las diversas guerras, nos bastará para conocer los 
principios reconocidos por nuestro país. 

En los diversos tratados celebrados entre Chile y las demás 
naciones notamos falta de uniformidad en sus disposiciones. 

Así. por ejemplo: en los tratados celebrados con Estados Uni' 
dos en 1832, con Nueva Qrauada en 1844, con Francia en 1846 
y^con Arjentina en 1855» se ha estipulado que el pabellón neu- 
tral cubre la mercadería enemiga, á excepción del contrabando 
de guerra y que el pabellón enemigo hace la carga enemiga. 
En una palabra, se ha seguido el principio del pabellón. 

En estos tratados se exceptúan de la disposición anterior 



aquellas mercaderías qae hnbieBen sido puestas á bordo de loa 
buques antes de la declaración de guerra y aún despuás si liu- 
bieaen sido embarcadas bíd tener noticias de ella. 

Por el contrarío, en los tratados celebrados con el Perú en 
1835, con Italia en 1856 y con Bélgica en 1858 se establecen 
príncipios idánticoa á los del tratado de París. 

En los tratados celebrados con Méjico, Inglaterra y Alema- 
nia no se bace mención alguna. 

La &lta de uniformidad que se nota en los tratados de Cbile, 
era común á todas las naciones y esto daba lugar á serias di- 
ficultades, porque en la práctica podía presentarse el caso en 
que un beligerante se viera ^obligado á observar principios 
diferentes. 

Asi por ejemplo: ¿qué conducta observará una nación que 
reconoce el principio del pabellón, con las propiedades de otra 
que no lo reconoce? 

Supongamos, dice don Andrés Bello, «que la Gran Bretaña 
se hallase en guerra con los Estados Unidos. Como la Gran 
Bretafia conñscará las propiedades hostiles bajo bandera neu- 
tral, serla necesario que los Estados Unidos hicieran le mismo 
por su parte; de otro modo darían ventaja á su enein¡go>. (29) 

Por este motivo, en todos los tratados en que se reconocía el 
principio del pabellón, se hacía mención de la cláusula siguien- 
te: cQueda expresamente acordado que las estipulaciones con- 
tenidas en el presente artículo, declarando que el pabellón 
cubre la propiedad, se entenderán aplicables solamente á 
aquellas potencias que reconocen este principio; pero sí alguna 
de las partes contratantes estuviere en guerra con una tercera 
potencia y la otra permaneciera neutral, la bandera neutral cu- 
brirá la propiedad de los enemigos, cuyos gobiernos reconoz- 
can este principio y no de otros». (30) 

Estas cláusulas han perdido su importancia porque no hay 



(29) Obra citada, pág. 302. 

(80) RecopilaciÓQ BucaOán Montee, tomo I.— Tratado de Cbile con 
Estados ünidOB, art. 12, pág. 36. 
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temor que en el día se susciten las dificultades anotadas ante- 
riormente desde que á partir de 1856, todos los tratados cele- 
brados por las naciones sancionan j[los principios acordados en 
el tratado de París. 



El artículo 12 de las instrucciones impartidas al almirante 
Blanco Encalada el 3 de Octubre de 1818, dice lo siguiente: 
«Todo buque de comercio que haga rumbo á las Costas de 
Chile ó á cualquiera de las del noroeste de América y se le en- 
centrase á bordo, armas, municiones ó propiedades españolas, 
será detenido y dirigido á Valparaíso para su inspección y 
resolución suprema, con indicación de las novedades que se 
hubieren notado y causaren su envío.» Una disposición análo- 
ga encontramos en las instrucciones dadas á Lord Cochrane.(31) 

De las disposiciones citadas no puede deducirse á primera 

■ 

vista cuál era el principio adoptado por nuestro gobierno. En 
efecto, al ordenar que los buques fueran remitidos á Valpa- 
raíso, no se sabe si era con el objeto de confiscar las mercado- 
rías enemigas embarcadas á bordo del buque neutral para 
dejarlo en seguida en libertad,' ó si con el objeto de capturar 
el buque mismo por el hecho de trasportar efectos del enemigo. 

No hemos podido encontrar ningún documento, ni antece- 
dente que nos aclare esta duda, ni tenemos noticias que se haya 
capturado algún buque en estas condiciones, pero nos inclina- 
mos á creer que estas disposiciones eran conformes al princi - 
picio del consulado del mar, es decir, que autorizaban la cap- 
tura de la mercadería- enemiga bajo pabellón neutral » 

En efecto, el 10 de Abril de 1819, Lord Cochrane visitó en 
el puerto de Guambacho al bergantín francés Gazzel y á bor- 
do se encontró veinte cajones de pesos fuertes que se suponían 
pertenecer á subditos enemigos. En un principio, el capitán del 
buque se resistió á dar el nombre del dueño de ese dinero, 
pero al fin tuvo que confesar que pertenecían á los agentes de 
la compañía de Filipinas, formada por ciudadanos españoles . 

(31) Articulo 14 de las instrucciones de 7 de enero de 1819. 
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Hemos visto en los capítulos anteriores que la neutralidad 
impone á los pueblos neutrales la obligación de abstenerse de 
toda participación en la contienda. 

Asimismo hemos visto que éstos pueden continuar sus rela- 
ciones comerciales con los beligerantes, pero esta libertad no 
es absoluta, porque sufre una justa restricción, que se des- 
prende de la idea misma de la neutralidad, desde que no po- 
dría observarla el neutral que trasportara al enemigo todos 
aquellos elementos que le fueran necesarios para la guerra. 

Desde tiempo inmemorial, los gobiernos neutrales prohiben 
á sus nacionales trasportar esta clase de artículos á los beli- 
gerantes y cuando á pesar de la prohibición, lo realizan, reco- 
nocen á los beligerantes el derecho de impedir que lleguen á 
poder del enemigo, apoderándose de ellos. Por consiguiente, 
lo que constituye el contrabando de guerra ea el trasporte á 
los beligerantes de todos aquellos articalos que sirven espe- 
cialmente para los usos de la guerra. , 



¿Cuáles son los artioulos comprendidos en esta definición? 

No se ha podido llegar á un acuerdo para determinarlos y 
esta ha sido la causa por que la» naciones han abusado muy á 
menudo, incluyendo entre los artículos de contrabando, espe- 
cies de uso inocente. 

Creemos conveniente, para facilitar el estudio de esta mate- 
ria, dar á conocer las opiniones de los autores, los tratados y 
la práctica seguida por las naciones, y con estos tres antece- 
dentes, podremos apreciar el desarrollo de esta cuestión, teórica, 
convencional y prácticamente. 

Entre los fundadores de esta ciencia, citaretíios la opinión 
de Grocio, que divide los artículos de comercio en tres catego- 
rías, y son: 1.® Los artículos que sólo sirven para la guerra. 
2<* Aquellos que no tienen aplicación en ella. S.^ Los de natu- 
raleza mixta, es decir, que son útiles tanto en la guerra como 
en la paz. 

Las dos primeras categorías no admiten discusión; todos 
9 
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están acordes en considerar á los primeros como artículos de 
contrabando y á los segundos, como de licito comercio. En 
cambio, los artículos de naturaleza mixta^ en cuya nomencla- 
tura entra el dinero, las provisiones, aparejos, etc., etc., hay 
disconformidad de opiniones y según el mismo Grodo, es ne- 
cesario tomar en cuenta el estado de guerra, cpues si yo no 
puedo defenderme, dice este publicista, sin apoderarme de los 
objetos de esa naturaleza que se le envían á mi enemigo, la 
necesidad me da entonces el derecho para hacerlo, imponién- 
dome la obligación de restituirlas, á no ser que concurran cir- 
cunstancias especiales que hagan procedente la conducta ex- 
puesta. Semejante conducta no será conducente, si el neutral 
no es ignorante del dafío que causa con su tráfico.» (1) 

Bynkershoeck rechaza la clasificación de Grocio y después de 
exponer los fundamentos de su opinión, llega á la conclusión 
que sólo las armas y las municiones entran en el número de 
los artículos de contrabando, no estimando como ilícito el 
trasporte de las materias que sirven para la confección de ar- 
tículos prohibidos. (2) 

El publicista Teteus, admite una distinción en el contraban- 
do: llama absoluto ó de primer orden á todos los objetos que 
se emplean exclusivamente en los armamentos y equipos, y 
de segundo orden á todas las materias brutas que pueden con- 
vertirse en instrumentos aplicables á la guerra, en virtud de 
alguna preparación, tales como el azufre, el salitre, etc. (3) 

Esta última clasificación, tiene el inconveniente que la lista 
de artículos de contrabando, puede ser aumentada sin deficultad, 
porque cada una de las materias, con más ó menos preparación, 
pueden ser convertidas en elementos bélicos, bien es cierto, que 
hay necesidad de tomar en cuenta algunas circunstancias, como 
tendremos ocasión de ver más adelante. 

Otros publicistas han seguido la clasificación hecha por 
Tetens, pero limitando el derecho de los beligerantes á impedir 
que lleguen á manos del enemigo. 

(1) Wheaton, obra citada^ tomo II, pág;. 166. 

(2) Calvo» obra citada, tomo V, pág. 4. 

(3) Oita de Arias, obra citada, pág. 255. 
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Hautefeuille, considera como artículos de contrabando á 
las armas y municiones de guerra, actualmente fabricadas 
y destinadas al efecto, sin sufrir ninguna transformación y 
que sean empleadas únicamente en los usos de la guerra. (4) 

En medio de todas estas divergencias de opiniones, Orto- 
lan (5) partiendo de la base, que debe respetarse el principio de 
la libertad del comercio de los neutrales sin sufrir otras restric- 
ciones que aquellas que son una consecuencia del estado de 
guerra, establece que, los únicos artículos que pueden consti- 
tuir el contrabando de guerra, son: Ins armas, instrumentos de 
guerra y municiones de cualquiera clase aplicables directa y 
exclusivamente al servicio de aquéllas. 

Ortolan no admite que se reputen como tales las materias 
primas apHcables á la industria, aún cuando puedan servir 
para la confección de las armas, salvo el caso que alguno de 
estos artículos formen en realidad una especie de contrabando 
disfrazado. 

Entre los autores alemanes, Bluntschly considera como con- 
trabando, los objetos llevados á uno de los beligerantes con el 
fin de facilitar las operaciones militares y por lo tanto, que 
puedan servir para hacer la guerra. (6) 

Esta definición, no resuelve la cuestión principal porque no 
enumerando cuáles son los artículos que sirven para ese objeto, 
habrá que examinar en cada caso particular, si han sido tras 
portados con un fin hostil, para según eso, confiscarlos ó nó. 

Con el objeto de uniformar esta diversidad de apreciaciones, 
en la sesión de Zurich del Instituto de Derecho Internacional, 
se emitió la siguiente proposición: «Estarán sujetos á confisca- 
ción los objetos destinados á la guerra ó susceptibles de ser 
empleados inmediatamente. Con este objeto los Gobiernos be- 
ligerantes deberán determinar en cada guerra, los objetos que 
tendrán por tales». (7) 



(4) Drait et Decoirs de neutres^ tomo II, pág. 190. 

(5) Obra citada, tomo II, pág. 189. 

(6) Obra citada, art. 802. 

(7) Awnuaire de Vlnetitui de Drait International. 1878. 
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están acordes en considerar á los primeros como artículos de 
contrabando y á los segundos, como de licito comercio. En 
cambio, los artículos de naturaleza mixta^ en cuya nomencla- 
tura entra el dinero, las provisiones, aparejos, etc., etc., hay 
disconformidad de opiniones y según el mismo Grocio, es ne- 
cesario tomar en cuenta el estado de guerra, cpues si yo no 
puedo defenderme, dice este publicista, sin apoderarme de los 
objetos de esa naturaleza que se le envían á mi enemigo, la 
necesidad me da entonces el derecho para hacerlo, imponién- 
dome la obligación de restituirlas, á no ser que concurran cir- 
cunstancias especiales que hagan procedente la conducta ex- 
puesta. Semejante conducta no será conducente, si el neutral 
no es ignorante del dafio que causa con su tranco.» (1) 

Bynkershoeck rechaza la clasificación de Grocio y después de 
exponer los fundamentos de su opinión, llega á la conclusión 
que sólo las armas y las municiones entran en el número de 
los artículos de contrabando, no estimando como ihcito el 
trasporte de las materias que sirven para la confección de ar- 
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El publicista Teteus, admite una distinción en el contraban- 
do: llama absoluto ó de primer orden á todos los objetos que 
se emplean exclusivamente en los armamentos y equipos, y 
de segundo orden á todas las materias brutas que pueden con- 
vertirse en instrumentos aplicables á la guerra, en virtud de 
alguna preparación, tales como el azufre, el salitre, etc. (3) 

Esta última clasificación, tiene el inconveniente que la lista 
de artículos de contrabando, puede ser aumentada sin deficultad, 
porque cada una de las materias, con más ó menos preparación, 
pueden ser convertidas en elementos bélicos, bien es cierto, que 
hay necesidad de tomar en cuenta algunas circunstancias, como 
tendremos ocasión de ver más adelante. 

Otros publicistas han seguido la clasificación hecha por 
Tetens, pero limitando el derecho de los beligerantes á impedir 
que lleguen á manos del enemigo. 

(1) Wheaton, obra citada^ tomo II, pág. 166. 
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cunstancias especiales que hf^an procedente la conducta ex.- 
puesta. Semejante conducta no será conducente, si el neutral 
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Bynkersboeck rechaza la clasificación de Grocio y después de 
exponer los fundamentos de su opinión, llega á la conclusión 
que sólo las armas y las municiones entran en el número de 
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trasporte de las materias que sirven para la confección de ar- 
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Hautefeuille, considera como artículos de contrabando á 
las armas y municiones de guerra, actualmente fabricadas 
y destinadas al efecto, sin sufrir ninguna transformación y 
que sean empleadas únicamente en los usos de la guerra. (4) 

En medio de todas estas divergencias de opiniones, Orto- 
lan (5) partiendo de la base, que debe respetarse el principio de 
la libertad del comercio de los neutrales sin sufrir otras restric- 
ciones que aquellas que son una consecuencia del estado de 
guerra, establece que, los únicos artículos que pueden consti- 
tuir el contrabando de guerra, son: Ins armas, instrumentos de 
guerra y municiones de cualquiera clase aplicables directa y 
exclusivamente al servicio de aquéllas. 

Ortolan no admite que se reputen como tales las materias 
primas aplicables á la industria, aún cuando puedan servir 
para la confección de las armas, salvo el caso que alguno de 
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estos artículos formen en realidad una especie de contrabando 
disfrazado. 

Entre los autores alemanes, Bluntschly considera como con- 
trabando, los objetos llevados á uno de los beligerantes con el 
fin de facilitar las operaciones militares y por lo tanto, que 
puedan servir para hacer la guerra. (6) 

Esta definición, no resuelve la cuestión principal porque no 
enumerando cuáles son los artículos que sirven para ese objeto, 
habrá que examinar en cada caso particular, si han sido tras 
portados con un fin hostil, para según eso, confiscarlos ó nó. 

Con el objeto de uniformar esta diversidad de apreciaciones^ 
en la sesión de Zurich del Instituto de Derecho Internacional, 
se emitió la siguiente proposición: «Estarán sujetos á confisca- 
ción los objetos destinados á la guerra ó susceptibles de ser 
empleados inmediatamente. Con este objeto los Gobiernos be- 
ligerantes deberán determinar en cada guerra, los objetos que 
tendrán por tales». (7) 



(4) Droit ei Devoirs de neutres^ tomo II, pág. 190. 
(b) Obra citada, tomo II, pág. 189. 

(6) Obra citada, art. 802. 

(7) Annuaire de rin$Hiut de Droit ItUemational. 1878. 



— las- 
tras unos restringen el contrabando á determinados efectos, 
otros lo amplían al extremo que destruye todo el comercio 
neutral. (9) 

Resumiendo el estudio que hemos hecho de las opiniones de 
los autores, podemos clasificar tres sistemas de contrabando. 

El primer sistema, limita el contrabando á los artículos que 
sirven directamente para la guerra, es decir, limitado á las ar- 
mas, municiones y demás artículos bélicos. Es indudable que 
esta teoría es la más favorable á los pueblos neutrales, y se 
obtendrá un resnltado práctico el día en que las naciones se 
pongan de acuerdo para determinar cuáles son los artículos 
que pueden considerarse de ilícito comercio; de otro modo, la 
disconformidad será completa. 

El segundo sistema, extiende el contrabando más allá de los 
artículos que sirven únicamente para la guerra, y esta teoría 
ha triunfado en la práctica porque en todas las guerras se ha 
aumentado la lista do los artículos de contrabando con especies 
de dudosa clasificación, como por ejemplo, el salitre, las jar- 
cias, etc. Grocio fué el primero en exponer esta teoría y su opi- 
nión ha sido seguida por numerosos autores. 

El tercer sistema, es perfecto en teoría, pero imposible en la 
práctica: consiste en abolir en absoluto la idea del contraban- 
do, reconociendo la libertad del comercio, pero limitada á los 
puertos no bloqueados. En la práctica sería imposible estable- 
cer un bloqueo de todas las costas del país enemigo, es un ab-. 
surdo suponer que haya poder naval suficiente para bloquear 
las coatas enemigas y este sería el único medio de impedir que 
el otro beligerante adquiriera los elementos necesarios para la 
contienda. 

La sola insinuación de este inconveniente, basta para com- 
prender que semejante teoría es absolutamente impracticable. 



En los tratados se nota la misma disconformidad que en los 

(9) Las opiniones de numerosos autores pueden consultarse especial- 
mente en Calvo, obra citada, tomo V, capítulo I."" y en Bonfils, obra cita- 
da^ § 1659 á § 1564. Estos autores comentan extensamente las doctrinas 
expuestas por los principales tratadistas. 
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1.^ Oafíones, morteros^ obuses, pedreros, trabucos, mosque- 
tes, fusiles, rifles, carabinas, pistolas, picas, espadas, sables, lan- 
zas, chuzos, alabardas, granadas, bombas, pólvora, mechas, ba- 
las, con las demás cosas correspondientes al u^o de estas 
armas. 

2.^ Escudos, casquetes, corazas, cotas de malla, fornituras y 
vestidos hechos en forma y para el uso militar. 

3.® Bandoleras y caballos janto con sus armas y arneses. 

4.^ Y generalmente toda especie de armas é instrumentos 
de hierro, acero, bronce, cobre y otras materias cualesquiera, 
manufacturadas, preparadas y formadas expresamente para ha- 
cer la guerra. 

Por último, en el tratado celebrado con Francia en 1846, se 
hace asimismo una enumeración taxativa pero limitada á las 
bocas y armas de fuego, armas blancas, proyectiles, pólvora, 
salitre, objetos de equipo de montar y cualesquiera otros ins- 
trumentos fabricados para el uso de la guerra. 

Muchos de los artículos indicados más arriba, han dejado ya 
de tener su aplicación en la guerra y he aquí palpablemente 
uno de los inconvenientes de establecer una enumeración 
taxativa. 

Examinada en conjunto la legislación internacional no he-* 
mos adelantado nada acerca de una clasificación exacta de los 
artículos de contrabando, á pesar que los tratados son los úni- 
cos que pueden resolver las dificultades, porque así los subdi- 
tos de las naciones, pueden saber de antemano cuál es el co- 
mercio que les está prohibido cuando permanecen neutrales en 
una contienda. Por lo tanto, en ausencia de los tratados, nos es 
necesario conocer la práctica de algunas naciones y tomaremos 
por vía de ejemplo la observada por Inglaterra y Francia. 



Inglaterra se ha reservado siempre el derecho de determinar 
los artículos de contrabando al comienzo de cada guerra. 

De este modo se guía por principios diferentes según sea 
neutral ó beligerante. «En el primer caso reserva á cada uno 
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mos hacer presente que ni en el reglamento de Corso de 1817 ni 
en las instrucciones á los almirantes Blanco y Cochrane en la 
guerra de la independencia, se determinaron los artículos det 
contrabando de guerra. 

En la campaña iniciada en 1836 contra la confederación perú- 
boliviana, el gobierno creyó conveniente considerar como con- 
trabando de guerra los mismos artículos señalados como tales 
en el tratado celebrado con Estados Unidos en 1832, cuya nómi» 
na ya hemos dado á conocer (14). 

En la guerra con Es[)afia de 1865, los artículos de contra- 
bando de guerra fueron enumerados taxativamente. — El ar- 
tículo 6.*^ de las instrucciones de 26 de septiembre de 1865, 
dice así: «El contrabando de guerra se compone do Ins siguí' n- 
tes articules destinados al enemigo; cañones, morlems. fii-iles y 
toda especie de armas así como de proyectiles, curefiajes, f»afo- 
pines, fulminantes y de hebra, cápsulas, mechas, pólvora, sa i- 
tre, azufre, prendas de vestuario, correaje, sillas de caballo y 
bridas, tiendas de campaña, carbón de piedra destinad > á los 
buques de guerra del enemigo ó á sus corsarios y en gt^neral 
todos los objetos fabricados para la guerra.» 

Los mismos artículos enumerados en la lista que prt^oe'la 
fueron señalados con el mismo carácter en la guerra del Tucí- 
fico, con excepción del carbón de piedra, á nuestro juicio^ por 
razones justificadas, las cuales tendremos ocasión de exponer 
mas adelante. 

De manera que á juzgar por las instrucciones impartidas á 
nuestra escuadra en las diferentes guerras que hemos sosteni- 
do con otras naciones, la actitud de nuestro gobierno ha sido 
correcta, limitando los artículos de contrabando únicamente á 
aquellas especies propias para la guerra. Sin embargo, debe- 
mos observar que algunos de estos artículos considerados como 
de contrabando de guerra, tienen su aplicación en usos pacífi- 
cos, como por ejemplo, el salitre; el azufre, etc., etc. y por con- 



(14) Véase instracciones de 15 de Octubre 1836, en la obra del Contra- 
Almírante Uríbe, titulada La$ Operaciones navales durante la guerra entre 
(Me y la eanfederación perú-boUvianaf 1836 37-38. 



siguiente sou de naturaleza distinta de aquellos que aólo pue- 
den tener aplicación en la guerra. 



Laa explii aciones que preceden las juzgamos suficientes 
para exponer una nueva división del contrabando, en absoluto 
y accidental. 

El contrabando absoluto es reconocido expresamente por las 
naciones tanto en los tratados como en la práctica y comprende 
todos aquellos artículos fabricados para la guerra. 

El contrabando accidental comprende todos loa artícnlos de 
aso dudoso (ancipitís usus) y que por consiguiente no tienen 
siempre este carácter, sino que son mercaderías que en ciertas 
circunstancias no es licito que los neutrales las trasporten á 
los beligerantes. (15) 

Sobre estos artículos se han manifestado dos opiniones día- 
metralmente opuestas. Unos admiten que todos los objetos que 
en un caso dado paeden emplearse por los beligerantes para 
la guerra son contrabando siempre que vayan destinados al 
enemigo. Los otros sostienen que esos objetos no pueden ser 
declarados como contrabando y que los neutrales conservan 
siempre el derecho de continuar el comercio de ellos. (16) 

Observaremos de paso, que los publicistas máa eminentes 
aún los más humanitarios, recono/^n que hay mercaderías de 
uso dudoso que toman por accidente y en circunstancias espe- 
ciales, el carácter de contrabando de guerra. 

La nomenclatura de estos artículos no ha sido definitivamen- 
te determinada porque como hemos dicho, el carácter hostil 
que se' lea atribuye, depende de algunas circustancias que 
no pueden ser las mismas para todas las naciones. Cuando 
los tratados loa hayan determinado, se estará á la clasificación 
que en ellos se haya hecho, pero cuando así no sucede, la cla- 
sificación presenta dificultades en la práctica. 



(IB) TrKTera Twin, obra citada, tomo II, pág. 371 

(16) BtaQtachl;, obra citada, arUcnlo 805, nota número 1 
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La regla más aceptada para determinar el carácter de los 
objetos de uso dudoso, consiste en tomar en cuenta el destino 
de la nave y según sea el puerto, se apreciará si pueden ser 
considerados ó no, como artículos de contrabando por acci- 
dente. 

Bello dice: cSi el puerto es puramente de comercio, se pre- 
sume que los artículos ambiguos se destinan á usos civiles, 
aunque accidentalmente hayan hervido para la construcción de 
un buque de guerra* Pero, si es de aquellos en que suelen 
hacerse aprestos militares como Porstmouth en Inglaterra y 
Brest en Francia, se presume que los artículos se destinan á 
usos militares^ aunque pudieran aplicarse á otro objeto (17) 

Calvo toma en cuenta el destino de las mercaderías y exami- 
na la diferencia de presunciones que se desprenden cuando 
esos artículos se destinan á un puerto comercial ó á un puerto 
militar, más propiamente á los arsenales del país, y agrega: 
cLa inducción derivada del carácter militar de los puertos de 
destino puede algunas veces adquirir el valor de una certi- 
dumbre moral cuando el beligerante tiene conocimiento de 
armamentos, que esos productos sospechosos ó de uso mixto 
puedan facilitar; mas es preciso reconocer que las naciones 
como Inglaterra y Estados Unidos que adoptando como regla 
general de conducta ese cálculo de probabilidades, capturan 
bajo pabellón neutral lo que llaman contrabando de guerra 
accidental, ceden á lamentables y arbitrarias inspiraciones, 
exponiéndose á lesionar intereses muy respetables y á com- 
prometer expeculaciones perfectamente lícitas y pacíficas. 

«También se juzga acerca del caráciier de las mercaderías y 
de su aplicación por el puerto del destino del buque que las 
conduzca; si el mencionado puerto es enemigo, enemigas tam« 
bien se reputan las mercaderías, aún cuando por el manifiesto 
de la carga ú otros datos se pruebe que su destino ulterior es 
un puerto neutral; y por el contrario, si el destino del buque 
es un puerto neutral, las mercaderías se consideran de lícito 



(17) Bello, obra citada, pág. 307. 



comercio, aunque el indicado tuanifiesto ú otras pruebas acre- 
diten que después haljráu de pasar & poder del enemigo». (18) 

Los tribuoales de presas han aplicado esta teoría ea nume- 
rosos casos, pero estimamos que en el día ha perdido su carác- 
ter absoluto debido á que los puertos tienen iateriorJiflnte 
fáciles medios de coaiunicacÍ6a, de modo que habrá necesidad 
de tomar en cuenta otros detalles, pero de todos modos el des- 
tino del buque será siempre un indicio importante. 

Los objetos conocidos generalmente como de uso dudoso, 
son los siguientes: 

1.° Las materias primas, propias para la fabricación de las 
annas y municiones de guerra, tales comu el bronce, fierro, 
acero, azufre, salitre y los artículos necesarios para la cons- 
trucción de los buques. 

2." Los víveres y demás ertfculos de alimentación. 

3.° TjOS caballos, muías, etc. 

4." El oro, la plata, etc. y en general toda especie de mo- 
neda. 

5.0 El carbón. 

Estudiaremos á la ligera cada una de estas cuestiones. 



Las materias primas propias para la fabricación de armas 6 
municiones, ó para la construcción ó equipo de buques, no 
pueden considerarse lisa y llanamente como artículos de con- 
trabando de guerra, porque en su estado primitivo no tienen 
aplicación inmediata contra el enemigo, pero una vez que sa- 
len de BU estado nativo, es decir, una vez elaborados, como ser: 
el fierro 6 acero en bruto, convertido en planchas ó láminas, 
entonces ya su uso, si es de aplicación preferentemente pacifi- 
ca, puede serlo también para la guerra. 

Estas diferencias pueden apreciarse prácticamente. Las plan- 
chas de fierro ó las láminas de acero, sirven para usos pacíficos 
y también son utilizablea para la reparación de los buques, con 

(18) Calvo, obra citada, tomo V, pág, 38- 
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pocas transformaciones. Del mismo modo, el azufre y el sali- 
tre tienen gran aplicación en la agricultura, y asimismo son 
indispensables para la fabricación de la pólvora. 

Los publicistas se han dividido en sus apreciaciones y mien- 
tras hay algunos que estiman que no puede impedirse su Ubre 
tráfico, otros extienden la lista demasiado, incluyendo materias 
de problemática aplicación en la guerra. 

En los tratados se prohibe el trasporte de estas materias y 
la jurisprudencia inglesa acepta como buena presa todos los 
objetos necesarios para la construcción ó equipo de ba- 
ques. (19) 

En todas las guerras se han considerado como artículos de 
contrabando accidental numerosos objetos de uso dudoso, y se 
ha abusado tanto de esta facultad, que nos bastará recordar 
que el gobierno imperial de la China durante la guerra con el 
Japón en 1894, prohibió el trasporte del clorato de potasa 
porque servía para la fabricación de los fósforos luminosos. , 

En nuestro país tenemos un ejemplo práctico en que pode- 
mos apreciar palpablemente que es el uso y destino de estos 
artículos lo que constituye el carácter hostil. 

En 1891, los revolucionarios tuvieron en sus manos la región 
salitrera del país y percibían cuantiosas sumas provenientes de 
los derechos de exportación de este artículo. El presidente Bal- 
maceda que carecía de la escuadra suficiente para bloquear esos 
puertos, pretendió declarar el salitre contrabando de guerra, 
pero como este punto era de excepcional gravedad, obró con 
prudencia ordenando que el representante de Chile en Alemania 
consultara á la cancillería del imperio, la medida que pensaba 
tomar. 

Antes de pasar adelante, debemos observar, que en el pri- 
mer momento de declarada la guerra al Perú en 1879, nuestro 
gobierno incluyó el salitre entre los artículos de contrabando, 
pero á los pocos días y antes de que se presentara la ocasión 
de poner en práctica la medida ordenada, se apresuró á revo- 
carla. 

(19) Bello, obra citada, capítulo VII, § 4.o 
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El Ministro de Marina -decía al comandante de la escuadra: 
f US. DO ignora que las naciones marítimas no están de acuer- 
do acerca de las mercaderías que merecen colocarse bajo aque- 
lla denominación y por este motivo, el catálogo de los artículos 
de contrabando ha variado ea las diversas ¿pocas, según el uso 
más ó menos directo que de ellos puede hacerse para la fabri- 
cación de elementos bélicos j en las artes de la paz. 

cEI salitre se encuentra eu esta situación dudosa y como el 
haberlo incluido en las listas de los artículos de ilícito comer- 
cio, pudiera inducir á US. á atribuirle este carácter de un mo- 
do absoluto, he juzgado necesario tuanifestarle que el referido 
artículo sólo debe considerarse contrabando de guerra por acci' 
dente. Las circunstancias harán ver á US. en qué casos el sali- 
tre debe reputarse mercadería Ucíta y en cuales nó.> (3U) 

Por consiguiente, el Gobierno de Chile tenia trazada de ante- 
mano la linea de conducta que debía seguir respecto del sali- 
tre. Los acápites que hemos trascrito de la nota anterior, son 
terminantes; revocan la disposicíóa general de cousiderar el sa- 
litre como articulo de contrabando, porque aunque el Ministro 
decía que debía tomar en cuenta tas circunstancias especíales 
de cada cargamento, es claro que en uiogún caso podía atribuír- 
sete un carácter hostil, desde que la exportación de este articu- 
lo á Europa, se hace reconocidamente con fines pactñcoe. 

No obstante este antecedente, el Ministro de Ctiíle en Ale- 
mania consultó á ta cancillería la medida que pensaba tomar 
el presidente Balmaceda y con el objeto de obtener un resulta- 
do favorable en sus gestiones, acompafió un memorándum con 
los fundamentos que justificarían esa resolución. 

Esos fundamentos son los siguientes: 
cl.o L& explotación por los revolucionarios de la riqueza sa* 
litrera, que es de propiedad nacional, importa la prolongación 
de la guerra civil, en beneficio exclusivo de aquéllos, con enor- 
me daDo del pala y de todo el importante comercio extranjero. 

2.* Los revolucioQaños no podrán proceder ya á convocar 



(30) Véase Instrnccionee del Mioiatro de Marina al Jefe de la Eicna- 
dra en catnpofia. Abril 26 de 1879. 
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el Congreso á que pertenecieron porque dicho Congreso ha si- 
do clausurado, en virtud de la disposición terminante de la 
Constitución del Estado promulgada el 31 de mayo de este 
afío. 

3.° Los revolucionarios no se atreven, ni serían capaces de 
emprender, con las fuerzas de que disponen, el ataque á fondo 
contra las poderosas fuerzas del Gobierno, ni desatender, por 
mucho tiempo más á la voluntad expresa del paía. 

4.^ El cobro de los derechos de exportación que paga el 
salitre del estado debe ser considerado como la apropiación de 
un bien nacional y su inversión en el mantenimiento de la 
guerra civil, tiene de por sí, el carácter de contrabando y debe 
verse en ello, la única causa de la prolongación de la guerra. 

5.^ El comercio alemán en Chile, que consiste en la impor- 
tación de artículos de fabricación alemana y en la exportación 
de productos de la agricultura y de la minería de Chile, sufre 
gravísimo perjuicio con la explotación del salitre por los revo- 
lucionarios. 

«6.® Parece qonveniente y justo cegar á los revolucionarios 
y á su escuadra, la fuente de recursos especíales que se han^ 
creado con la percepción de los derechos sobre el salitre, á fin 
de que la contienda entre el Gobierno y los rebeldes, se ventile 
en mérito de las adhesiones con que cada uno de los partidos 
cuenta en el país y de los recursos que éste brinda á cada uno 
de ellos. 

7.^ El Congreso Nacional que está consagrado á sus tareas 
en conformidad al orden de cosas establecido, ha puesto á dis. 
posición del Gobierno, todas las fuentes de recurso del país, 
con el objeto de mantener la autoridad constitucional y ha dic- 
tado al efecto, leyes que han sido bien acogidas por la opinión 
pública. 

8.^ Finalmente, la prohibición de la exportación del salitre 
por tres ó cuatro meses no acarreará dafio para las necesida- 
des del comercio europeo, porque hay en la actualidad en aquel 
continente una existencia superabundante del expresado pro- 
ducto, ni perjudicará tampoco á los dueños de propiedades 
salitreras de Tarapacá, porque al presente, por efecto de la es- 



casez de vlveies y de elementoa de trabajo, la producción del 
salitre ba llegado á ser muy costusa y se hulla comj^tetameute 
perturbada á consecuencia de la revolución y de loa gravísimos 
resultados que pueden derivarse de ella». (2)) 

Cada un? de los coasideranloí que heiniH trascrito ante> 
ríonnente, no justifican ante el Derecho luteroacional la |ire- 
tensión de considerar el salitre cotno contrahuri'lo de guerra, y 
por el contmr o, jMrocen destinados á inclinar al gol)ivnio im- 
peri;il en favor de la autoridad, que se mn^traba iin|>oL»-nte 
pira itoiiiirvir la revolución por olri»s m^llios, á lo in-iiosapíse 
dtí-t¡.rL'ii Ict de la-t prnteatas que se liaufau valer, que e¡M medida 
uo diifl.i f I t-n iiti'lii á los iiil^resea europeud. 

Por su [j.ii-tjel jí'ibi'ni » HÍeniáu ni no at.tvió t^mp ic ' á ilar 
niia rüspinisla |>of sí sólo y a.ite-i creyó con veniente uoiisultar 
al g il>iu:-n > Ui'rlé* \mni ponordti de iiüuer>lo acerca de la actitud 
qiid I b c<iiivi:iifa lomar, d&s<l- q lo ambas naciones serían di- 
rvL'timienle p< i jn >Í(m las con esta medida. 

'J'rasi-ribi.iio» á continuación los acápites principales de la 
ref p .e:ta dada por el subsecretario det Foreígn Office al em- 
t>ajadór alemán en Londres, porque en esa nota se dan á cono- 
cer las poderosas tazones qne obran en contra de la medida 
propuesta. 

El gobierno inglés decía: 

«PreBume que el objeto que persigue el gobierno de Chile 
con esta ú otras medidas análoga<i, es paralizar la exportación 
del salitre por los puertos del norte que se encuentran ea 
poder del partido congresista y que desearía declarar que este 
artículo ea contrabando de guerra, oon el Gu de tener facultad 
para apoderarse en alta mar de cargamentos de salitre embar-' 
cados en aquellos puertos, aunque el salitre fuera de propie- 
dad de neutrales y fuera embarcado á bordo de buques neu- 
trales. 

(Dos consideraciones ocurren desde luego. 

■En primer lugar, por et hecho de expedir semejante decía- 



(21) Docnmeotoa de la Legftcián de CbJle en Berlín, nota de 3 de julio 
de 1891. 
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ración y de obrar en copform'dad á ella, el presidente Balma- 
ceda reconocerla que existe el estado de guerra y que las 
personas contra quienes se dirigiría esa proclamación son beli- 
gerantes. Tocaría á los gobiernos neutrales, reconocer en toda 
forma el mismo estado de cosas. 

cEo segundo lugdr, aunque difícilmente podría negarse que 
el salitre que se importa para el uso de un beligerante debe 
figurar en la nomenclatura de los artículos que son contraban- 
do de guerra, parece que la cuestión cambia de aspecto, si se 
trata de resolver si los salitres que se exportan de los puertos 
de un beligerante en su condición natural y probablemente 
con destino pacífico, para hacerlo servir como abono en un 
país neutral, pueden ser considerados con justicia como com- 
prendidos en aquella categoría. Debe presumirse lo contrario y 
habrá que considerarlos, á lo menos, como de ancipitis mus, en 
cuyo caso bastará la prueba de que se les destina á usos pacífi- 
cos para determinar que son de naturaleza pacífica. 

€ Ignoramos hasta este momento, si el gobierno de Chile tiene 
el propósito de establecer tribunales de presas, ante los cuales 
se harían comparecer á los buques que fueran detenidos á 
consecuencia de la proclamación y se resolvería sobre ellos y 
los pretendidos artículos de contrabando que tuviesen á bordo 
y si dichos tribunales ofrecieran garantías de que, en caso de 
probarse que los cargamentos eran destinados á usos de paz, 
ordenarían la soltura del buque y cargamento, y mandarían 
pagar compensación por la detención injusta. En todo caso, la 
medida parece propia para causar grandes perturbaciones y 
molestias al comercio neutral de buena fe.» (22) 

Como se ve por el razonamiento desarrollado en la nota que 
precede, para poder declarar el salitre como artículo de con- 
trabando de guerra es necesario que sea destinado á un fin 
hostil, pero lo que en realidad pretendía el gobierno obtener 
era el beneplácito de las naciones para declarar contrabando 



(^)^ Véase. «Acontecimientos en Chile. > Documentos de la legación 
alemana.~Valparaíso. 1892. 
10 



de guerra lodo el salitre que se exportara por I09 puertos del 
norte sin atender al fin á que se le destinara. 

Una medida de esta naturaleza era inaceptable y los gobier- 
nos neutrales no habrían podido autorizarla sin faltar á las más 
elementales prescripciones del derecho de gentes. Felizmente, 
los acontecimientos tuvieron rápido desenlace 7 antes que el 
gobierno alemán diera una respuesta á la consulta de nuestro 
ministro, por lo cual no se tomó resolución alguna sobre el par- 
ticular. 



Loa víveres y demás sustancias alimenticias no han sido con- 
siderados uniformemente como artículos de contrabando de 
guerra, aunque se les ha atribuido este carácter siempre que 
han sido destinados al enemigo. 

A este respecto, Geffcken (23) establece la diferencia siguien- 
te: que cuando los víveres van destinados directamente á la 
flota enemiga, no sólo se comet« el delito de contrabando, sino 
qae el buque se hace un auxiliar manifiesto del beligerante, 
porque sabe perfectamente que esos víveres están destinados á 
facilitar al buque beligerante la prosecución de las hostilidades. 
Por el contrario, cuando los víveres ae trasportan á un puerto 
enemigo, el CDmandante del buque no tiene por qué saber si 
son destinadas á las fuerzas enemigas ó á los particulares; de 
manera que esta distinción no carece de importancia para 
apreciar la responsabilidad en que incurre. 

Bluntsebly cree que es contrario á los usos de la guerra, 
considerar á los víveres como contrabando de guerra, aunque 
vayan destinados á la escuadra enemiga. A su jnieio, los beli- 
gerantes tienen otros medios de impedir la entrada de los víve- 
res; probablemente el autor se refiere á los bloqueos. (24) 

Loa tratados no mencionan á los víveres entre los artículos 
de contrabando de guerra, á lo menos no figuran como tales 
en ninguno de los tratados celebrados por nuestro país. 



(23) H«fft«r. NoU de Geffcken, § 160, pág. 390. 
C24)Obracitíd», art. 767. 
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Veamos cuál ha sido la práctica de las naciones. 

En 1793, Inglaterra prohibió que se trasportaran á Francia, 
trigos, harinas y otros artículos, aún bajo pabellón neutral, lo 
que dio por resultado que Inglaterra capturara algunos buques 
americanos. 

Terminada la guerra, éstos entablaron reclamaciones que 
fueron sometidas al fallo de un tribunal arbitral. — Inglaterra 
sostuvo que cuando las pj^ovisiones de boca van destinadas á 
un ejército beligerante, son contrabando de guerra y que los 
neutrales tienen que someterse á esta restricción porque ame- 
nazada una nación por el hambre, se le atraerá más fácilmente 
á la paz. 

Los Estados Unidos fundaron su derecho, alegando entre 
otras razones, la siguiente: «Que el hecho de sitiar por hambre 
á una nación, constituía un acto enérgicamente reprimido por 
el Derecho Internacional y que no era aceptable que por cau- 
sar al enemigo un perjuicio indirecto se perjudicara directa- 
mente á una nación inofensiva, tanto más que la guerra es una 
relación de estado á estado y no de individuo á individuo. 

La Comisión falló en este sentido, declarando que los pro- 
pietarios de los buques debían recibir no sólo la parte del pre- 
cio, sino también la indemnización de perjuicios. (25) 

En el conflicto chino-francés de 1885, este gobierno declaró 
el arroz como artículo de contrabando de guerra. Esta medida, 
sorprendió con razón á los demás países, porque la Francia se 
había negado siempre á considerar los víveres como mercade- 
ría de ilícito comercio, pero en este caso tenía derecho para 
hacerlo. 

En el puerto de Shanghai y demás puertos de la China, ha- 
bían grandes cargamentos de arroz que debían ser enviados al 
emperador ^como tributo que anualmente debían remitirles los 
diferentes gobemculores del país y este articulo se entregaba á 
los soldados como parte de sus sueldos. 

El gobierno francés pudo impedir la exportación, bloquean- 



(25) Véase Rosse^ Elementas de Derecho MarÜitno, Obra citada^ pág. 70. 
Véase Bello. Obra citada, casos prácticos, pág. 807. 



do esos puertos, pero esta medida hubiera causado euormes 
perjuicios á los Deutrales y fué en obsequio á ellos, que el go- 
bierno beligerante creyó preferible declarar coairabaado de 
guerra el arroz que fuera exportado para el gobierno, del pais. 
Limitada la cooñecación á esos cargamentos y nó á los que 
se dirigierao á los puertos extranjeros, la medida no tenia nada 
de irregular. Sin embargo despertó reaistoncias y algunas na- 
ciones la aceptaron con la salvedad que no sirviera dé prece- 
dente, y otras, como Suecia, Dinamarca é Inglaterra, la recha- 
zaron terminantemente. (¿6) 



Los caballos, muías, etc., se consideran como contrabando 
en la mayor parte de los tratados, debido á la importancia que 
estos animales adquieren eu tiempo de guerra porque sirven á 
la movilización de los ejércitos. 

La práctica ha sido conforme con el derecho convencional; 
en todas las guerras se han considerado como tales, incluso 
Chile en la guerra de 1879. 



Los argumentos que se han hecho valer para prohibir el 
envío de metales y especies amonedadas, son los mismos que 
se han hecho para restringir el comercio de víveres. (27) 

La mayor parte de los publicistas admiten que hay mercar 
derías de tranco dudoso y entre éstas puede colocarse el dinero, 
porque sirve para la adquiaicióu de elementos bélicos. 

En la guerra del PaclSco se presentó una ocasión en que se 
le atribuyó este carácter. 

El 17 de septiembre de 1880, la corbeta Chacabuco detuvo en 
el puerto de Chimbóte ai vapor inglés Islay, de cuyo bordo 
fueron extraídos veintiocho cajones, que abiertos, resultaron 



(?6) Véase Calvo, tomo V, § 2724 á § 2733. 
(27) Calvo, obra citada, tomo V, § 2742. 
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contener estampillas de correos por un valor de 360,000 soles y 
billetes ó papel moneda del Perú por la suma de 7.290,000 soles. 

Estos billetes habían sido fabricados en Nueva York en vir- 
tud de un contrato celebrado en Lima por los agentes de la 
American Bakn Note Co. con el gobierno del Perú y los agen- 
tes de los compradores antes de enviarlos, los aseguraron en la 
casa de Wells Fargo y Co., contra todo riesgo, incluso el de 
guerra. 

Con motivo de la captura, estos señores solicitaron y obtu- 
vieron que el gobierno de los Estados Unidos patrocinara una 
reclamación diplomática y el secretario Blaine, apoyaba su 
presentación al Ministro de Relaciones Exteriores, diciendo: 
cque esta especie de mercaderías no se hayan incluidas en 
ninguna nomenclatura de artículos de contrabando de guerra, 
sea de publicistas, sea de tratados internacionales, y de este si- 
lencio, que á su juicio equivale á una omisión tácita, pero 
efectiva, deduce una consecuencia de indemnidad para los fa- 
bricantes ó porteadores y de ilegalidad de la captura.)» 

Si la reclamación patrocinada por el gobierno de los Estados 
Unidos, descansara únicamente en el hecho de no estar inclui- 
dos los billetes en la nomenclatura de los artículos prohibidos, 
esa reclamación no tendría importancia, porque tampoco se 
hallan incluidos en los tratados antiguos, una serie de artículos, 
que nadie se atrevería en el día á negarles ese carácter hostil. 

El notable jurisconsulto don Ambrosio M ontt en un notable 
informe llamó la atención del Gobierno, hacia el carácter de 
contrabando que toman en circunstancias dadas estos artículos 
de uso dudoso; examinó las materias á que se les puede atri- 
buir este carácter, las doctrinas sostenidas en juicios análogos 
y llegó á la conclusión que: cel dinero en todas sus formas, 
siendo el auxiliar más eficaz de la guerra, es el artículo de más 
ilícito tráfico para el neutral y su prestación al enemigo, sea 
por los gobiernos, sea por los particulares, constituye un caso 
de violación de neutralidad, de legítima captura y confisca- 
ción.» (28) 

(28) Dictámenes fiscales de don Ambrosio Montt. Santiago^ 1894. To- 
mo I. Dictamen N. ® 1. 



Mas adelante, concretándose al estudio de la captura del 
Islay, el señor Moott agrega: cNo se diga que los bilietes y 
sellos capturados, fabricados por la American Bank Note C°. 
carecen de precio por sí mismos y no representan valoree que 
el neutral remite al beligerante y puedan aumentar sus medios 
de acción ó de resistencia. Su condición, lejos de atenuar, 
agrava su Índole especialmente hostil. Es sabido que los bille- 
. tes venían fabricados en sus formas perfectas, en estado de 
librarlos á la circulación y con el faccíinil mismo de las firmas 
de los oficiales peruanos de tesorerfa que debían darles auto- 
ridad y curso. Eran moneda dentro del Perú, fuera del Perú y 
para el sólo uso y servicio del fisco del Perú. Ellos no son una 
mercadería de valor intrínseco general, de producción industrial 
que embellezca ó adapte á las necesidades de la vida, los fru- 
tos ó sustancias naturales. Tiene uoa aplicación única, exclu- 
siva, especiallsima y es la de crear artificialinente elementos 
económicos de fuerza y de acción, dar resortes poderosos de 
guerra á un beligerante, destituido, agotado, que acude en su 
angustia á los extremos arbitrios del crédito fiduciario del papel 
moneda.» 

Kespecto á los billetes en cuestión, tampoco acepta el fiscal 
la excusa de ser mercadería de uso inocente, porque los fabri- 
cantes ó porteadores sabían perfectamente el 'uso á que iban 
destinados y en el terreno de los principios del derecho, el 
objeto y aplicación de las cosas, son los caracteres que le asig- 
nan su condición inocente ó fraudulenta y psra comprobar 
esta teoría, el sefior Montt examina los diferentes caracteres 
del salitre, según sea su destino y aplicación. 

Al tratar del comercio de víveres hemos llamado la aten- 
cióa hacia la diferencia que existe entre trasportar víveres á 
una escuadra ó á un puerto, ó lo que,es lo mismo, eatre pro- 
curárselos directamente á los beligerantes, ó á los particulares 
que pueden negociarlos con fines pacíficos. Pues bien, estas 
diferencias palpables pueden hacerse valer en el caso de los bi- 
lletes de la Bank Note C°., porque habían sido contratados 
con los agentes del gobierno; ellos conocían el objeto y destino 
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que les daría el gobierno del Perú y por último esas especies 
venían dirigidas nonünalmente á la autoridad beligerante. 

En vista de estos antecedentes el defior Fiscal opinó por que 
la reclamación debía remitirse al tribunal de presas y este tri- 
bunal declaró legítima la captura. 

En el curso de esta misma guerra, las autoridades peruanas 
confiscaron otra partida de billetes, pero de distinto carácter. 
£1 8 de mayo de 1880, las autoridades del Callao, extrajeron 
del vapor Inglés Fiearro, dos cajones de billetes que pertene- 
cían al Banco de Valparaíso, institución particular de nuestro 
país. 

Son notorias las diferencias entre la captura de estos billetes 
y los del l8lay;él uso y destino de uno y otro, resaltan á la sim- 
ple vista. En el primer caso, iban destinados al gobierno beli- 
gerante y eran un auxilio poderoso para él; en el segundo, 
pertenecían á particulares y su destino era esencialmente 
pacífico. Luego, refiriéndonos á lo que anteriormente hemos 
expuesto acerca del carácter que toman estos artículos, según 
sea su uso y destino, estos billetes no eran contrabando de 
guerra. 

El ministro inglés lo comprendió así, porque en el acto en- 
tabló reclamación por la extracción de los cajones de billetes, 
que consideraba un atropello á la bandera de su nación, y el 
gobierno peruano se apresuró á devolver los artículos recla- 
mados. 



El carbón de piedra no ha sido declarado uniformemente 
contrabando de guerra. Es cierto que en los tratados antiguos 
no se incluía entre los artículos de tráfico prohibido, por la sen- 
cilla razón que en aquella época, su uso no era aplicable á la 
navegación, pero en el día constituye un elemento indispensa- 
ble para la movilidad de los buques, y por consiguiente para 
que éstos puedan continuar las hostilidades. 

Calvo, cree que no es posible declarar el carbón artículo de 
contrabando de guerra, sin lesionar intereses absolutamente pa- 
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dficos, dados los múltiples usos á que se le destina en el día, 
tanto domésticos como industriales (29), pero esta observación 
no tiene sólido fundamento porque todas las medidas ó actos 
de una guerra, inevitablemente perjudican intereses particula- 
res, lo que no es un obstáculo para su ejecución. 

La mayor parte de los tratados europeos no establecen esta 
prohibición, pero los hechos históricos prueban lo contrario. 

En la guerra franco-prusiana, España, Estados Uuidos, Ho- 
landa, Inglaterra y Japón lo declaron artículo de ilícito comer- 
cio; Italia, por el contrarió, lo declaró libre. 

Siguiendo el orden cronológico llagamos á la guerra sosteni- 
da por las repúblicas sud-umericauas contra España en 1 865. 

En U'i principio se rompieron las hostilidades entre España 
y el Perú y nuestro gobierno, quocieudo observar estricta neu- 
tralidad en la cju tienda, declaró el carbón artículo de contra- 
bando de guerra y prohibió su exportación de las minas de 
Chile, siempre que fuera destinado á los buques españo- 
les. (30) 

Pocos d(ad después de expedido el decreto antes citado, llegó 
al puerto de Lota la fragata españ >la Vencedora^ con el objeto 
de tomar carbón. Como se comprenderá, este artículo le fué 
negado en conformidad á la disposición gubernativa, lo que 
dio margen á una seria protesta del ministro español, que sos- 
tuvo que semejante medida no estaba reconocida ante el Dere- 
cho Internacional. 

El gobierno de Chile sostuvo con gran acopio de citas y de 
opiniones de tratadistas, la legalidad de la disposición y que 
así habían procedido las naciones en diferentes ocasiones, como 
por ejemplo, Inglaterra en las guerras de Crimea y en la sepa- 
ratista de Estados Unidos. (31) 

El 29 de enero de 1866, el comandante de la escuadra espa- 
ñola en el Pacífico, como medida de retorción á lo dispuesto 



(29) Obra citada, tomo V, § 2749. 

(30) Véase decreto snpremo de 27 de septiembre de 1864. (Sfinisterio 
de Relaciones Exteriores). 

(31) Véase Memoria de Kelaciones Exteriores. 1865. 
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por Chile, declaró el carbón de piedra artículo de contrabando 
de guerra, pero sin tomar en cuenta el punto de eu destino, y 
ordenando su captura aún bajo pabellón neutral. 

El cuerpo consular de Valparaíso protestó de este decreto, 
que violaba los derechos de los neutrales y que les reportaba 
enormes perjuicios. 

En efecto, entre la disposición de ambos beligerantes había 
una diferencia sustancial: Chile tomaba en cuenta su destino y 
lo reputaba artículo de contrabando cuando fuera destinado á 
la escuadra enemiga. El almirante español, por el contrario, 
lo declaraba contrabando de guerra en toda circunstancia, 
sin tomar para nada en cuenta su destino. 

La protesta del cuerpo consular de Valparaíso produjo su 
efecto, porque el gobierno de Madrid revocó la disposición del 
jefe de su escuadra en el Pacífico y dispuso que sólo debía con- 
siderarse como artículo de contrabando, el carbón que fuera 
deitinado al enemigo. 

Por su parte el gobierno del Perú lo declaró también de 
tráfico prohibido y los tribunales de presas del país así lo de- 
clararc^n en el juzgamiento de la barca hamburguesa Guiding 
Star, Este buque fué detenido por un trasporte peruano y 
por el examen de sus papeles se comprobó que era portador 
de un cargamento de carbón de piedra^ remitido por el gobier- 
no español á su escuadra en el Pacífico, por lo cual fué captu- 
rado y declarado buena presa por los tribunales compe- 
tentes. (32) 

Posteriormente, durante el conflicto chino-francés de 1885, 
el gabinete de Londres declaró que el carbón de piedra cons- 
tituía artículo de contrabando de guerra y que por consi- 
guiente los buques franceses que operaban en los mares 
de la China, no podían proveerse de ese conbustible en los 
puertos de S. M. B. para llevarlos á la escuadra en acción. 

Poco más ó menos en esa misma época, se celebró en Ber- 
lín una conferencia internacional y el delegado inglés pidió 



(32) Arias, obra citada, pág. 374. 



qae el carbón figurara en la nomenclatura de los artículos de 
contrabando. (33) 

Después de la guerra con ICspaQa, Chile y et Perú suscri- 
bieron en 1876 un proyecto de tratado en el que figuraban 
como artículos prohibidos los necesarios para ol movimiento 
de los buques; eu tal caso, el carbón entra en esa categoría (34> 

Cuando sobrevino la guerra del Pacifico, nuestro gobierno 
no creyó necesario incluir el carbón entre los artículos prohi- 
bidos, pero en el curso de las hostilidades comprendió que esa 
libertad favorecía á la escuadra enemiga y cuando trató de 
restringirla, tuvo escrúpulos para hacerlo. En una comunica- 
ción del Ministro de Relaciones Exteriores al de la guerra, le 
decía: 

■ No puede desconocerse que para Chite hay tratados como 
el celebrado con Italia el 28 de junio de 1856, y con Francia el 
15 de septiembre de 1846, que le imponen la obligación de rea- 
petar el comercio de carbón de piedra, que bajo las banderas 
de esas naciones, quiera hacerse con el Perú ó Solivia. 

<£sisten también tratados con otras naciones eu las cuales, 
aunque no se ha estipulado de un modo exphcito que pueden 
continuar en caso de guerra entre Chile y otro estado, el co- 
mercio de este último sobre tales ó cuales artículos, se ha con- 
siguado al menoSf las disposiciones de que cualquiera ventaja 
acordada á otra nación, les será reconocida también á ella. 

«No atribuyendo á esta última disposición un alcance deci- 
sivo, queda sin embargo, en toda su fuérzala obligación que 
para Chile se deriva de los tratados con Francia é Italia. 

«Y sin haber dictado previamente una declaración pública 
que sirviera de advertencia al comercio neutral, sería peligroso 
que nuestra escuadra procediera á capturar y perseguir las na- 
ves extranjeras que hacen el comercio del carbón, puesto que 
este articulo no es generalmente estimado como contrabando 
de guerra ni figura como tal, en los tratados en que Chile ha 



(33) BoQfllB, obra citfula, pág T9€. 

(31) Este tratado do ee llevó á efecto porque do faé ratificado en la 
fecha conveaida. 



— 155 — 

definido lo que él considera de lícito tráfico en el estado de 
guerra» etc. (35). 

La lectura del documento que antecede, nos permite asegut 
rar que nuestro gobierno no declaró el carbón, artículo de con< 
trabando en la guerra del Pacífico, por temor de faltar á las es- 
tipulaciones de los tratados que lo ligaban con otras naciones, 
pero no porque dud€u:a de su perfecto derecho para hacerlo en 
conformidad al derecho internacional. 

Últimamente en la guerra hispano-americana, los dos belige- 
rantes no lo incluyeron en la lista de los artículos de contra- 
bando. 

El gobierno inglés que en repetidas ocasiones lo había decla- 
rado comercio de tráfico ilícito, no lo prohibió en esta guerra. 

Uno de los miembros de la Cámara preguntó al gobierno si 
estaba vigente alguna convención que ligara al país^ por la 
cual se considerara al carbón como contrabando de guerra. 
Siendo la respuesta negativa, se declaró que este artículo tenía 
que ser respetado bajo pabellón neutral y que por consiguien- 
te, el vapor Ttvichenhain podía trasportar sin temor de ser cap- 
turado, las 2,800 toneladas de carbón que habían sido contra- 
tadas con España (36). 

En resumen, ateniéndonos á los precedentes, el carbón pue- 
de declararse tanto artículo de contrabando, como de licito 
comercio, pero en el terreno de los principios, puede prohibir- 
se su tráfico, siempre que vaya destinado al enemigo, porque 
entonces entra en la categoría de los artículos de inmediata 
aplicación en la guerra. 



Réstanos hablar de otras especies de contrabando por ana- 
logía, que aunque no son mercaderías tienen la asimilación de 
contrabando porque constituyen un auxilio poderoso para la 
guerra. 

(35) Nota del Ministro de Belaciones Exteriores al Ministro de Guerra, 
8 de agosto de 1879. 
(86) Articulo publicado en El Ferrocarril^ 28 de junio de 1898. 



El trasporte de militares se ha considerado siempre como de 
gran importancia para el beligerante y con la ejeeucióQ de este 
acto, el bnque pierde su carácter neutral, porque al trasportar 
militares por cuenta del beligerante, se coloca at servicio del 
enemigo y debe ser tratado como ta!. 

Maa, en todo caso es necesario distiguir si el trasporte es 
voluntario ó si el propietario ó capitán del buque han consen- 
tido en el acto hostil, porque como lo hacen noter muy bien 
algunos autores, un principio de justicia aconseja no tratar co- 
mo enemigos á aquellos que han sido obligados á ejecutar el 
trasporte por la fuerza (37). De la misma manera, la responsabi- 
lidad no existe cuaudo los militares han sido embarcados disfra- 
zados como paisanos. 

No hay para qué temar en cuenta, el número de militares, ni 
tiene importancia, porque uno solo de alta graduación es más 
necesario para el enemigo, que un grupo numeroso de soldados; 
estamos de acuerdo con Geffcken que estas son caestiones de 
hecho, que bay que examinar en cada caso particular (38). 

Calvo cita numerosos casos de esta naturaleza, como los del 
Fñendship, Orozembo, Galiarl y otros ya muy conocidos, pero 
en cambio relataremos otro caso no menos importante. 

£n la guerra chino-japonesa, dos ¡ingleses uaturalizados en 
Estados Uuidos, Howie y Browa, celebraron un contrato co n 
el gobierno chino para poner en práctica un invento para echar 
á pique los buques japoneses. 

Con el objeto de realizarlo, partieron á San Francisco de Ca- 
lifornia en un vapor inglés que hacia escata en Yokohama, 
pero las autoridades japonesas sólo vinieron á saber la comisión 
que estos individuos iban á desempeñar, después de la partida 
del buque, por lo cual telegratíaron á las autoridades de Kobé, 
para que fueran d(ts embarcad os á la llegada del vapor á ese 
puerto. Así se hizo y los personajes fueron tratados como pri- 
sioneros de guerra. 

Este incidente da lugar á examinar si los japoneses tenían 



f37) Fiore, obra citado, tomo III, pig. 614. 

(38) Ueffter, obra citada, § 161. Nota de Qeffuken. 
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derecho para deBembarcar doa pasajeroa de á bordo de ud bu- 
que neutral. 

Eq general, un gobierno no tiene derecho para hacerlo, 
Biempre que sean particulares de profesión pacífica, pero en el 
caso en cuestión, estos personajes iban á desempeñar uaa co- 
misión militar y según los principios del derecho de gentes el 
trasporte de estas personas se ha asimilado al contrabando de 
guerra por la importancia de loj serricios que piladen prestar 
á los beligerantes; de modo que creemos que la conducta de 
los japoneses ao tuvo nada de irregular. 



El trasporte de comunicaciones relativas á la guerra se lia 
colocado asimismo entre los artículos de contrabando y no se 
necesita entrar en largas explicacíonea para comprender la im- 
portancia que puede tener esta clase de correapoiideiicía. 

La correspondencia particular es inviolable y las naciones 
han celebrado numerosas convenciones relativas á este objeto. 

Los requisitos que dan carácter hostil á !a corresponden- 
cáa y que confieren derecho para tratar al buque que la tras- 
porta como enemigo, son los siguientes: 1.°, que las comuni- 
caciones sean relativas á la guerra, y 2.° que el buque baya 
sido fletado especialmente con este objeto. (39) 

Fuera de estos casos, no cabe responsabilidad alguna, porque 
en el dfa, las administraciones de correos admiten la corres- 
pondencia, tanto oficial como particular, convenientemaute ce- 
rrada y al recibirla á bordo, no puede saberse ni el objeto, ni 
el nombre del destinatario y en todo caso si se prohibiera ea 
absoluto el tráfico de la correspondencia nunca faltarían me- 
dios ocultos para el envío de comunicaciones relativas á la 
guerra. 

El trasporte de los particulares y principalmente el de loa 
agentes diplomáticos, no puede ser asimilado en ningún caso 
al contrabando de guerra. 

(39) Calvo, obra citada, torao V, % 2801. 
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Los beligerantes paedea contínoar sas relaciones diplomáti- 
cas con las demás naciones y son sus representantes en el ex- 
tranjero, los encargados de estrecharlas. Desgraciadamente, no 
siempre se ha respetado á los agentes diplomáticos, pero la re- 
probación que produjo en todas las naciones, la conducta ob- 
servada por ana potencia que con menosprecio de un pueblo 
neutral extrajo de un vapor á los comisionadoB del enemigo, 
comprueban el celo por laa garantías acordadas en )a ley inter- 
nacional. 

Eq febrero de 1861, el vapor ZVen/, salió de la Habana con 
destino á Sauthampton. Entre los pasajeros se encontraban los 
señores Slidell y Masón, enviados el uno á Francia y el otro á 
Inglaterra por los confederados del sur, con el objeto de jestio- 
nar el reconocimiento de la beligerancia de los coofiederados. 

Foco antes de llegar el Trent á Santo Tomás, fué detenido 
por el San Jacinto, crucero de guerra de los Estados del Nort« 
y después de practicar una visita en forma irregular, extraje- 
ron á viva fuerza á los comisionados y á sus secretarios. 

Ea el acto que Inglaterra tuvo conocimiento de este atenta- 
do,' entabló enérgica protesta, la cual fué apoyada por todas las 
naciones. 

Con este motivo hubo cambios de notas entre ambas canci- 
llerías y en el corso de las comunicaciones, el secretario de 1(» 
Estados Unidos pretendió amparar la conducta del capitán del 
San Jaeinto, con la siguiente ai^umentación: !.<*, que los di- 
plomáticos BOU despachos persomfi:»do3, estando, por consi> 
guíente prohibido su trasporte, cuando procede de puerto beli- 
gerante. 2.** Que sobre los agentes de los confederados del sur, 
recaían las sospechas de conducir comunicaciones del enemigo; 
y 3." Que los agentes de los beligerantes son contrabando de 
guerra, porque el trasporte de militares pertenecientes á las 
naciones que sostienen la guerra está prohibido. Con esta ar- 
gumentación se llegaba á la conclusión que la misma razón 
había para considerar como tales á los comisionados de los go- 
biernos de cualquier categoría que fueran. (40) 

(40) MoEO, obra citada pág. &30. 
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Esta doctrina fué rebatida por la cancillería inglesa, lo que 
obligó á los Estados Unidos á poner los prisioneros á disposición 
del Gobierno inglés. (41) 

La unánime condenacióá que mereció este atentado hizo 
concebir la esperanza que hechos de esta naturaleza no se vol- 
verían á repetir, pero desgraciadamente no sucedió así. 

£1 L^ de febrero de 1879, las autoridades del Callao, desem- 
barcaron del vapor inglés Paita al señor Domingo Godoy que, 
acompañado de su secretario se dirigía á Colombia, como re- 
presentante diplomático de Chile. 

De modo que el caso del Paita es idéntico al del Trent, con 
más la circunstancia agravante que el Perú estaba obligado á 
respetar el principio de la inviolabilidad de las personas, por- 
que así lo había reconocido en Tratados que lo ligaban con 
otras naciones. Así, por ejemplo, en el tratado que celebró con 
los EstadosUnidos en 1876, el artículo 18, inciso último, dice 
terminantemente que: cías personas enemigas no podrán ser 
arrestadas á bordo de un buque libre, á menos que sean oficia- 
les ó soldados en actual servicio». 

^ Como se ve, este antecedente indicaba á ese gobierno la 
regla de conducta que debía seguir; por lo tanto, el atentado 
del Paita no tiene justificación, desde que los arrestados eran 
personas pacíficas cuya comisión no podía inñuir en la guerra. 
Ellos se dirigían á un país neutral con el objeto de cultivar las 
relaciones diplomáticas, y en ningún caso esta clase de comi- 
siones puede equipararse al contrabando de guerra, que lo 
constituye el trasporte de objetos ilícitos dirigidos á un puerto 
enemigo y nó á un puerto neutral. 

La protesta del Ministro inglés no fué atendida en un prin- 
cipio, pero después, el señor Godoy y su secretario fueron can- 
jeados por otros prisioneros peruanos que estaban en poder 
del Gobierno de Chile. 

En el día, la inmunidad de los particulares se ha hecho más 
general y en la mayor parte de los tratados celebrados por 



(41) Véase esta cuestión tratada extensamente por Calvo^ obra citada, 
tomoV., §2812 á§ 2821. 
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Chile se ha reconocido que qaedan en libertad loa subditos d«l 
enemigo en buques neutrales, á meaos que sean militares j ett 
actual servicio del enemigo. (42) 

Últimamente en la gaerra chino-japonesa, el vapor inglés 
¿'Awt)j^£^ÍMjr fué aborda io por un crucero chino y de Á bordo 
de este buque aacaron á un cónsul japonés que iba entre loa 
pasajeros del vapor. 

Los precedentes conocidos de hechos análogos, contribaye- 
ron á quo se concedieran sin demora las explicaciones del caso 
y el Gobierno chino en el acto de tener conocimiento del atro- 
pello, ordenó que el prisionero fuera puesto en libertad. (43) 



Establecido el hecho que trasportar artículos de contrabando 
es un delito cometido por los neutrales, debemos suponer toe- 
ceeariamente una pena, porque no se conciben leyes prohibi- 
tivas sin que lleven consigo nua sanción que castigue á los ia- 
frectores. 

En la antigüedad, e) trasporte de contrabando de guerra 
importaba la confiscación del buque portador y al efecto se cita 
como comprobante de esta práctica, la declara'iión hecha ea 
1625 por Carlos I, que conminaba con la confiscación del ba- 
que á los neutrales que trasportaran articules de contraban- 
do. (44) 

Los partidarios de esta teoría estioaen que el buque neatrat 
que trasporta artículos de contrabando de gaerra, cesa de ser 
neutral y se convierte en enemigo, pero á este argumento se 
opone otro no menos importante, según el cual, el neutral que 
se dedica á esa clase de comercio, to tiace por cuenta y riesgo 
del destinatario y al proceilerasl ii» comete ningún acto hostil, 
sino que ejecuta un acto de comercio, sujeto á todas las con- 
tingencias de la guerra. 



('43) Véaae Bascufián Monte», obra citada, tomo I. 

(43) Articalo pn'oticado en Le Temp$. Parla, 7 de noviembre de 18M. 

(44) Travers Twias, obra citada, tumo II, pág. 288. 
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En los siglos posteriores se hizo más general, la única regla 
que guarda más conformidad con el acto, la quo limita la pena 
á la confíicación de los artículos dé contrabando. Sin embargo, 
hay casos excepcionales en que se admite la captura del buque, 
como ser, cuando conducen tropas ó despachos relativos á la 
guerra, con la condición expresa que hayan sido fletados con 
este objeto, por razón que servicios de esta naturaleza son es- 
peciales y de gran importancia, por lo cual de miran como una 
participación en las hostilidades. 

Los publicistas han hecho muchas distinciones sobre los di- 
ferentes casos en que es permitido capturar el buque por tras- 
portar esta clase de artículos, siendo los principales, los si- 
guientes: 

el. o Si las mercaderías de contrabando comprenden las tres 
cuartas partes del cargan^ento. 

2.^ Si el buque y las mercaderías de lícito comercio, perte- 
necen al propietario del contrabando. 

3.*^ Si el trasporte de éste tiene lugar con las circunstan- 
cias fraudulentas de documentos falsos ó falso destino. 

4.^ Si el boque conductor del contrabando pertenece á per- 
sona expresamente obligada por los tratados existentes entre 
su país y el del captor, á abstenerse de suministrar tales ar- 
tículos al enemigo.» (45) 

La brevedad de este estudio nos impide entrar en mayores 
detalles para exponer las razones que obran en favor de cada 
uno de los casos citad s. 

Siguiendo en el terreno de los principios, mencionaremos 
todavía, la teoría de los publicistas ingleses que sostienen el de- 
recho de preempción sobre los artículos de uso dudoso ó sea 
sobre el contrabando accidental. 

Este derecho consiste en apoderarse de esos objetos, abonan- 
do su justo precio, y se sostiene la conveniencia de aplicarla á , 
los víveres y á aquellas materias que no han recibido su última 
aplicación para la guerra. 



(46) Ortolan, obra citada, tomo II, págs. 197 á 202. 
11 



Á DUeatro juicio, estas opimoDes aisladas no tienen gran im- 
portancia, porque en el día la práctica uniforme de las nacio- 
nes ha sido confiscar loa artículos prohibidoa, extendiendo la 
pena á la captura del buque mismo eu determinados caaos, co- 
mo ya hemos tenido ocasión de exponer. 

Esta ha sido la doctrina seguida por Cliile en los tratados y 
en la práctica. Asi, por ejemplo, en todos los tratados celebra- 
dos con otras naciones en que se define el contrabando de gue- 
rra, se ha estipulado que la confiscación se limitará á estos ar- 
tículos, siempre que el capitán ó el sobrecargo del buque quie- 
ra entregarlos al apresador, á menos que éstos sean numerosos 
ó de tanto volumen que no puedan ser recibidos á bordo, en 
cuyo caso, el buque detenido será enviado al puerto mas inme- 
diato para ser juzgado conforme á las leyes (46). 

La misma regla se ha seguido en la práctica, como puede 
verse, recordando algunas disposiciones de las instrucciones de 
la escuadra en diferentes guerras. 

En la campaña del año 36, el gobierno declaró que la única 
pena aplicable á los que trasportaran artículos de contrabando, 
era la confiscación de los artículos prohibidoa en la forma indi- 
cada en el artículo 16 del tratado celebrado con Estados Uni- 
dos y que ya hemos citado en el párrafo anterior (47). 

En las íastrucciones dadas á la escuadra en 1865 y 1879 se 
ordenó expresamente que en caso de encontrar buques neutra- 
les en que sólo una parte del cargamento fuera de contrabando 
de guerra, la confiscación debía limitarse á esta parte dejando 
libre el resto. 

Asimismo se autorizó la captura del buque, siempre que 
trasportara con destino al enemigo ó de este mismo enemigo, 
despachos oficiales ó tropas de tierra ó de marina, ó marinería 
para los buques de ese enemigo (48). 

La eacuadra tuvo ocasión de poner en práctíca algunas de 
estas prescripciones. En el mes de marzo de 18t$0, el blindado 



(46) Chile y Estados ünidoe, 1832, art. 16. Chile y el Perú 1835, ut. 31. 

(47) Véue ioBtracciones de 15 de Octubre de 1836. 

(48) Inatraccionea citadas. 



(19) Calvo, obra ciUda, tomo V, § S7&6 y 2T&T. 



Pacífico, recibió en Montevideo 342 cajones manifestado como 
mercuderlas y dirigidas á Valparaíso, á la orden de Don Agus- 
tín Edwards. 

La prensa de Valparaíso publicó que tales bultos no conté* 
teofiiD mercaderías, sino armas para el gobierno de Chile. 

A los pocos dias, el vapor volvió á salir con destino al Ca- 
llao, donde ya tenían conocimiento del trasporte de las armas, 
por las publicacioaes heuhas por los diarios chilenos. AiU fué 
detenido y sometido aun juicio ante el juzgado de presas, 
acusado por haber violado la neutralidad, trasportando armas 
ál enemigo. 

£l fiscal de la corte de presas del Perú, pidió la confiscación 
del buque, fundado en que el Luxor háhU sido capturado in 
adicto aunque sin el contrabando, y creyó que para explicar 
bien esta expreción (á difereocia de lo que sucede con la fia- 
granle delito}, do era indispensable que en el momento dado 
se estuviera ejecutando lo tr<i8gresió i. A su juicio bastaba que 
ésta y la captura se hallaran lnt.i[n»mente ligadas; de este mo- 
do el Luxor había sido det-nilu in deli'io y por lo tacto, debía 
ser condenado porque el itinerurio del viaje comenzaba en 
Hamhurgo y terminaba en el Cultao, y aunque ya estaba consu- 
mada la olensa, ésta uo se purga hasta la terminación del viaje. 

El Fiscal, eoel deseo de Justino ir k captura del buque, hacía 
meoción de otra causal, según )a cual el apresamiento se jus- 
tificaba ante los principios del derecho de gentes. 

En efecto, acusaba de mala fe al capitán del Luxor fundado 
en dos consideniciones, que son: \.° Haber simulado y hecho 
una falsa declaración de la carga recibida en Montevideo, ma- 
nifestando como 'mercaderías de lícitt comercio, las armas y 
demás artículos de coutrabiindo de gu-rra. 2." Haber negado 
sistemáticamente que ignorübu la naturaleza de la carga, sien- 
do que de las deckracione? de uno délos maiineros cttnsta 
que con motivo de baber^^e roto dos cajones al embarcarlos en 
Montevideo pudo imponerse que contenían rifles y municii<nes; 
que esto lo vio el piloto y que el carpi[itero del buque fué lla- 
mado para arreglarlos. 

Estas alegaciones no estaban suficientemente comprobadas 



en el proceso y por lo t&iito no bastan para desvirtuar el ver- 
dadero razonamiento aceptado por loa publicistas y por la 
práctica de las naciones, según el cual, la pena sólo puede apli- 
carse cuando el contrabando se encuentra á bordo, porqne co- 
mo lo dice Wbeaton «someter el buque á conñscación después 
de consumada la ofensa, serla extenderla indefínidamente, no 
sólo durante el viaje de regreso, sino para todos los cai^amen- 
tos futuros del buque, el cual jamás se consideraría purífícado 
del contagio comunicado por los artículos de contraban- 
do.. {50) 

Eí Fiscal partía de una base falsa al sostener que la terini- ' 
nación del viaje era el puerto del Callao. Sin embargo np era- 
asf, el Luxor había sido despachado de Hamburgo para Val- 
paraíso é intermedios. Llegado á este puerto, fué uuevam^nte 
despachado para el Callao é intermedios, lo que signiñca un 
segundo viaje distinto del anterior. 

La regla demasiado severa que se quería aplicar en este ca- 
so, era iospirada por la conveniencia del gobierno del Perú, 
que temía que hechos de esta naturaleza volvieran á repetirse. 
Ea cierto que las teorías inglesas confirmadas por Phillimore, 
que no consideran extinguido el delito de contrabando en el 
viaje de regreso ó que autorizan la conSscaciÓD, cuando se va- 
len de papeles falsos ú ocultan el contrabando ea el viaje de 
ida, servían de apoyo al Perú en el caso del Luxor, pero esas 
teorl is han sido rechazadas por la práctica de todas las nacio- 
nes, de modo que no era lógico invocarlas como precedentes. 

Las demás alegaciones no tenían tampoco mayor importan- 
cia: la declaración del marinero, no es prueba suSciente para que 
pudiera oponerse á la del jefe del buque que ignoraba el hecho 
en absoluto y que sólo vino á imponerse de la naturaleza de la 
carga á la terminación del viaje, como lo consignó en la protes- 
ta que con el objeto de salvar su responsabilidad, formuló ante 
el cónsul alemán en Valparaíso. 

Por otra parte, estas pruebas no inñuían al fondo de la cues- 
tión. En este caso se trataba de saber si en el momento en que 

(60) Wbeaton. obr» citada, tomo II, cap. III, pág. 26. 



el buque fué apresado había ó nó termina 
mes dicho que este terminó en Valparaí 
goiente el viaje at Callao fué otro viaje die 

X la fecha de la captura del Luxor, los I 
rú y Alemania no establecían la muiera a 
se cuestiones de esta naturaleza, pero la fa 
bien pudo suplirse aplicando los verdaderc 
cho, qne como hemos dicho, son coutraño 
do ha terminado el viaje ó cuando ya no a 
artículos prohibidos. 

El Perú DO lo entendió así y el tribunal 
buena presa la captura del Luxor, sentenc 
dar sin efecto, debido á la reclamación del 
Lima, que exigió la devolución del buque 



El examen que en el curso de este capíl 
las opiniones de los autores y de la práctic 
ciones, nos demuestra que los beligerantes conservan en el día 
libertad para fíjar la lista de los artículos de contrabando, salvo 
el caso que ae hallen determinados en los tratados, que góIo 
serán obligatorios para las partes contratantes. 

En el Congreso de París, á pesar d« hallarse representadas 
la mayor parte de las naciones europeas, no se deñnió el con- 
trabando y lo mismo ha sucedido en varios congresos y confe- 
rencias celebrados con posterioridad. 

£1 principal inconveniente para llegar á un acuerdo provie- 
ne de la imposibilidad de especificar los objetos que deben 
clasificarse como artículos de contrabando de guerra, imposibi- 
lidad qne subsistirá en tanto que los progresos de la ciencia y 
de la industria hagan incesante la aplicación de las iuvencie- 
nes humanas al arte de la guerra. (51) 

(61) Larrala Zafiartu. Nociones de Deredto Internacional Marítimo. — 
StiDtiago-I8g2, p6g. SIO 




CAPITULO VIII 



Derecho de Tisita 

SUMARIO— Fundamentos del derecho de visita. — Opiniones de los pu- 
blicistas. — Testa, Ortolán, HeíFter. — ^¿Quiénes están facultados 
para ejercitar este derecho? — Formalidades que deben obser- 
var los corsarios. — Opinión de Hautefeuille. — ¿Dónde pueden 
tener lugar las visitas? —Visita ilegal en mares territoriales de 
una nación neutral. — Caso de la barca Mary E, Hall. — Resu- 
men histórico del derecho de visita. — Uniformidad del proce- 
dimiento del ejercicio del derecho de visita. — Estudio de los 
puntos principales relacionados con la práctica seguida en Chi- 
le. — Examen de los papeles según el reglamento de corso de 
1817.— Distancia á que debe colocarse el buque visitador. — 
Opiniones de los publicistas. — Estipulaciones de los tratados. 
— Práctica observada en la guerra del Pacífico.— ¿Cuáles son 
los papeles que acreditan la nacionalidad del buque?— Requisi- 
tos exigidos por las leyes internas para conceder la nacionali- 
dad á los buques. — Estipulaciones de los tratados referentes á , 
la prueba de la nacionalidad. — Disposiciones de la ley de na- 
vegación chilena.— Id. de las instrucciones á la escuadra en la 
guerra de 1879.— Papeles^que acreditan la naturaleza del car- 
gamento. — Estipulaciones de los tratados. — Práctica de las 
naciones. —Límites del derecho de visita. — Casos en que es 
permitido el registro del buque. — Opiniones de los publicistas. 
— Práctica observada en Chile. — Caso del May, — Diversas for- 
malidades que deben observarse al practicar las visitas. — Abusos 
cometidos en Talcahuano el año 1891 al visitarse los buques 
mercantes. — Casos en que como consecuencia de la visita 
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procede la captara del boque según las opiniones de los publi- 
cistas y la práctica de las naciones. — Examen de los puntos 
principales. — i,o Cuando oponen resistencia á la visita. Opi- 
niones de los autores. — Regla general. — Práctica seguida en 
Chile en las guerras de 1866 y 1879. — 2.0 Falta de compro- 
bantes que acrediten la nacionalidad del buque ó L naturaleza 
de la carga. — Fundamentos que legitiman este apresamiento- 
— Falta de uniformidad á este respecto en las instrucciones de 
1865 y de 1879. — 3.^ Cuando haya lugar á graves suposicio- 
nes. — Práctica generalmente observada.— Práctica de Chile 
según el reglamento de corso de 1817 y las instrucciones de 
1865 y de 1879. — ¿Están sujetos á captura los buques que 
distrazan su nacionalidad navegando con pasavantes de cónsu- 
les extranjeros? --Fundamentos que justifican la captura. — Ca- 
sos prácticos ocurridos en la guerra del Pacífico. Captura de 
la barca José F. Serdio. — Id. del bergantín Sancy Yack, — Id. de 
las barcas Adelaida Rojas, Adriana Prisciila y Emilia. — Excep- 
ción del derecho de visita sobre los buques convoyados. — 
Origen de esta institución. — Resumen histórico. — Los tratados 
y la práctica de las naciones rechazan el derecho de visita 
sobre los convoyes. — Estipulaciones de los tratados celebrados 
por Chile. — Opiniones de los publicistas. — Las naves convoya- 
das por un buque de guerra de la misma nación, presentan 
iguales garantías que el examen de los papeles. - La excepción 
de las visitas no se extiende á los buques que navegan convo- 
yados por uno de guerra de otra nación neutral ó beligerante. 
— Conclusión, 

El ejercicio del derecho de visita es uno de los medios indis- 
pensables para mantener el comercio de los neutrales en los 
limites establecidos para el Derecho Internacional (Ij. 

En efecto, entre los derechos que son privativos de los beli- 
gerantes ñgura en primer lugar el de capturar las naves mer- 
cantes enemigas, y para que este derecho no fuera ilusorio ha 
sido necesario aceptar la visita sobre los buques mercantes, con 
el objeto de comprobar su nacionalidad, desde que el pabellón 
es sólo un signo, que se presta fácilmente á abusos. Además, 
después de reconocida la nacionalidad, les es necesario conocer 
si trasportan artículos de contrabando ó si han faltado á los 
deberes que la neutralidad les impone. 



(1) Fiore, obra citada, tomo III § 1630. 
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Tales son los fines del derecho de visita y debido é su impor- 
tancia, ha sido reconocido sin discusión. 

Los publicistas estén de acuerdo en que el beligerante tiene 
el derecho de visitar las naves mercantes, pero algunos han in- 
currido en el error de señalar como limite de este derecho el 
examen de la nacionalidad del buque, sin fijarse que limitado á 
este punto, el derecho de visita perdería su utilidad en la gue- 
rra 7 equivaldría al reconocimiento del pabellón, practicado 
antiguamente en la paz, como medida de salvaguardia contra 
la piratería. 

Esta apreciación sólo la han adoptado dos ó tres tratadistas (2), 
pero la gran mayoría de ellos han establecido claramente que 
el derecho de visita tiene por objeto investigar la nacionalidad 
de la nave á la vez que la naturaleza y destino del cargamento. 

Testa sostiene tque el derecho de visita en tiempo de guerra 
es una consecuencia necesaria del derecho de capturar la pro- 
piedad enemiga en el mar y del derecho de impedir el contra- 
bando de guerra ó toda violación de los deberes de los neutra- 
les. En consecuencia, el derecho de visita, es no solamente un 
derecho, sino todavía el medio de ejercitar otro derecho, el de 
presas» (3). 

No menos explícito es Ortolan al decir que: cía condición de 
beligerante implica el derecho de comprobar en el mar por me- 
dios directos y eficaces y aún empleando la fuerza en caso de 
resistencia, el carácter real de todo buque mercante y aún des- 
pués de reconocida su calidad de neutral^ es preciso también 
adquirir la seguridad de que no conduce enemigos y de que no 
se dedica á un comercio prohibido en tiempo de guerra; de 
aquí el derecho de subir á bordo, de exigir la presentación de 
documentos usuales y de proceder á un examen más ó menos 
minucioso de ellos. Este es el derecho de visita llamado por los 
ingleses, derecho de visita y rejistro, derecho cuyo ejercicio no 
es un acto de autoridad ni de jurisdicción sobre los neutrales, 



(2) Véase Oalyo, obra citada, tomo V, § 2947, op. de Httbner. 
Id. Mozo, obra citada, pág. 567. 

(3) Droit MariHme Memational, París, 1686, pág. 189. 
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flÍDO medida simplemeDte preventivs fundadada en el derecho 
de propia coDserracióni (4). 

Más concreta ea la opinión de Heffter que declara qae la vi- 
flita tiene por objeto: 

1.^ Justificar la propiedad del buque y del cargamento. 

2." Reconocer si se encuentran á bordo personaa enemigas, 
que tengan carácter hostil. 

3.° Aaegurarse de que el buque no lleva al enemigo artículos 
de contrabando de guerra. 

4.* Impedir que la misma nave se comunique con los puer- 
tos bloqueados. 

Por consiguiente, el beligerante deberá examinar: 

!.■> La nacionalidad del buque. 

3.° La calidad, origen y destino de la carga. 

3.* La nacioDalidad del equipaje, cuando no aparezca com- 
probada la del pabellón que lleva la nave (5). 

IjOS N.°* 1 y 2 comprenden la regla general; el 3." es la ex- 
cepción que se ha mencionado en algunos tratados y aplicado 
en la práctica con buenos resultados. 

En el mismo sentido se ezpresaa todos loa principales autores, 
cuyas opiniones pueden consultarse en Calvo y se notará que 
todas las definiciones tienen en el fondo el mismo alcance. 



Bl ejercicio de este derecho corresponde á las íuerzas arma- 
das de los beligerantes, es decir, á los buques de guerra y ade- 
más á los buques corsarios, para aquellas naciones que conser- 
van en el día el derecho de expedir patente de corso. 

£q el derecho positivo no se establece ninguna diferencia en- 
tre el modo que deben practicarlo unos y otros, sin embargo, 
algunos autores la establecen como necesarias para su recto 
ejercicio. 



(4) Obra citada, tomo U, cap. VJt, pigs. 248 j ligiiieDtefl. 
(6) Obra citada g 167 7 § IftS. 
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Hautefeuille, por ejemplo, cree que los corsarios antes de 
proceder á la yisita, deben presentar la patente respectiva al 
capitán del buque que se trata de visitar (6). 

A nuestro juicio nada más natural que la distinción hecha 
por el autor que hemos citado, si se toma en cuenta que en 
aquella época todavía se veían los mares cruzados por piratas 
y que el comercio se hacía en su totalidad por buques de vela 
que empleaba^ largos meses en recorrer distancias que hoy se 
salvan en pocos días. 

Dados estos antecedentes^ es fácil suponer que los piratas 
podían impunemente sorprender á los navegantes; declararse 
comisionados ó corsarios de un beligerante que en realidad no 
existía y prevalidos del derecho de visita, exigir la entrega de 
mercaderías,so pretesto de considerarlas como de tráfico du- 
doso. En el mejor de los casos, el capitán del buque mercante, 
ignorante de lo que pasa en el continente, temeroso de perder 
el buque, entregaría ^bajo protesta los artículos reclamados y 
sólo vendría á convencerse al término del viaje del atropello 
de que habia sido víctima. Estos abusos pudieron cometerse en 
aquella época y si en el día no hay temor de que se repitan, se 
verá, sin embargo, que tomando en cuenta otras consideraciones 
siempre es conveniente que se haga la distinción 

Los buques de guerra y los corsarios son los delegados de 
los gobiernos beligerantes, pero mientras los primeros repre- 
sentan por sí solo el poder de la nación, por la clase de serví- 
dos que permanentemente desempeñan; los segundos necesi- 
tan jutifícarlos y el único medio para hacerlo, es presentando, 
como ya hemos dicho, la respectiva patente. 

Por lo tanto las diferencias expuestas por Hautefeuiile tie« 
nen importancia y si en los tratados no se ha hecho distin- 
ción alguna sobre la manera cómo deben practicarla los buques 
de guerra ó los corsarios, ese silencio no; debe interpretarse en 
el sentido qué lo han hecho algunos publicistas, sosteniendo 
que á estos últimos se les niega el derecho de visita, sino que 



(6) Droit et Dewnrs des neutres^ tomo I cap. XI. 



no Be ha creído Deceaarío establecer difereacias porqae el corso 
está en el día abolido para la mayor parte de laa naciones y 
no se ha hecho uso de este medio de defensa ni siquiera por 
las potencias que no han aceptado la abolición. 

En las guerras de la independencia de Chile y en la de Es- 
paña de 1866, en que se reglamentó el ejercicio del corso, no 
se establecieron las diferencias seflaladan pero tenemos enten- 
dido que en la guerra separatista de loa Bastados Unidos, loa 
buques ingleses exigieron la presentación de la patente, siem- 
pre que fueran visitados por los corsarios de los confede- 
rados. 



Como el derecho de visita implica un acto de guerra, sólo 
podrá practicarse eo los lugares én que puedan cometerse las 
hostilidades, ó sea, en alta mar ó en las aguas territoriales de 
los dos beligerantes. 

Por lo mismo que es una práctica odiosa pero necesaria, es 
conveniente que los beligerantes no bagan uso de este derecho, 
sino cuando baya indicios que puedan dar un resultado prác- 
tico. No tendría objeto detener los buques mercant«s en mares 
distintos y alejados del teatro de las hostiUdades, tanto porque 
eaoj buques no perjudicarán en nada á los beligerantes, como 
porque procediendo asi, no se haráu sentir los males que la 
guerra lleva consigo. Por consiguiente toda visita practicada 
en tos mares territoriales de las potencias neutrales será ile- 

Un caso de esta naturaleza ocurrió en la guerra del PadQco. 

El trasporte chileno Amaeoneu, estando fondeado en Pana- 
má, tnvo noticias que la barca norte-americana Mary E. Raü, 
salida del puerto algunos días atrás, conduela artículos de con- 
trabando para el Perú. 

El trasporte salió en persecución del buque indicado, alcan- 
zándolo en una de las caletas colombianas y allí fué sometido 
á la visita y registro por orden del comandante del buque be- 
ligerante. 

Nuestro gobierno se vio en la uecesidad de dar amplias sa- 
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tisfacciones porque á t(»das luces, la conducta del comandante 
del Amazoncu era atentatoria al derecho de los neutrales y con 
ese acto no sólo faltó á las prescripciones del Derecho Interna- 
cional, sino también á las instrucciones que tenía la escuadra 
de no practicar visitas en los mares territoriales de las naciones 
neutrales. (8) 



Si se examina el derecho secundario, se encontrará que el 
derecho de visita está reconocido en los tratados más antiguos, 
bien es cierto que anteriormente su ejercicio se reducía á sim- 
ples informaciones verbales. 

Los tratarlos de los Pirineos y de Utrecht y todos aquellos 
que sirvieron de base al derecho internacional europeo, con- 
tienen cláusulas referentes á este derecho y á su reglamen- 
tación. 

Con posterioridad, los tratados han sido más comunes que 
en los tiempos antiguos y en la mayor parte de ellos se men- 
cionan disposiciones que reglamentan su ejercicio. Creemos 
innecesario entrar en un estudio detallado sobre las diferentes 
convenciones y sobre la práctica seguida por las naciones por- 
que este punto ha sido tratado con detención y no puede tener 
sino un interés histórico. (9) 



Las formalidades que deben observarse al practicar las visi- 
tas no están reglamentadas ni por los tratados, ni por ningún 
acuerdo internacional que sea obligatorio para las naciones, 
pero en la práctica se ha observado tal uniformidad, que ha 
suplido la ausencia de todo reglamento y se puede decir que 
hay una especie de derecho consuetudinario que todos los paí- 



(8) InstruccloDes á la escuadra chilena en la gaerra del Pacífico* 
Art. 6. « 

(9) Véase Calvo, obra citoda, tomo V, § 2942 á § 2946. 



Bee lo observan bíd contraposición algaaa. (10) En los detalles 
pueden notarse diferencias, pero los puntos principales son 
siempre los mismos. 

El procedimiento es el signiente: Avistado el buqae mer- 
cante, el baque de guerra debe maniobrar de manera que se 
acerque á la linea del buque sospeclioso, y llegado á una dis- 
tancia conveniente, izará su bandera, afianzándola con un ca- 
fionazo. 

Eate disparo significa que ei buque mercante debe izar su 
bandera, detener su marcha y esperar que se le reconozca. 
Si no lo hiciere, se le disparará un segundo catLonazo con 
bala, pero sin intención de tocarlo. 

Este segundo disparo es la confirmación del anterior é impli- 
ca la obligación de detenerse á la visita. Pero si aún, á esta 
seQal no se detuviere, el buque beligerante puede emplear la 
fuerza, persiguiéndolo y capturándolo, sin ser responsable de 
las averias que resulten. 

Una vez detenido, se enviará una embarcEición al mando de 
un oficial, el cual lo abordará subiendo acompafiadode dos ó tres 
hombres. Mientras tanto, el buque visitador se colocará á una 
distancia conveniente compatible con la seguridad de la embar- 
cación que se ba enviado á bordo. 

El papel del oficial encargado de la visita, se reduce á exa- 
minar los documentos que acrediten la nacionalidad del buque 
y los de la naturaleza de la carga. 

Si se comprueba que el buque es neutral y que se dirige á 
puerto neutral, la visita queda terminada. Si por el contrario, el 
buque es neutral pero su destino es un puerto enemigo, el ofi- 
cial deberáezaminar los documentos que acrediteo la'natnraleza 
de la carga y según sea ésta, puele dar lugar á dos situaciones 
diversas y son; 

1.° Si los documentos acreditan que la carga se compone de 
mercaHerías de licito comercio, la visita queda terminada. 

2." Si se comprueba que el todo ó parte del cargamento son 



<10| Fiore, obra citad», tomo UI, g 1634. 
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artículos de contrabando de guerra, procede la captura del bu- 
que ó de los artículos prohibidos, según lo hemos determinado 
al tratar del contrabando de guerra. 

Los detalles anteriormente expuestos, son los puntos princi- 
pales del procedimiento de la visita^ pero cada uno de ellos 
puede dar lugar á controversias. 

Este fué el procedimiento observado p^r la escuadra chilena 
en la guerra del Pacífico, pero de todos modos creemos conve- 
niente examinar separadamente los diversos puntos que se re- 
lacionan con el derecho de visita y ver si están conformes con 
los tratados y con la práctica observada por Chile. 

Desde luego, en el Reglamento del corso dictado en 1817, 
no se menciona ninguna disposición que establezca la manera 
cómo debía el buque visitador obUgar al buque mercante á 
detenerse, ni se sabe si para ello se hacía uso de la bocina ó 
del disparo de cafión. . 

Lo único que se establece es que, el examen de los papeles 
que acreditaran la nacionalidad del buque ó la naturaleza de la 
<^Arga, podía efectuarse en el buque visitado ó á bordo del bu- 
que beligerante, haciendo ir á bordo de este último al capitán 
con los papeles necesarios. 

En el día, la advertencia hecha al buque mercante por me- 
dio de un ^sparo [para que se detenga, está unánimemente 
aceptado y se considera como el medio más fácil para ese 
objeto. 

En los tratados celebrados por Chile se establece que la visita 
deberá tener lugar á bordo del buque que se trata de visitar, para 
lo cual se enviará un bote al mando de un oficial encargado del 
examen de los papeles. Este mismo procedimiento se señaló 
en Jas instrucciones dictadas á la escuadra en las guerras de 
Espafia y del Pacífico. 

La distancia á que debe colocarse el buque visitador, que á 
%jf primera vista parece una cuestión sin importancia, ha dado 
lugar á vivas discusiones entre los publicistas. Unos sostienen 
que el buque beligerante no debe colocarse á tiro de cafión, 
porque hasta después de practicada la visita no cabe la certi- 
dumbre de que sea enemigo ó neutral y que por lo tanto debe 



proceder con cántela para no exponerse á una sorpresa. Otros 
estiman qae deben colocarse dentro de tiro para mayor segu- 
ridad de que el buque no se escape en caso de ser enemigo. 

Ortolan, comentando la reglamentación de la distancia & que 
debe colocarse el buque visitador, hecba por los autores é in- 
corporada en los tratados, llama la atención á qne esas cláusu- 
las ño han sido seguramente redactadas por marinos, y agrega: 
(Hay circunstancias del viento y de la mar, en que no podría 
perdonarse á un comandante que aventurara la suerte de un 
bote y sobre todo U de sua tripulantes á una distancia tan con- 
siderable como la del alcance del cañón ó mayor todavía; ade- 
más, el buque que se va á reconocer es sospechoso en tanto no 
es reconocido, y pudiera muy bien ser un enemigo á pesar de 
la apariencia de su b&ndera. Por consiguiente, necesario es in- 
fandirle respeto manteniéndolo si no materialmente bajo los 
caflones del visitador, al menos á conveniente distancia*. (11) 

Esta opinión es la más aceptable y debemos hacer presente 
que en el mismo sentido se pronuncian todos aquellos publi- 
cistas que como Testa, Lemoina y otros que, á su calidad de 
autores, uneu la de ser hombres de mar, por cuya razón sus 
opiniones están revestidas de mayor autoridad. 

En todos los tratados celebrados por Chile no se ha hecho 
mención de esta circunstancia, probablemente por considerarla 
innecesaria, pero en los tratados celebrados con Estados Uni- 
dos en 1832, con el Perú en 1835, y con Nueva G-ranada en 
1844 se establece claramente que, <el buque visitador perma- 
necerá á la mayor distancia compatible con la ejecución de la 
visita, según las circunstancias del mar y viento y el grado de 
sospecha de que está afecta la nave que va á visitarse». 

Esta núsma disposición la sancionó prácticarñente nuestro 
gobierno en la guerra del Pacifico, al recomendar á los coman- 
dantes de los buques que al practicar la visita, <ee mantuvie- 
ran á distancia conveniente, compatible con la seguridad de la 
embarcación que se mandara al otro buque y sin olvidar que 



^11) Obra dttda, tomo II, pág. 263. 
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éste podía ser enemigo, no obstante haber largado la bandera 
neutral.» (12) 

Como se ve, es una razpn de conveniencia á la vez que de 
seguridad, lo que aconseja que sea el comandante del buque 
visitador, el único encargado de apreciar la distancia á que 
debe colocarse, y además, porque señalar á ésta un limite fíjo, 
serla imposible observarlo en la práctica, lo que daría ocasión 
á repetidas infracciones de las mismas instrucciones. 



Hemos dicho que el papel del oficial á bordo del buque de- 
tenido, se reduce á examinar los documentos que acrediten la 
nacionalidad del buque y aquellos que justifiquen la naturale- 
za y destino de la carga. 

Asimismo hemos dicho que siendo el buque neutral y con 
destino á un puerto neutral la visita queda terminada, porque 
seria inoficioso que entrara á examinar la naturaleza de la car- 
ga destinada á puerto neutral, desde que cualquiera que ella 
fuera, no sería en ningún caso perjudicial á los beligerantes. 

Pero ¿cuáles son los papeles que acreditan la nacionalidad 
de las naves? 

No hay ningún acuerdo qne determine exactamente cuáles 
son los documentos que deben exigirse para esta comproba- 
ción; por el contrario, la nacionalidad de las naves es fijada por 
las leyes internas de las naciones y por lo tanto eatán sujetas 
á requisitos especiales que varían según las mismas leyes. 

La falta de unidad y de una regla fija ocasionaría en la prác- 
tica serias dificultades y con el objeto de evitarlas se ha esti- 
pulado en la mayor parte de los tratados cque se tendrán como 
buque nacionales de una y otra, todos aquellos que estén pro- 
vistos de una patente del respectivo gobierno expedida en 
conformidad á las leyes del país, y al efecto, las altas partes 
contratantes se comunicarán oportunamente una á otra sus 



(12) Inatrncciones á la escuadra en campafia en la guerra del Pacifico. 
Artículo 8.*^ 
12 



el lugar de coDstrucciÓD, se concederá la nacionalidad & los 
baques que ae constmyan ea el extranjero, siempre qne en el 
país DO hayan los medios para hacerlos, y por la inversa, 
cuando éstos tengan astilleros, negarán la nacionalidad á los 
extranjeros, con el ñn de protejer la indostría nacional. 

Del mismo modo, los que tengan exceso de gente de mar, 
pondrán trabas al enrolamiento de los extranjeros y lo contra- 
rio, cuando carezcan de los marinos necesarios para la tripula- 
ción de sus buques. Por este motivo, por los primitivos regla- 
mentos de navegación de nuestro país se concedían patentes 
de navegación á todo buque, sin atender al lugar de su cons- 
truccíÓQ ni á la composi<»ón de su equipaje, debido á la escasez 
de cbiteuuo ^uú se dedicaban á la merina y á la falta de capita- 
les que se emplearan en la construcción de buques. 

Esta diversidad de requisitos que exigen las leyes de navega- 
ción harán más diñcil el examen de los papeles que acrediten 
la nacionalidad, porque nunca se tomará sólo en cuent» la 
patente de navegación (jue es un documento que fácilmente 
se puede falsificar. Parece que así se ha comprendido porque 
en muchos tratados se establece otra clase de prueba que faá- 
lita el procedimiento y que reviste mayores caracteres de segu- 
ridad. 

La cláusula citada dice asi: 

«Para evitar toda clase de vejamen y abuso en el examen 
de los papeles relativos á la propiedad de loa buques pertene- 
cientes á los ciudadanos de las partes contratantes han conve- 
nido y convienen que en caso de que una de ellas estuviere en 
guerra, los buques y bajeles pertenecientes á los ciudadanos de 
la otra, serán provistos de letras de mar ó pasaportes expre- 
sando el nombre, propiedad y tamaño del buque, como tam- 
bién el nombre y lugar de residencia del maestre ó comandaute, 
á fin de qne se vea que el buque real y verdaderamente pertenece 
á los ciudadanos de una de las partee.» (14) ' 



(M) V¿iU)Be loa BÍgotentes tratados celebrado por Chile: con loa Esta- 
dos Unidos, 18S2, ftrt. 19; coa el Perú, 1836. art. 32; con Noeva Granada, 
1844, art. 21 



— 180 — 

Después de estas explioacionea, podemos ciuducir qae paraexa- 
minar los papeles que acrediteo la Dacionalidad, se atenderá 
ante todo á las estipulaciones de los tratados que liguen á las 
naciones á que pertenezcan ambos buques j si ellos disponen 
que la nacionabilidad se determinará por les respectivas leyes 
de navegación, habrá que atenerse á éstas. 

£1 Utulo 1," de la ley de navegación chilena de 24 de junio 
de 1878, sefialft los requisitos que son necesarios para conceder 
patentes de navegación (15), y el art. 8." dispone que los docu- 
mentos que acreditan la nacionalidad de loa buques, son los 
siguientes: el certificado de maLrlcula, la patente de navega- 
ción, el rol de equipaje y el pasavante, pero este último en los 
casos expresamente determinados por la ley (Ifi). 

Ijuego, si un buque de guerra mejicano, estando su gobierno 
en guerra con otra nación, risita en alte mar un bupue mercan- 
te chileno, examinará los documentos señalados en nuestra ley 



(16) SegAn los términoB de bsta ley, es indifereate qae el boque buj» 
■ido couBtrulilo ea el palé ó en el extranjero, eólo exige ciertos reconod- 
mientoB, según sea que se dediqoe al cabotaje ó al comercio esteríon por 
to tanto, Bun medidas de eegaridad que no tenemos para qué tomar en 
cnenta. 

Keapecto de loa propietarios, se exigen qae sean ciudadanos de- la re- 
pública, pero se permite también que lo sean los extranjeros, siempre que 
tengan casa de comercio establecida en el país ú que ejerzan en él algonK 
profeeián ^ú oficio. A loa chilenos domiciliadoa en el extranjero se les 
permite ser propietarios bajo ciertas condiciones, (Art. i," ) 

Para ser capitán de un buque chileno se requiere estar proristo de ana 
patente especial expedida por la comandancia general de marina, obteni- 
da en conformidad á las disposiciones determinadas por la misma ley. 
(Aria. 62 y 53). 

Por último, la tripulación deberá componeree, por lo menos, de ana 
tercera parte de ciadadanos chilenos. 

TaloB son los requisitos principales qne se exigen para conceder la pa- 
tente de navegación. 

(16) Loa pasavantes se conceden: 

l.o A los buques construidos en el extranjero para qne puedan navegar 
del paerto de construcción á un pnerto de Chile, con et objeto de ser ma- 
triculados en la marina nacional. 

2fi A laa embarcaciones construidas en Chile y destinadas á ser ven- 
didas en puertos nacionales ú extranjeras para qae puedan navegar libre- 
mente hasta el pnerto destinado á la venta. 
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de navegación, porque así lo dispone el tratado celebrado con 
Ohile en 1832. 

Si los buques pertenecen á naciones que han convenido que 
la nacionalidad se probará por pasaportes, etc., sólo éstos serán 

« 

exigidos y si se llevan en la forma estipulada, la visita queda 
terminada. 

Si los buques pertenecen á naciones que no están ligadas 
por tratados, para conocer la nacionalidad, los comandantes de 
los buques beligerantes observarán las instrucciones que hayan 
recibido de su respectivo gobierno. 

En la guerra del Pacífico, se enumeraron conjuntameete to- 
dos los documentos que debían exigirse para comprobar la na- 
cionalidad de un buque y la naturaleza de la carga, pero ha- 
ciendo distinción entre unos y otros, encontramos que para el 
primer objeto se exigían: la patente de navegación, el título de 
propiedad, el rol de tripulación, el diario del buque y ios'cer- 
tificados consulares. 

Algunos de estos documentos concuerdan con los indicados 
en nuestra ley de navegación y los otros, como ser, el diario 
de viaje y los certificados consulares se exigieron por ser de 
gran utilidad para conocer el verdadero destino en caso de fal- 
sificación de la patente ó de los otros documentos. 

El exansen del rol de tripulación es indispensable, cuando la 
nacionalidad no está suficientemente comprobada, porque si 
aquella se compone en su totalidad de subditos enemigos y no 
hay otra prueba que acredite que el buque no lo es, es indicio 
suficiente para creerlo tal y para proceder á su captura. 

En la práctica, estos son los documentos que se consideran 
indispensables para conocer la verdadera nacionalidad y desti- 
no de los buques mercantes. 



Cuando el buque es neutral y se dirige á un puerto enemigo, 
el oficial encargado de practicar la visita debe pedir que se le 
presenten los documentos que acrediten la naturaleza de la car- 
ga y si de ellos resulta que no hay contrabando de guerra, la 
visita queda terminada. 
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Los papelea que acreditan la i 
ser de distintas especies j como 
longar demasiado la detención ( 
los mismos tratados indicados i 
los buques vayan cargados isen 
contengan los pormenores del 
donde salió el baque, paia que 
bordo efectos prohibidos ó de c 
serán expedidos por los o&cialeí 
buque en la forma acostumbrad 

Caben aquí las mismas cose 
de idénticas disposicioDes refer 
boques, de modo que al referín 
volvemos á repetir que esta dis] 
la visita, porque bastará un sol 
naturaleza de la carga. 

Cuando en los tratados no se i 
ditan la naturaleza del cargamei 
plia libertad para señalarlos. 

Los papeles que se han creú 
han sido siempre los mismos en 

1." Las letras de mar, 

2." El contrato de fletameuto, 

3." Los conocimientos. 

En la guerra del Pacífico laa 
(ñones de examinar estos pápele 
Bulares que son de gran importe 

Creemos conveniente agregai 
baques mercantes chilenos tjen 
para su examen, además de los 
mente, los libros de cuenta y las 
están obligados á llevar en sus ^ 
ea para efectos comerciales, nad 
tados en tiempo de guerra, pi 
mayores pruebas acerca de la n 

(17) Véaae Código de Comercio, it 
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Si los papeles que se han examinado, están llevados en de* 
bida forma y de ellos se deduce claramente la naturaleza del 
cargamento, la visita debe terminar en el acto, ya sea dejando 
al buque en libertad ó deteniéndolo para que sea juzgado en 
caso que haya motivo para ello, porque si el fin que se persi- 
gue con la visita, se ha obtedido por el examen de los papeles, 
no hay razón para qué ejercer un acto arbitrario, sin resultado 
favorable para el beligerante. 

A este respecto, los reglamentos son terminantes y nos bas- 
tará recordar que á los comandantes de los buques chilenos en 
la guerra de 1879, se les recomendó que ni en el caso de que 
apareciere de los papeles que á bordo hubiesen artículos de 
contrabando, podía precederse á abrir escotillas, armarios ni 
cajones, con el fin de ver si habían otras mercaderías sospecho- 
sas. (18) 

El único caso en que se justifica el registro del buque, es 
cuando los papeles no comprueben suficientemente la nacio- 
nalidad del buque ó la naturaleza de la carga ó cuando hayan 
fuertes indicios para sospechar que el buque es enemigo ó que 
trasporta contrabando de guerra. 

Los publicistas se han dividido en esta apreciación y los que 
no lo aceptan, se fundan en los abusos á que esta medida puede 
dar lugar. En cambio haremos algunas observaciones para pro- 
bar que el registro del buque es necesario en determinados ca- 
sos y que esta medida redunda en beneficio de los mismos neu- 
trales. 

En efecto, supongamos un buque que no tenga sus papeles 
en debida forma y que los conocimientos de la carga, no la 
especifiquen claramente. En este caso, el beligerante encontrará 
en la falta de corrección de los papeles, un indicio para temer 
ocultación de artículos prohibidos y estos temores tendrán 
caracteres de mayor gravedad cuando el buque no se detuviere 
á la intimación para hacerlo, ó cuando aparezcan papeles do- 
bles, etc. 

Presentados los hechos en esta forma, el beligerante tendría 

(18) Art. 13. 
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derecho para detener al buque como sospechoso y para enviarlo 
á un puerto de su nación para que sea juzgado. Allí quedaría 
detenido el tiempo necesario para probar su inocencia j si este 
procedimiento que no ha sido nunca discutido, ocasiona múlti- 
ples perjuicios provenientes de la demora de los trámites de un 
juicio, ¿acaso no es preferible un registro rápido, un retardo 
de unas cuantas horas para probar la nacionalidad del buque 
ó la naturaleza de la carga? 

Dudamos que haya un capitán de buque que estando seguro 
de la inocencia del cargamento que trasporta y que no hubiera 
podido comprobarlo por los documentos respectivos, prefiera la 
detención del buque, antes que el registro del cargamento. Por 
estas razones, encontramos preferible la opinión de los numero- 
sos publicistas que aceptan el registro de la nave, siempre que 
hayan suposiciones graves (19). 

En la práctica, siempre . se ha ejercitado el registro, y refi- 
riéndonos á nuestro país, podemos decir que así como fué 
prohibido terminantemente cuando los papeles no dejaran du- 
da acerca de la naturaleza de la carga, se ordenó que fueran 
detenidos y sometidos á escrupuloso examen: 

1.0 Todo buque que por la construcción de su casco, por su 
distribución interior ó por otras circunstancias especiales no 
dejara duda de que había sido construido para la guerra, 
aunque apareciere como mercante y su carga no fuera contra- 
bando de guerra, etc; 

2.^ Los que llevaran documentos dobles ó falsificados. 

3.^ Los que carecieran de -la documentación requerida por 
los reglamentos del país de su nacionalidad. 

4.^ Los que no detuvieran su andar cuando fueran intima* 
dos á ello por un buque de nuestra escuadra. 

b,^ Los que se resistieran al registro de aquellas partes del 
buque donde se sospeche que haya contrabando de guerra. 

6.^ Los que arrojaren papeles al agua. (20) 



(19) Bluntschly, obra citada^ art. 822. 
Calvo, id. id., § 2939, inc. último. 

(20) Instrueciones citadas, art 2.* 
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Tenemos conocimiento que en el curso de la guerra, varios 
vapores mercantes fueron sometidos al registro y de los docu«« 
cumentos que hemos podido obtener, nos consta el caso del 
lélay. 

£1 jefe de la escuadra chilena tuvo noticias que en uno de 
los vapores que hacían la carrera entre Panacná y el Callao 
iban á ser trasportados cierta cantidad de billetes destinados at\ 
gobierno del Pr-rú, y con el objeto de impedir que llegasen á 
poder del enemigo ordenó que la corbeta Ghacabueo de esta- 
ción en Chimbóte, practicara con especial cuidado el examen 
de los papeles de los buques que visitara. 

Cuando fueron examinados los conocimientos de la carga del 
Islay^ se encontró una partida de cajones, manifestada bajo el 
rubro de papeles timbrados. La nomenclatura de esta merca- 
dería y el aviso que tenia del jefe de la escuadra, hizo caer en 
sospechas al oficial que practicaba la visita, de que estos pape- 
les podían ser los billetes que se perseg\iían. 

Las presunciones eran, pues, perfectamente fundadas y para 
desvanecerlas ó comprobarlas, era necesario proceder al regis- 
tro de esos cajones. En un principio el capitán se negó á ello, 
pero al fin accedió y ya se sabe, que abiertos, resultaron con- 
tener ios billetes que se perseguían. 

E'ite caso pr:ietico, pone de manifiesto la. importancia que 
puede tener el registro de los buques sospechosos y no está 
demás agregar, que el registro del Islay, no dio lugar á recla- 
mación de ningún género. 



Réstanos hacer algunas observaciones referentes á la forma 
en que deben practicarse las visitas. 

D-'sde luego, se recomienda que el oficial encargado de esta 
comisión suba acompañado de dos ó tres individuos. Esta de- 
terminac'ón, no tiene importancia en el sentido de que prote- 
jan la vida del oficial, tanto porque dadas (as prácticas de l6U9 
guerm» no hay temor de que se cometa un acto de barbarie, 
como en el supuesto de que así fuera, ese escaso número 



Un procedí mieQto de eBta naturaleza ea inaceptable y dea- 
graciadamente tenemos noticiaB que eetos abusos se cometieron 
en la guerra civil de 1891. 

Ea aquella época, el miniatro alemán reclamó ante el go- 
bierno del señor Balmaceda de la manera como laa autorida- 
des de Talcahuano practicaban la visita y registro á los vapo- 
res alemanes procedentes de los paertos ocupados por los revo- 
lucionarios, haciendo aubir á bordo fuerza armada y procedien- 
do desde el primer momento al registro del buque. El gobierno 
que ignoraba en absoluto estos desmanes, hubo de dar satis- 
facciones y ordenar que ae observara al procedimiento correcto 
y establecido por el derecho. 

El examen de loa papeles debe hacerse en forma correcta 
sin detener inútilmente al buque por la falta de un documento 
siempre que loa demás suplan esta falta ó se den ezplicacionea 
satisfactorias que justifiquen su pérdida ó extravio. 

Asimismo es una medida muy conveniente para los nentra- 
les que el oñdal encargado de practicar la visita deje constan- 
cia escrita en los papelee del buque, con todos loa detalles que 
justifiquen el lugar en que ésta ha tenido lugar y las observa- 
ciones que le haya sugerido. De esta manera, ai el buque antea 
de llegar al termino del \'iaje, vuelve á encontrarse con otros 
naves del mismo beligerante, á éste le bastará tomar nota del 
certificado, para no entrar nuevamente al examen de los papelea . 



Nos toca examinar los casos en que como consecuencia de 
la visita, procede el apresamiento del buque. 

(21) Mozo, obra ciUda, pág. 567. 
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Esta tiene lugar siempre que pertenezcan á la nacionalidad 
del enemigo, salvo determinadas excepciones que indicaremos 
más adelante. 

En cuanto á los buques neutrales, es lícita la captura en los 
casos siguientes: 

1.^ Sr oponen resistencia á la visita; 

2.^ Si la neutralidad del buque ó de la carga no aparece com- 
probada de los documentos respectivos; 

3.^ Cuando haya lugar á graves suposiciones, como por 
ejemplo, cuando tenga sus papeles incompletos ó dobles, ó 
cuando se arrojen algunos de ellos al mar, etc.; 

4.^ Si se trasportan con destino al enemigo tropas ó despa- 
chos oficiales y en general artículos de contrabando que coi]a- 
prendan las tres cuartas partes del cargamento; 

5.® Si intentan violar un bloqueo legalmente establecido. 

En la momenclatura anterior hemos comprendido todos 
los casos en que, según los principios expuestos por los publi- 
cistas y sancionados por la' práctica de las naciones, se consi- 
dera lícita la captura de los buques neutrales. (22) 

Entraremos en algunos detalles sobre los tres primeros nú- 
meros, que en cnanto á los dos últimos, referentes á los apre- 
samientos por trasporte de contrabando ó por violación de 
bloqueos, creemos suficiente lo dicho en los capítulos que tra- 
tan sobre estas materias. 

h^ Si oponen resistencia á la visita. Antiguamente se estimaba 
como causal suficiente para legitimar la captura, que el buque 
emprendiera la fuga cuando se le notificara la visita, pero 
á medida que se han ido perfeccionando las prácticas de las gue- 
rras y señalando el rol que en ella desempeñan los beligeran- 
tes y los neutrales, se ha establecido una diferencia importan- 
te entre la resistencia pasiva y la activa, ó sea, entre la simple 
fuga y la resistencia armada. 

En el primer caso todo buque que trata de sustraerse á la 



(22) Bello, obra citada, parte II, cap. VIII, § 10 

Bonfils, obra citada, § 1674. -Heffter, obra citada, § 171, pág. 414.— Fio- 
re, obra citada, tomo III, § 1644, pág. 6Sl. 
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visita, comete una infracción á los deberes qae tiene qae cum- 
plir como neutral y para que los derechos de los beligerantes 
no queden burlados, se les autoriza para obligarlos por la fuer- 
za á que se sometan á su ejercicio. 

La 4uga puede estimarla el beligerante como un indicio de 
que el buque es enemigo ó de que trasporta contrabando de 
guerra pero estoq indicios pueden ser desvanecidos por los 
papeles del buque. Por eso se ha considerado como límite de 
la pena señalada á los que tratan de escapar á la visita, los 
perjuicios que puedan sufrir durante la fuga, sin que el belige- 
rante sea responsable de las averías que les ocasione. Recono- 
cerles el derecho de capturarlos cuando puedan comprobar 
la neutralidad de la nave y del cargamento, sería conceder á 
los beligerantes jurisdicción sobra los neutrales. 

Cuando el buque no se ha limitado á una resistencia pasiva, 
sino que resiste y aún hace fuego sobre el beligerante, la cues- 
tión cambia de aspecto. Ya no habrá para qué examinar los 
papeles, desde que éstos aunque comprueben la neutralidad 
del buque, iio inñuirán el en resultado. El buquo por el hecho 
de cometer actos de hostilidad se ha convertido en enemigo y 
por lo tanto debe ser tratado como tal. 

Esta diferencia, entre la resistencia activa y pasiva ha sido 
establecida por los principales tratadistas (23), aunque parece 
problemático que dada la débil construcción de las naves mer- 
cantes, llegue á presentarse el caso en que resistan á los buques 
de guerra. 

Las ordenanzas de todas las naciones autorizan la captura en 
caso de resistencia formal y tal es la disposición que se consig- 
na en las instrucciones dadas á las escuadras beligerantes en 
la guerra de Oriente de 1854, en la separatista de Estados Uni- 
dos de 1860 y en la franco prusiana de 1870. 

En las instrucciones dictadas á los corsarios con motivo de 



(23) Calvo, obra citada, tomo V, § 2961. 
Fiore, id. id. tomo III, § 1650. 
Ortolan, id. id. tomo II, pág. 260. 



la guerra coo España se les autorizó para apresar todo ba- 
que que resistiera ó pretendiera evadirse á la visita. (24) 

En la guerra de 1879 sólo se autorizó para apresar á loa na- 
ves que se defendieren de un buque de guerra chileno que in- 
tentara visitarlas y para detener como sospechosa á tas que no 
detuvieren «u andar, cuando fueran advertidas {25}, Por consi- 
guiente, en este último caso, si los buques comprobaban su 
nacionalidad, quedabau en libertad de seguij* viaje. 

Dada la unanimidad con que e^^tá reconocido el derecho de 
visita, dudamos que haya capitán de buque que quiera expo- 
nerse á ser destruido emprendiendo la fuga, siendo que el de- 
recho de visita practicado en forma conveniente no ocasiona 
perjuicio alguno. La faga será siempre un recnrso extremo 
que tentarán los buques mercantes enemigos por librarse de 
caer ea manos del otro beligerante. 

2.° Si la neatrcUidad del buque 6 de la carga no aparece com- 
probada de los documentos respecíivoa. Todas las ordenanzas re- 
conocen la necesidad de que los buques estén provistos de los 
documentos que acrediten ios dos puntos arriba indicados. 

En el lugar correspondiente los hemos señalado como asi- 
mismo los medios de prueba más usuales. Los documentos que 
acreditan la nacionalidad del buque ó la naturaleza de la carga 
son indispensables para saber si tienen derecho á llevar el pa- 
bellón que enarbolan ó si trasportan contrabando de guerra, y 
es natural que 81 carecen de los papeles que acrediten una y otra 
cosa, no puede negarse el derecho de los beligerantes para cap- 
turar esas naves y para conducirlas á un puerto de su nación 
para que sean juzgadas. Eaeste puntees necesario proceder 
con mucha circunspección, y no rechazar cualquiera prueba 
que supla la falta de tal ó cual documento. 



(24) 8e hftbrá ootado que en mncbas ocaaíoneB hemos hecho mencián 
de estas instracciones, á pesar de que aneatro gobierno uo coucedió pa- 
teutes de corso en el curso de esta gaerra, pero debemos advertir que por 
disposición suprema se ordenó que estas mismas mstmccíoues faersa 
observadas por la escuadra, siendo éste el motilo porque las hemos cita- 
do siempre qne hemos tratado de esta guerra. 

(2&) Inatruccionea citadas, art. 1.° nám. &.o y art. S." núm. i.^ 



(36) Véase Reglamento del Corso, srt. 31 
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de los baques que carezcan de los documentos necesarios para 
acreditar la nacionalidad ó de aquellos en que está de mani- 
fiesto que llevan indebidamente bandera neutral. Á este res- 
pecto, debemos llamar la atención que estando sujeto á cap- 
tura todo buque que navega con bandera enemiga, aunque 
pertenezca á neutrales establecidos en el país beligerante, éstos 
en el deseo de impedir que caigan en pcider del enemigo, acos- 
tumbran disfrazar la nacionalidad solicitando pasavantes del 
Cónsul de una nación neutral que generalmente los conceden 
por un tiempo determinado. Con esta autorízacióa creen legíti- 
mo el uso de la bandera neutral y por lo tanto, exento de la 
captura el buque que la enarbola. 

Al tratar de la nacionalidad hemos dicho que la autorización 
para enarbolar la bandera de la nación es una facultad propia 
de la autoridad suprema del país y según el principio más 
aceptado, los cónsules sólo están facultados para conceder pa- 
savantes con el único objeto que las naves mercantes puedan 
llegar á un puerto de su país con el fin de obtener su incorpo- 
ración en la matrícula naval. 

Por consiguiente cuando se encuentra un buque navegando 
con bandera neutral y al examinar sus papeles se vé que sólo 
tiene un pasavante expedido por un Cónsul establecido en el 
país enemigo, ese buque debe ser capturado, tanto por no te- 
ner los papeles que acrediten su nacionalidad, como porque la 
existencia del pasavante es una prueba evidente que el buque 
es enemigo. De otro modo, si los cónsules estuvieran facultados 
para conceder la nacionalidad á los buques, los derechos de los 
beligerantes referentes á la captura de la propiedad enemiga, 
serian ilusorios. 

En el curso de la guerra del Pacífico, ambos contendientes 
capturaron varias naves que habían obtenido pasavantes de 
cónsules extranjeros. 

En el mes de agosto de 1879, se presentó Don José A. de la 
Jara denunciando que en el puerto de Coronel había fondeado 
procedente de los puertos del Perú, la barca José F. Serdio^ con 
bandera de Nicaragua y que esta misma barca había salido de 
Chile con bandera peruana días antes de declararse la guerra* 
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Las autoridades acogieron este denuncio y ordenaron la 
visita de la nave. Una vez efectuada se comprobó que á bordo 
no exisíia otro documento para acreditar su nacionalidad que 
un pasavante concedido por el término de un año por el cónsul 
de Nicaragua en el Callao, dentro de cuyo plazo debia dirigirse 
á ese país, con el objeto de inscribirse en la matrícula de la 
marina mercante. 

La captura de la nave fué á todas luces legal, porque estando 
los cónsules facultados para conceder pasavantes para los efectos 
del viaje hasta un puerto de su nación, la presencia del buque 
en a^as chilenas, estaba demostrando que sus propietarios lo 
habían solicitado como un ardid para disfrazar su nacionalidad. 
Aún más, ni siquiera el pasavante era. legítimo porque el go- 
bierno de Nicaragua desconoció á sus có&sules la facultad de 
concederlos y había anulado algunos expedidos por el mismo 
cónsul en el Callao, declarando que sólo protegería y recono- 
cería como de su nación á los que hubieren obtenido la pa- 
tente del ejecutivo nacional, y de todos estos antecedentes se 
tenía conocimiento en Chile por haberse publicado en la Ga- 
ceta Oficial de Nicaragua el 31 de marzo de 1879. 

En consecuencia, el buque era enemigo y este carácter que- 
dó comprobado por la falta de papeles que justificaran su 
nacionalidad y por el hecho de tener su tripulación compuesta 
en su totalidad de peruanos. El tribunal competente declaró 
legítima la presa. 

Por su parte el gobierno del Perú procedió de la misma ma- 
nera en esta guerra. El 20 de julio de 1879, la corbeta Unión 
capturó frente á Chafiaral al bergantín Sancy JacJc que enar- 
bolaba bandera nicaragüense. Sometido que fué á la visita 
sólo presentó para acreditar el uso del pabellón, un pasavante 
expedido por el cónsul de esa nación en Valparaíso, á la orden 
del ciudadano chileno Don Rafael Barazarte, documento sin 
valor porque el gobierno había declarado nulos los pasavantes 
expedidos con posterioridad al 5 de noviembre de 1878. 

El Huáscar apresó en el curso de esta guerra á las barcas Ade- 
laida RojaSy Adriana^ Príscüla y Emüia, todas ellas pertene- 
cientes á ciudadanos chilenos pero navegando con pasavantes 
13 
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del cónsul de Nicaragua, y por lo cual fueron declaradas legíti- 
mas presas, sin que estas capturas dieran lugar á ningún 
reclamo de parte del gobierno de esa nación. 



Terminaremos este capitulo tratando de la excepción del de- 
recho de visita sobre los buques que navegan convoyados. 

Antiguamente el procedimiento de las visitas ocasionaba á 
los neutrales enormes perjuicios, provenientes de los abusos 
que cometían los beligerantes ó de los retardos que les ocasio- 
naban inútilmente. 

Las potencias neutrales idearon el medio de evitarlos, sin 
menoscabar en nada los derechos de los beligerantes, haciendo 
escoltar sus naves mercantes por un buque de guerra. De este 
modo, garantizando el jefe del convoí la neutralidad de sus 
noves y la inocencia de los cargamentos, se evita una demortí 
innecesaria y los beligerantes obtienen el mismo resultado que 
si hubieran practicado la visita. 

El uso de hacer escoltar las naves mercantes es una práctica 
muy antigua. En la Edad Media se implantó con el fin de li- 
brar al comercio de los ataques de los piratas, pero fué en 
el siglo XVII cuando se hizo uso de él para impedir las vi- 
sitas. 

En aquella época, la Suecia fué la primera nación que se re- 
solvió á ponerlo en práctica, dando órdenes á los comandantes 
de los buques que resistieran por la fuerza á la visita de laa 
naves escoltadas. Algunas naciones del Báltico lo estipularon 
en diversos tratados y Holanda no pudo obtener que Inglaterra 
lo aceptara en una convención llevada á cabo por esos mismos 
afíos. 

Las guerras de los siglos XVII y XVIII nos presentan ejem- 
plos de numerosas capturas de buques neutrales convoyados, 
llevadas á cabo por la escuadra inglesa, por el solo hecho de 
haberse negado el comandante del buque de guerra que se 
practicara la visita sobre los buques convoyados. 

En 1800 se renovó la segunda neutralidad armada entre Ru- 



sia, Suecia, DÍQamarca y Praaia, y en esa conTencióa se estable- 
ció que la declaración del jefe convoyante de que las naves no 
llevaban contrabando, debía baatar para qae no se visitaran 
esos buques, pero desgraciadamente esa cuádruple alianza bas- 
tante poderosa para bacer respetar sus derechos, fué de corta 
duración. 

En las guerras de 1801 se suscitó de nuevo la cuestión, dando 
lugar á repetidos actos de violencia de parte de Inglaterra. Por 
Qn, el gobierno de ese país concluyó por imponer su voluntad 
á las potencias del norte, obligándolas á ñrmar un tratado en 
el cual si bien se reconocía que los buques mercantes estaban 
exentos de la visita cuando fueran convoyados, se reservaba en 
cambio el derecho de examinar loa papeles á bordo del buque 
convoyante y aún el de visitar todas las naves, cuando á juicio 
del visitante no considerara suficiente las pruebas presenta- 
das (27). 

En el día, la mayor parte de los tratados y la práctica obser- 
vada por las naciones rechazan el derecho de visita sobre los 
buques convoyados y al efecto podemos citar que en algunos 
tratados celebrados por Chile como también en las instruccio- 
nes impartidas á nuestra escuadra en tiempo de guerra se ba 
reconocido «que terá bastante la declaración verbal del coman- 
dante del convoy, bajo palabra de honor, que los buqnes que 
va protegiendo pertenecen á la nación cuya bandera llevan y si 
se dirigen á un puerto enemigo, que dichos buques no tienen á 
BU bordo contrabando de guerra* (28). 

En el mismo sentido se han pronunciado la mayoría de los 



(27) Víase Wheaton. Sutoria de Ui pngretot del derecKo de gente». Tn- 
dacclón de Carloe Calvo, Parla, 1861.— Ortolan, obra citada, tomo II, cap. 
VH, paga. 369 j ugoientes.— Adaa, obra citada, Lección XXXVTI, pifa. 
19t j aiKnieiitea. 

(S8) Véanse loe eigaientea tratado* celebrados por Chile: 

Con Batadoa Vnidoa, Art 80, 1834. 

Con Naeva Granada, Art. 33. 1844. 

Con Francia, Art. 17, 1846. 

Con Bélgico, Art 21, 1868. 

Art 6.e de lae inatmccionee de 17 de Diciembre de 1680. 



publicistas (29), salvo excepciones hechas de loa autores ingleses 
que, consecuentes con la práctica observada por su nación, no 
consideran licito que los buques mercantes se pongan al abrigo 
del convoy paca librarse de las visitas (30), pero esta teoría no 
tiene en su apoyo ningún fundamento que la justifique, por lo 
cual, los tratados y la práctica han dado el triunfo á la doctri- 
na opuesta. 

Con esta medida, los intereses de los beligerantes no han 
sido absolutameate lesionados. Desde luego sabemos que el 
derecho de visita se ha reconocido con el objeto de conocer la 
nacionalidad de los buques y en caso que sean neutrales saber 
n tienen í bordo contrabando de guerra, pero para toner una 
garantía de la nacionalidad y de la naturaleza del cargamento, 
ha sido necesario reconocer el derecho de examinar loa pape- 
les, porque ha sido muy común enarbolar un pabellón distinto 
del de la verdadera nacionalidad. 

Mientras tanto, esta misma garantía la obtiene el beligerante 
ein necesidad de practicar la visita sobre los buques convo- 
yados, porque el único objeto que persiguen los gobiernos neu- 
trales que hacen escoltar sus buques mercantes, es evitar per- 
juicios inútiles al comercio, pero tomando todas las medidas 
necesarias para que las naves que gozan de esta ventaja no 
violen ta neutralidad. Para conseguir eae resultado, los autori- 
dades intervienen directamente en el embarque de la carga y 
sólo permiten que formen parte del convoy aquellos buques 
que no trasportan contrabando de guerra. 

Dadas estas explicaciones, no puede negarse que la declara- 
ción que hace el comandante de un convoy presta á loa belige- 
rantes mayores garantías que el examen mismo de los papelee. 
Ed el primer caso, el jefe convoyante sabe desde el momento 
de hacerse á la mar, que las autoridades han tomado las medi- 
das necesarias para que no se embarquen artículos de contra- 



(89) Hozo, obra citada, pág. 671.— Heffter, id id. § 170, pig. 413.— Han- 
teufeuille, id id., tomo III, cap. ni, p^. 112 i 165.— Ortolan, tomo II. 
pág. 271. 

(30) Trarera Twiee, obra citada, tomo II, cap. V, § %, pág. 176. 
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bando, porque es fácil suponer que un gobierno neutral no se 
prestarla á amparar un fraude de esta especie ootrtra un go- 
bierno amigo. En cambio, el examen de los papeles no puede 
evitar los abusos y tenemos numerosos ejemplos de falsificación 
ú ocultación de los documentos, que acreditan la naturaleza 
del cargamento y en la mayoría de los casos el visitador carece 
de los medios de comprobarlo. 

De manera, que la declaración del comandante defl convoy 
debe inspirar completa garantía al beligerante y cá este testi- 
monio debe el beligerante prestar entero crédito, pues lo con- 
trario sería inferir una ofensa á la lealtad de la nación á que 
los expresados buques pertenecen y que representa el jefe del 
convoy.» (31) 

La regla anterior no es prudente aplicarla á los buques 
neutrales que se agregan á un convoy que se encuentra en 
viaje. 

Los publicistas reconocen el derecho del beligerante para 
practicar la visita sobre estos buques (32). No sería correcto 
que el jefe del convoy lo impidiera porque habiendo salido de 
su país con la comisión de escoltar cierto número de buques 
que se determinan en sus instrucciones, no podría por sí mis- 
mo responder de otras naves que ignora cuál es la naturaleza 
del cargamento, que puede muy bien ser de contrabando de 
guerra. 

Asimismo no hay razón para exceptuar de la visita á los 
buques que son escoltados por otro de guerra de distinta nacio- 
nalidad á la del resto del convoy. 

La excepción de las visitas á los buques convoyados por uno 
de guerra de la misma nación, inspira garantía de que ese go- 
bierno habrá tomado todas las medidas necesarias para impe- 
dir la violación de neutralidad, pero esa seguridad desaparece, 
tratándose de buques pertenecientes á otra nación. 

Un gobierno puede responder de la conducta de sus subditos, 
puede impedir que sus nacionales violen los deberes de la neu- 



(31) Mozo^ obra citada, pág. 571. 

(32) Blontschly, obra citada, artículo 826 



tralidad, pero no puede resj 
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Respecto del hecho de ni 
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CAPITULO IX 



Bloqneos 

SUMARIO.— Nociones generales.— Fundamentos del derecho de blo- 
queo. — Diversas doctrinas sostenidas por los publicistas. — 
Consideraciones sobre estas teorías.— Los bloqueos para ser 
obligatoríos deben ser efectivos. — ¿Qaé se entiende por blo- 
queos efectivos? — Opiniones de los publicistas. — Perels» 
Bluntschly, Ortolan, etc. — Disposiciones de los tratados á este 
respeao. — Neutralidad armada de X780 y de 1800. — ^Tra- 
tado de París de 1856.— Tratados celebrados por Chile con 
los demás pabes. — Práctica de las naciones. — Principales 
bloqueos ficticios. — Práctica observada por Chile. •— Blo- 
queos ficticios de los puertos chilenos en 18 18. — Id. de los 
puertos peruanos en 1819.—^ Instrucciones y decretos de 
Lord Cochrane. — £1 general Santa Cruz decretó el bloqueo 
de las costas de Chile en 1838. — Bloqueo del Callao, Chorri- 
llos y Ancón por la escuadra chilena (abril 1838). — El gene- 
ral Bulnes estableció el bloqueo efectivo del Callao (setiem- 
bre 1838). — Obstáculos presentados por los representantes 
extranjeros para llevar á cabo esta medida.— Examen de la 
cuestión, — Solución de las dificultades. — Bloqueos sostenidos 
por la escuadra chilena en la guerra de 1879. — Los pu- 
blicistas consideran ficticios estos bloqueos. — Esta afirma^ 
ción carece de fundamento. — Estudio detallado de los bloqueos 
de Iquique, Arica, Moliendo, lio y del Callao, según las ins- 
trucciones dictadas por el gobierno y los partes de los jefes de 
la escuadra. — Estos antecedentes comprueban que los bloqueos 
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fueron efectivos. — Consideraciones generales que justíficín 
esta apreciación. — Bloqueos durante la guerra civil chilena de 
1 89 1. — ¿Pueden ser bloqueadas las costas del litoral enemigo? 
Opinión de Ortolan. — Bloqueos de las costas de los confede- 
rados del Sur en la guerra separatista de Estados Unidos en 
1864. — Bloqueos de las costas de Cuba en la guerra hispano- 
americana de 1898. — ^¿Cuáles son los lugares susceptibles de 
ser bloqueados? — Puertos. — Opiniones de los publicistas. — 
Desembocaduras de los rios. — Opinión de Heffter, Bonfils, 
Ortolan, Rosse, etc. — Práctica de las naciones. — Puertos na- 
cionales.^Opinión de Fiore.— Casos prácticos. — El decreto 
del presidente Balmaceda clausurando los puertos ocnpados 
por los revolucionarios equivale á un bloqueo de papel. — An. 
tecedentes de esta cuestión. — Protesta del ministro alemán. — 
Arregló satisfactorio de las dificultades creadas con el decreto 
de clausura. — Consideraciones sobre el alcance de esta medida. 

— Notificación del bloqueo.— Diversas formas de notificación. 

— Notificación á las autoridades del puerto bloqueado. — 
Opiniones de los publicistas. — Disposiciones de los tratados 
y de las ordenanzas de las naciones á este respecto. — 
Notificación diplomática y especial. — Consideraciones ge- 
nerales sobre la importancia de las notificaciones. — Prác- 
tica de las naciones. — Disposiciones de los tratados ce- 
lebrados por Chile con los demás países. — En los blo- 
queos de los puertos chilenos establecidos por los españo- 
les en 18 18 no los precedieron de notificación alguna. — 
Notificación diplomática y especial según las instruccio- 
nes de la campaña de 1836. —* Notificación del bloqueo 
del Callao en 1838. — Id. del bloqueo de Valparaíso eñ 
1866.-— Formalidades de las notificaciones en los bloqueos 
de la guerra de 1879. — Id. en la guerra civil de 189 1. — Efec- 
tos de los bloqueos. — Los buques de guerra neutrales, los de 
la cruz roja y los mercantes en peligro quedan exceptuados de 
la prohibición de entrar. — Casos prácticos ocuriidos en la gue- 
rra del Pacífico. — Plazo que se concede para que puedan salir 
á los buques que entraron al puerto antes del bloqueo. — ^Exa- 
men de las disposiciones de los tratados y de la práctica segui- 
da por Chile. — Otras concesiones. — ¿Violación del bloqueo? — 
¿Cuáles son los actos que constituyen la violación del bloqueo? 
— Jurisprudencia inglesa. — La violación de un bloqueo impor- 
ta la ejecución ó tentativa de ejecución de un hecho real y 
efectivo, etc. — Opinión de Bello, Bluntschly y otros autores. 
^Requisitos necesarios para la validez de la pena. — Opiniones 
de los publicistas. — Consideraciones generales. — Práctica ob 
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servada por Chile. — Disposiciones de las instrucciones á la 
escuadra chilena en la guerra de 1879. — Captura de la Motí" 
roe. — Id. de la Petronila, — ¿En qué momento es válida la cap- 
tura de un buque que ha violado un bloqueo? — Diversas 
apreciaciones de los publicistas. — Práctica generalmente acep- 
tada. — Penas que se aplican por la violación del bloqueo. — 
Confiscación del buque y del cargamento. — Un bloqueo ter- 
mina por el retiro de las fuerzas que lo sostienen. — ^¿La 
ausencia temporal de las fuerzas bloqueadoras importa la ter- 
minación del bloqueo? — Cuestiones á que da lugar la ausen- 
cia temporal de los buques. — Diferencia entre el alejamiento 
ocasionado por el mal tiempo y por la presencia de las fuer- 
zas enemigas.— Casos prácticos. — Práctica seguida por Chile. 
— Conclusión. 

La libertad del comercio de los neutrales sufre una limita- 
ción importante con los bloqueos, que consisten en la inte- 
rrupción de toda comunicación entre los puertos ó el litoral de 
una nación y la alta mar, pero, cumpliendo el beligerante con 
los requisitos de efectividad y de notificación que son necesa- 
rios para hacerlos obligatorios. 

Esta medida, junto con ser aceptada por los publicistas, ha 
sido puesta en práctica en todas las guerras y es necesario re- 
conocer que es una operación de guerra necesaria porque tien- 
de á disminuir los medios de defensa del enemigo y tiene ade- 
más la ventaja de evitar el derramamiento de sangre y la 
destrucción de las propiedades. 

El fundamento de la prohibición de comerciar con los luga- 
gares bloqueados ha sido un punto muy discutido por los pu- 
blicistas y se han hecho valer en su apoyo, razones que han 
sido detenidamente estudiadas, las que nos limitaremos á dar 
á conocer para facilitar el estudio de tan importante materia. 

Algunos autores consideran la interdicción del comercio con 
los puertos bloqueados como una consecuencia de la conquista 
del mar territorial enemigo (1), ó de la ocupación militar de 
una parte del mar (2). 

(1) Haateíenille, obra citada, tomo II. titolo IX, pág. 180. 

(2) Ortolan, obra citada, tomo II, págs. 293 y 296. 
Fiore, obra citada, tomo UI, § 1608. 



LoB partidarios de estas teorías sostienea que con los blo- 
queos se opera ana sasütación de soberaoia en loa lagares blo- 
queados á consecuencia de la cooquísta del mar territorial 6 de 
la ocupación de una parte de ¿I j de aquí deducen, que el beli- 
gerante puede proceder como lo estime conveiiiente. Mas, ambas 
teorías no tienen fundamento serio como podremos demostrarlo 
á la ligera. 

En primer lugar, para que haya conquista, se requiere que 
baya un objeto susceptible de ser conquistado. El mar no pne- 
de serlo y si se reconoce sobre el mar territorial los derechos 
de soberanía, es únicamente al gobierno que tiene el dominio 
de las tierras que las circundan y sólo como un accesorio de 
ellas. Por consiguiente, no teniendo el beligerante que mantie- 
ne el bloqueo, ni el dominio, ni la posesión de ellas, no puede 
ejercer sobre esas aguas, loa derechos inherentes á la sobe- 
ranía (3). 

La ocupación tampoco puede dar los derechos completos de 
la soberaaia, sino el ejercicio de medidas provisorias, uecesariaa 
para su propia seguridad. 

Aún en el supuesto que se ejercieran sobre esas aguas toa de- 
rechos de ocupación, serla necesario que los bloqueos se mantu- 
vieran dentro de los limites del mar territorial y la práctica de 
todas las guerras nos prueban que los buques se colocan fue- 
ra del alcance de los cañones y aún á largas distancias, pred> 
sámente fuera del mar territorial. Por lo tanto, no siendo la alta 
mar, susceptible de conquista, ni de ocupación, esta teoría cae 
por BU base y toda imposición que se estableciera sobre loe 
neutrales, importarla un atentada á la libertad absoluta de loa 
maree. 

Otros autores buscan el fundamento de los bloqueos en la 
necesidad de la guerra, de impedir el comercio del enemigo, si 
se quiere obtener su pronto sometimiento (4). 



(8) H. BoBse, obra citada, pág. 76. 
(4} BluDtaohly, obra citada, art. 837, noU núm. 2. 
Bef ftei, obra c:Uda-— Oeffken, § 151 j nota núm. 3.— Geesaer. Le dnU 
¿a neutret lur mar, págs. 275 7 BÍgníentea. 
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La sola exposición de esta teoría basta para comprender que 
es inaceptable, porque no teniendo el derecho de necesidad, ni 
limites, ni reglas fijas, puede dar lugar á medidas arbitrarias. 

No creemos suficiente para aceptar este fundamento, que el 
derecho de necesidad se halle limitado por las leyes de la míe- 
rra reconocidas por el derecho internacional 6 Lringido es- 
pecialmente á los casos de necesidad absoluta, porque fácilmen- 
te pueden burlarse ambas prescripciones. 

Las dificultades que presentan las teorías que derivan el 
fundamento del bloqueo de los derechos del beligerante, nos 
inducen á considerar más aceptables las opiniones de los autores 
que sostienen que el respeto de los bloqueos tiene el mismo 
fundamento que el que resulta de no trasportar artículos de 
contrabando de guerra, es decir, que proviene del deber de los 
neutrales de abstenerse de toda participación en la guerra. (5) 

En efecto, la neutralidad impone á Jos neutrales la obliga- 
ción de no poner obstáculo á todo acto lícito de los beligeran- 
tes 7 como los bloqueos tienen por objeto debilitar ai enemigo 
para acelerar la terminación de la contienda, es natural que 
deben abstenerse de comerciar con las plazas bloqueadas, 
porque si lo hicieran, burlarían las espectativas del belige- 
rante y faltarían por lo tanto á sus deberes, procurando auxi- 
lios á uno de los combatientes en perjuicio del otro. 



La limitación que sufre la libertad de comercio de los neu- 
trales, proveniente de la prohibición de comerciar con los lu- 
gares bloqueados, es mucho mayor que la que resulta de pro- 
hibir el trasporte de contrabando de guerra; aquélla se refiere 
al comercio total con un lugar dado, mientras que ésta sólo 
interrumpe el de aquellos artículos propios para la guerra. 

Una prohibición tan general, sin reglas fijas, ocasionaba 



(6) Fiore, obra dtada, tomo III, págs. 525 y siguientes. 
Op. de Fauchille. Lt Uocu» mariUme, pág. 26, cita de Bonfils, obra ci- 
tada, § 1609. 
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enormes perjuicios á los neutrales y se hizo necesario que se 
arbitrara algún medio que limitara en cuanto fuera posible 
esos males. 

Con ese objeto, los publicistas primero y el derecho conven- 
cional en seguida, sancionaron la disposición de que los blo- 
queos para ser obligatorios, debían ser efectivos. De ese modo 
se desterraron para siempre los bloqueos ficticios, puestos en 
práctica antiguamente y que tantos males causaron al comer- 
cio neutral. 

Guando una nación ordena una medida de guerra, para que 
los neutrales estén obligados á cumplirla, es preciso que los 
beligerantes tengan los medios de hacerla efectiva, porque 
«admitir la legitimidad de los bloqueos ficticios; seria hacer 
pesar todas las consecuencias de la guerra sobre las naciones 
que están en paz, y conservar todas las ventajas de la paz el 
beligerante que debía sobre todo sufrir las consecuencias de 
las hostilidades que ha provocado. Con este sistema no tendría 
el beligerante que equipar flotas numerosas, su comercio no 
sufriría por la guerra^ porque sus subditos podrían seguir 
manteniendo relaciones comerciales con el enemigo.» (6) 

Como se ve, la efectividad de los bloqueos tiene por objeto 
principal salvaguardiar los derechos de los neutrales, amén de 
evitar otros abusos, provenientes de la práctica de conceder el 
derecho de capturar todo buque por el sólo hecho de hacerse á 
la mar después de notificado el bloqueo, penalidad que tomaba 
el nombre de derecho de prevención y que no guardaba con- 
formidad con la falta. 

En el día, la unanimidad de los autores reconocen la nece- 
sidad de que los bloqueos sean efectivos y rechazan en abso- 
luto los bloqueos ficticios, llamados propiamente bloqueos de 
papel. El derecho convencional marcha de acuerdo con la teo- 
ría dominante y en la práctica se observa con regularidad. 

Antes de seguir adelante, debemos conocer ¿qué se entiende 
por bloqueos efectivos? 

En general, la mayoría de los publicistas, consideran lógi- 

(6) Bosse, obra citada, pág. 85. 
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camente como tales, los que son mantenidos por fuerzas suñ- 
cientos que bagan peligrosa la entrada y salida de los buques. 

Esta disposición general, puede comprobarse con las defini- 
ciones dadas por los autores, algunas de las cuales tras- 
cribiremos á continuación. 

Perels designa con el nombre de bloqueo, cía ruptura de 
toda comunicación entre las costas ó los puertos enemigos y 
el exterior, operada y mantenida por la fuerza armada.» (7) 

Bluntscbly, establece como necesario para considerar efec- 
tivo el bloqueo de un puerto, que estén interceptadas la entrada 
y la salida, ya sea por medio de baterías existentes en la costa, 
ya por buques de guerra estacionados delante del puerto, sin 
exigirse número determinado de buques ni de cañones, pero 
siendo preciso que el enemigo sostenga con fuerzas suficientes 
para poder interceptar el comercio regular de los buques mer- 
cantes. (8) 

Otros publicistas yan más lejos y exigen la presencia de un 
número determinado de buques, señalando la distancia á que 
deben colocarse entre sí y el plan á que deben sujetarse, como 
ser, formando un arco de circunvalación ó estableciendo una 
doble fila de buques, pero esos requisitos no son absolutos y 
son generalmente impracticables, porque como lo dice muy 
bien Ortolan, cía determinación del número de buques nece- 
sarios para mantener un bloqueo, dependerá siempre de la 
naturaleza del lugar bloqueado.» (9) 

De manera, que podemos llegar á la conclusión que para 
considerar un bloqueo efectivo, se requiere que las fuerzas que 
lo mantengan hagan peligrosa la entrada y salida de los bu- 
ques. Esto no quiere decir, que el hecho que una nave logre 
forzar un bloqueo, sea suficiente para declararlo ficticio^ ó vice- 
versa, que la captura de un buque en el momento de hacerse 
el crucero, legitime la denominación de efectivo, á pesar de 



(7) Cita de Mozo, obra citada, pág. 578. 

(8) Obra ciUda, art. 828. 

(9) Obra ciUda, tomo II, pág. 331. 
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que no hayao buques permanentemente estacionados en la 
boca del puerto. 

Como se comprenderá, estas circunstancias han preocupado 
á los publicistas j, á propósito de las dudas que se sugerían, 
Bluntschly, cuja opinión hemos citado repetidas veces, dice á 
este respecto: «Es preciso prevenirse contra los dos* siguientes 
extremos: unos admiten que para que el bloqueo sea real y 
efectivo es necesario que las fuerzas enemigas sean suficientes 
para interceptar de una manera absoluta el comercio con la 
plaza bloqueada, y declarar el bloqueo no efectivo si un sólo 
buque llega á forzarlo sin ser visto ni capturado, y eso pedir un 
imposible; otros van aún más lejos en un sentido diverso, de- 
clarando el bloqueo efectivo cuando un crucero ha logrado im- 
pedir la entrada de algunos buques. (10) 

Pasando de las opiniones de los publicistas al examen de los 
principales tratados, encontramos que en todos ellos se estable- 
ce como condición indispensable de los bloqueos, que sean 
efectivos. 

En los capítulos anteriores hemos llamado la atención hacia 
la influencia decisiva que han tenido en el derecho internacio- 
nal, la neutralidad armada de 1780 y el Tratado de París de 
1856. Ambas convenciones tuvieron por objeto favorecer la 
condición de los neutrales. 

Respecto de los bloqueos, en la primera de las citadas con- 
venciones se estipuló que para considerarlos efectivos, «era 
necesaria la presencia de buques estacionados y suficiente- 
mente próximos que constituyera un peligro evidente la en- 
trada. > 

En la convención de 1800 ó sea la segunda neutralidad ar- 
mada, se determinó que «un puerto no puede ser mirado como 
bloqueado sino en caso que su entrada sea evidentemente pe- 
ligrosa, á consecuencia de las disposiciones tomadas por uno 
de los beligerantes por medio de buques de guerra colocados 
á su proximidad.» (11) 



(10) Obra citada, art 829, nota N. <^ 1. 

(11) Oalvo, ídL id., tomo V, pág. 113. 
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Por último el artículo 4.^ del tratado de Paría de 1856 dice 
textualmente: cLos bloqueos para ser obligatorios deben ser 
efectivos, es decir, mantenidos por una fuerza suficiente para 
prohibir realmente el acceso al litoral enemigo. » 

Los tratados celebrados con posterioridad no han hecho sino 
trascribir la misma cláusula, que ya había sido objeto de aná- 
logos convenios celebrados por nuestro país. En efecto en to- 
dos los tratados celebrados por Chile se estipula que los blo- 
queos deben ser efectivos y en algunos de ellos se agrega, que 
se considerarán tales, caquellas plazas que en la actualidad 
estuvieren atacadas por una fuerza de un beligerante capaz de 
impedir la entrada al neutral.» (12) 

Bajo el punto de vista práctico encontramos que hasta prin- 
cipios de este siglo sólo se emplearon los bloqueos de gabinete, 
llamados así porque se ordenaban por simples decretos que 
pretendían hacerlos obligatorios á los neutrales. Sin embargo, 
en el siglo XVIII se celebraron algunos tratados en los cuales 
se exigía como condición esencial que fueran efectivos y en al- 
gunos de ellos, se llegó hasta determinar el número de buques 
necesarios para ese objeto. 

En la práctica no se seguían las prescripciones de los tratar 
dos, siendo Inglaterra el principal obstáculo, porque no se re- 
solvía á abandonar ninguna de las ventajas de que podría dis- 
poner como beligerante, aunque fueran perjudiciales á los 
neutrales. 

La historia de las guerras marítimas nos presentan ejemplos 
de numerosos bloqueos ficticios, siendo los má3 arbitrarios el 
de las costas de Francia ordenado por el gobierno inglés, el de 
las islas británicas decretado por Napoleón 1.^ que fué seguido 
por un segundo bloqueo de las costas de Francia y de todas 
sus colonias decretado por Inglaterra, etc. etc. Estos hechos 
históricos han sido extensamente estudiados por reputados pu- 



(12) Véanse los siguientes tratados de Chile: God Estados Unidos, ar- 
ticulo 15, 1832. Oon el Perú, artículo 80 inciso último, 1835. Oon Nueva 
Granada, articulo 17, 1844. Oon Italia, articulo 23, 1856. 
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blicistas (13), y por este motivo hemos creído conveniente limi- 
tamos á indicarlos, para concretar nuestras observaciones á los 
bloqueos que tengan relación con las guerras de Chile. 



Por los mismos años en que se decretaban en Europa los 
bloqueos de papel, tenía lugar en Sud^^Aníérica la guerra de la 
independencia de las colonias españolas y era natural que esta 
operación de guerra, se pusiera en práctica por una y otra 
parte. 

No tenemos conocimiento de ningún decreto del gobierno 
de la metrópoli que ordenara el bloqueo de las costas de Chile, 
pero en el hecho, los bloqueos de los puertos chilenos fueron 
esencialmente ficticios. 

En 1818, los escasos buques espafioles que estaban en las 
costas de Chile fueron empleados en el crucero entre Talca- 
huano y Valparaíso, para abastecer á la primera de las plazas, 
sitiada en aquel entonces por los patriotas y para hostilizar el 
escaso comercio de la segunda. (14) Con ese objeto los buques 
enemigos se presentaban á menudo en Valparaíso, cruzaban 
algún tiempo frente á él, en seguida se retiraban, volvían á en- 
trar y sin que mediara notificación alguna, capturaban todo 
buque que pretendía entrar ó salir. Este procedimiento irregu- 
lar establecía el bloqueo ficticio de Valparaíso, desde que no 
puede considerarse efectivo porque no reunía ninguno de los 
requisitos necesarios para darle ese carácter. 

Al año siguiente. Lord Cochrane inició la primera campaña 
sobre las costas del Perú y en las instrucciones que se le im- 
partieron con fecha 7 de enero de 1819, se le ordenó que se 
dirigiera al Callao, donde permanecería cruzando á su vista, 
procurando no ser visto para evitar que el todo de su fuerza 
fuera reconocido de tierra y que, en esa situación sostuviera 



(13) Véase Calvo, id. id. Tomo V, § 2909 y siguientes. 
Id. Bonflls, id. id. § IGli á § 1621. 

(14) UrJbe, obra citada, tomo I, pág. 13. 
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un estricto (bloqueo interceptando la salida y la entrada al 
puerto de toda bandera indistintamente. (15) 

Sin embargo, Lord Cochrane que tenía amplias facultades, 
creyó prudente apartarse de estas instrucciones y al efecto 
expidió un decreto declarando bloqueadas todas las costas del 
Perú, comprendidas entre Guayaquil y Caldera. (16) 

Este decreto era tan abusivo como los espedidos por Napo- 
león I, porque co sólo una escasa escuadra de cuatro buques 
pretendía bloquv <» ' una costa de mas de seiscientas miUas de 
extensión. ' 

Durante el curso de la primera campaña, las hostilidades 



(15) Uríbe, obra citada, tomo I, pág. 22. 

(IB) He aquí los términos del decreto: 

"El muy honorable Lord Cochrane, Vice Almirante de Chile, Almi- 
rante y Comandante en Jefe de la escuadra bloqueadora del Callao y cos- 
tas adyacentes, etc., etc.; Por cuanto me hallo autorizado por el gobierno 
de Chile para bloquear las costas del reino del Perú. Por tanto he venido 
en declarar como declaro, lo que sigue: 1." El puerto del Callao y todas 
las demás bahías y caletas que bafía el Pacífico desde el puerto de Gua- 
aquil hasta el de. Caldera, se hallan en estado de bloqueo formal. 

2.^ Se prohibe rigurosamente todo comercio y correspondencia con di- 
chos puertos. 

3.' Ninguna embarcación amiga ó neutral existente en la actualidad en 
el Callao y en algún otro punto de los comprendidos en el bloqueo, po- 
drá salir á exportar cosa ó valor alguna, cualesquiera que sea, después de 
pasado el día 8 del corriente. 

4.* Ningún pabellón amigo ó neutral podrá, en caso alguno, cubrir ó 
neutralizar las propiedades ó valores que se encuentren á bordo de un 
buque que pertenezcan á españoles ó á habitantes de países sujetos al va- 
sallaje del Rey de España. i 

5.^ £1 buque neutral cuyo capitán ó maestre haga una falsa declaración 
de las propiedades que tiene á su bordo, ó hiciese uso de falsos ó dobles 
documentos, contratos de fletes^ conocimientos ó pólizas, etc., sufrirá la 
muerte y sentencia que se aplique á las propiedades enemigas. 

6.0 Toda embarcación amiga ó neutral que tenga á su bordo oficiales de 
guerra enemigos, maestre, sobrecargo ó comerciante español de los paí- 
ses sujetos al Rey de España, será detenida y despachada á Valparaíso, 
para que con atención á las circunstancias 8ea juzgada conforme al dere- 
cho público de las naciones. 

7.^ La presente declaración será trasmitida á quien corresponda. 

Dado á bordo de la fragata O'Higgins, delante del Callao. Marzo l.o 
de 1819.— -Cocferanc." 
14 
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fueron circunscritas al puerto del Callao, donde estuvo perma- 
nentemente estacionada la escuadra, de manera que este fué el 
único puerto en el que se mantuvo un bloqueo efectivo. 

En seguida, la escuadra regresó á Valparaíso, donde se orga- 
nizó una segunda expedición y en las instrucciones que se im- 
partieron el 6 de septiembre de 1819, se decía: c Hallándose vi- 
gente el decreto de bloqueo publicado el 20 de abril último, 
lo hará valer en toda su extensión, quedando á su arbitrio de- 
signar un puerto donde los buques de pabellones amigos ó 
neutrales puedan tomar refresco y extraer los intereses de sus 
naciones respectivas que hubieran en el Perú.» (17) 

E^te detalle nos da una idea cabal de las escasas nociones 
que se tenían en aquella época acerca de los requisitos necesa- 
rios para establecer un bloqueo. Aquí no sólo ee limitaban á 
establecer un bloqueo de papel, sino que se pretendía hacer 
revivir un decreto que había quedado sin efecto por el regreso 
de las fuerzas bloqueadoras. 



Los bloqueos establecidos durante la guerra entre Chile y la 
confederación perú - boliviana, nos sugieren algunas observa* 
cienes dignas de ser tomadas en cuenta. 

£n el afio 1837, se organizó la primera expedición libertado- 
ra y el general Santa Cruz, pre&idente de la confederación, dic- 
tó un decreto declarando bloqueados todos los puertos de Chi- 
le, bloqueo esencialmente de papel porque no tenía los buques 
necesarios para hacer respetar esa medida. 

Por su parte, nuestro gobierno decretó el bloqueo efectivo 
de los puertos del Callao, Ancón y Chorrillos y con el objeto 
de llevar á cabo esta operación de guerra, el 17 de abril (1838) 
zarpó de Valparaíso una escuadra compuesta de las corbetas 
Libertad y Vaiptiraíso, bergantines Aquües y Arequipeño y go- 
leta ColocdOy arribando al Callao el 29 del mismo mes. 



(17) üribe, obra citada, tomo II, pág. 24. 
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La intención del gobierno de Chile era establecer el bloqueo 
efectivo de los puertos indicados, para lo cual señaló un plazo 
entre la fecha del decreto y aquella en que debía comenzar á 
ser obligatorio. 

El jefe de la escuadra, temeroso de la seguridad de sus bu- 
ques, creyó cumplir debidamente las instrucciones del gobierno 
manteniendo todas las naves en el Callao, lo que dio lugar á 
un reclamo de los jefes de las escuadras extranjeras. 

En efecto, el almirante inglés hizo presente al jefe chileno 
que él no respetaría el bloqueo de Ancón y de Chorrillos sino 
en caso que se estacionara á lo menos un buque en cada uno 
de estos puertos para que lo hicieran efectivo. El comodoro 
norte-americano se adhirió al reclamo interpuesto por su cole- 
ga británico. En cambio, el jefe de la escuadra francesa alegó 
otro pretexto y fué el que debía concederse un plazo para no- 
tificar el bloqueo á los buques de su nación procedentes de los 
puertos de Europa. 

Examinando esta cuestión bajo el punto de vista de derecho 
internacional, no podemos menos de reconocer que la petición 
del marino inglés fué justificada y tuvo perfecto derecho para 
exigir la efectividad de esos bloqueos. Lo único que nos extra- 
fía es que esta redamación la interpusiera el representante de 
una nación que había aceptado los bloqueos ficticios y que 
ella misma había dado el ejemplo, decretándolos no muchos 
afíos atrás. 

El reclamo del almirante francés no tiene ningún fundamen- 
to pero nos reservamos para examinarlo más adelante. 

Estos inconvenientes fueron un obstáculo para el éxito del 
bloqueo y el único resultado que pudo obtenerse fué impedir 
la salida de los buques enemigos anclados en la bahía del Ca- 
llao. (18) 

En la segunda expedición libertadora, se decretó nuevamen- 
te el bloqueo del Callao. Después de la batalla de Guías, las 
tropas chilenas sitiaron el puerto y como complemento de esa 



(18) Véase Üríbe. Loa cperacúmes navaUB durante la guerra entre Chi' 
le y la eonfederacián perú-boUviana^ pág. 109. 



— 212 — 

medida para acelerar la rendición de la plaza, el general Búl- 
nes decretó el 1.^ de septiembre el bloqueo del puerto, conce- 
diendo un plazo de cuatro días para que comenzara á ser obli- 
gatorio. 

Los representantes de las escuadras extranjeras solicitaron 
una prórroga de cinco días más, la cual fué concedida sin (difi- 
cultad, porque se ignoraba que con ello se perseguía llegar á 
un acuerdo para no reconocer el bloqueo. Con ese objeto se 
celebraron varias conferencias á bordo del buque inglés, las que 
dieron por resultado, la presentación de una nota firmada por 
los comandantes de los buques de guerra de las tres naciones 
en que se limitaban á declarar que no reconocerían el bloqueo, 
sin alegar ninguna escusa, ni fundamento en apoyo de esta 
negativa. 

El general Bulnes protestó de esa declaración que estimaba 
como una violación de neutralidad. Había sin duda derecho 
para estimarla así, porque ese bloqueo reunía todas las condi- 
ciones necesarias para hacerlo obligatorio desde que era man- 
tenido por fuerzas suficientes para hacerlo respetar, se había 
llenado el trámite de la notificación y por último, se había tras* 
crito á los comandantes de los buques de guerra neutrales la 
nota del gobierno de Chile por la cual se autorizaba al general 
Bulnes para decretar el mencionado bloqueo. (19) 

A pesar que la nota de los jefes de los buques extranjeros 
importaba un desconocimiento de los derechos del beligerante. 



(19) La nota á que hemos hecho referencia, dice asi: cS. £. el Presiden- 
te confiere á US. competente autorización para que, en virtud de eUa, de- 
clare US. á nomhre del gobierro el mencionado bloqueo, si lo exigieren 
asi las circunstancias, haciendo US. apostar delante del puerto enemigo 
que ya á bloquearse, la fuerza naval que sea necesaria y capaz de soste- 
nerlo efectivamente» cuidando US. de que por falta de fuerzas no se sus- 
citen quejas y motivos fundados que den lugar á los capitanes de los bu- 
ques mercantes extranjeros á eludir el bloqueo, el cual notificará US. 
previamente á los jefes de las fuerzas navales estacionadas en el puerto 
enemigo que va á bloquearse, y expresando en la notificación el día en 
que debe hacerse efectivo el bloqueo». 

(Véase Campaña M Perú, 1838> por don Gonzalo Bulnes. — Santiago.— 
1878). 



— 213 — 

el general Balues, en el deseo de evitar todo conflicto, no trepi- 
dó en pasar una segunda nota preguntándoles que si en caso 
de llevar á cabo el bloqueo, lo resistirían por la fuerza. 

Los marinos extranjeros contestaron que su negativa te- 
nia los siguientes fundamentos: 

1.® La declaración de guerra no había sido hecha por de- 
creto sino por una súnple notificación. 

2.^ El Callao pertenecía al general Orbegozo y no al general 
Santa Cruz, contra quien se dirigían las hostilidades. 

Aunque no entra en la materia de que tratamos, examinar 
la legalidad ó ilegalidad de la declaración de guerra (noviembre 
de 1836) creemos que estas objeciones eran simples escusas para 
impedir el establecimiento del bloqueo. 

Ya hemos visto que la primera vez que se estableció el 
bloqueo del Callao, estos mismos jefes habían reclamado ale- 
gando que no era efectivo y meses después, sin que ningún 
antecedente hubiera modificado las relaciones entre los belige- 
rantes, alegaban que la declaración de guerra no se había he- 
cho en forma conveniente, á pesar que habían podido presen- 
ciar el desembarco del ejército chileno en el territorio peruano 
y la entrada de las tropas después de la victoria de Guías. 
Hechos como estos son innegables y prueban suficientemente 
que el estado de guerra, existía desde tiempo atrás. 

La segunda de las razones expuestas no tenía mayor funda- 
mento. El puerto del Callao estaba en poder del General Orbe- 
goza que se había separado de la Confederación, pero no es 
menos cierto que lo mantenía en provecho propio y no en el 
de los intereses del Perú. 

El geneial Bulnes rechazó terminantemente la pretensión 
de los jefes de las escuadras extranjeras, pero en el deseo de 
evitar complicaciones ulteriores se limitó á llevar á cabo el 
bloqueo exceptuando de la prohibición de entrar á los buques 
mercantes ingleses, americanos y franceses; por consiguiente. 
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el bloqueo no produjo loe baeoos resultados que se espenbsjn 
de esa medida. (20) 



En la guerra del Pacifico de 1879 los chilenos bloqueanm 
numerosos pnertos peruanos. 

A este respecto uos ha llamado la atención yer que algunos 
tratadistas han sostenido que los bloqueos establecidos por los 
chilenos en los puertos del Perú, fueron ficticios, sin agregar 
ninguna explicación que justifique esta apreciación (21), y por 
este motivo creemos oportuno examinar á la luz de los antece- 
dentes si es justa la afirmación categórica de esos autores. 

Las operaciones de la escuadra chilena tenían que sujeuirse 
¿ las instrucciones dictadas por el gobierno de la nació i, ea 
las cuales se adoptaron los principios reconocidos por el dere- 
cho internacional, como hemos podido comprobarlo al tratar 
de las visitas, del contrabando, etc., etc. 

En las instrucciones ya varias veces citadas, se hacía pre- 
senté al jefe de la escuadra que, para que un bloqueo fuera 
efectivo y por consiguiente respetado, era indispensable que 
estuviera sostenido por fuerzas suficientes para hacer evidente- 
mente peligroso el acceso al puerto ó puertos bloqueados. 
Y más adelante, se agregaba, que según esto, las naves destina- 
das á bloquear un puerto debían mantenerse en situación ade- 
cuada para lograr la efectividad del bloqueo, etc. (22) 

Por los acápites que hemos citado se ve que el gobierno 
exigía que los bloqueos fueran efectivos y por lo tanto es lógi- 
co suponer que el jefe de la escuadra procedería en conformi- 
dad á estas instrucciones. 

En efecto, el 5 de abril de 1879 la escuadra chilena á las 
órdenes del almirante Williams, estableció el bloqueo de Iqui- 



(20) Véase esta importante cnestión en la Etttoria ¿U la campaña del 
Perúf 18«H8, por don Gonsalo Bulnes, págs. 226 y BÍguientes 

(21) Faachille.— Du blocuB waritime, pág. 25.— Oalyo, obra citada, tomo 
V, § 2938.— Bonfils, obra citada, § 858.— Heffter, obra citada. Nota de 
Geffken N.<» 8, § 167. 

(22) Instrucciones citadas, articulo 26. 
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que y lo mantavo dorante veinte días. Este puerto volvió á 
ser bloqueado el 17 de mayo del mismo año, terminando cua- 
tro días después con el glorioso combate que dio por resultado 
el hundimiento de la Esmeralda. 

En el curso de la contienda fueron bloqueados sucesivamen- 
te los principales puertos enemigos, algunos de ellos se levan- 
taban y volvían á establecerse algún tiempo después, pero lle- 
nándose siempre las formalidades necesarias para hacerlos 
efectivos. 

Tratándose aquí, únicamente de saber si las fuerzas que 
sostuvieron aquellos bloqueos fueron suficientes para darles 
el carácter de efectivos, limitaremos á este punto nuestras ob- 
servaciones, que más adelante tendremos ocasión de hacer ver 
que se llenaron asimismo las demás formalidades necesarias. 

Por otra parte, debemos observar que con excepción de los 
puertos de Arica y del Callao, los demás eran puertos indefen- 
sos, que carecían de los medios necesarios para impedir el 
acceso de buques á la bahía. Conocido este antecedente, se 
comprenderá que para hacer efectivos los bloqueos de los 
puertos artillados se requería mayor número de buques que 
para los que no lo estaban, porque en los primeros, las naves 
bloqueadoras tenían que mantenerse á mayor distancia que el 
alcance de los cañones de las baterías de tierra, mientras que 
en los segundos podían colocarse aún dentro del puerto sin 
peligro alguno. 

Así, el bloqueo de Arica fué establecido el 28 de noviembre 
por el blindado Coehrane y las corbetas O'Higgina y Chaeábueo^ 
fuerzas suficientes para hacer peligrosa la entrada. El bloqueo 
de este puerto fué mantenido durante largos meses, sin que 
hubieran, por lo menos, dos buques de guerra para hacerlo 
efectivo. 

Hemos visto al tratar de la efectividad de los bloqueos, que 
esta afirmación no implica la existencia de un ¿úmero deter- 
minado de buques, porque para llenar este requisito hay que 
tomar en cuenta las condiciones del lugar bloqueado. Según 
eso, el encargado de apreciar esta circunstancia no puede ser 
otro que el jefe de la escuadra bloqueadora y es natural su- 
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poner que el Almirante de la escuadra chilena, que tenia á bus 
órdenes una numerosa escuadra de buques de guerra y de tras- 
portes, estimara suficientes para la efectividad de ese bloqueo, 
los tres ó cuatro buques que dejó permanentemente colocados 
en la boca del puerto. 

Los hechos históricos prueban que tenía razón al proceder así, 
desde que en cuatro meses que nuestras fuerzas navales sosta- 
vieron ese bloqueo, no fué forzado por ningún buque mercante, 
ni neutral, ni enemigo. Sólo en dos ocasiones, estando el blo- 
queo sostenido por varios buques, lograron fotzar la linea 
protegidos por la oscuridad de la noche los buques de guerra 
enemigos, Unión y Manco Capac. 

Aquí cabe preguntar ¿la entrada de estos buques de guerra 
es suficiente para considerar ficticio el bloqueo de Arica? 

Creemos terminantemente que nó, fundados en la opinión 
unánime de los publicistas que estiman que el hecho que un 
buque logre forzar un bloqueo, no basta para considerarlo fic- 
ticio y esta teoría con mayor razón debe apUcarse al caso 
actual, tratándose de buques de guerra que pudieron forzar 
el bloqueo, merced á su rápido andar, protegidos por los 
fuegos de tierra y no antes de haber sufrido los efectos del fue- 
go enemigo, lo que hace suponer que esa violación no habría 
podido ser cometida por un buque mercante. 

Por aquella misma época de noviembre de 1879, volvió á 
establecerse el bloqueo de Iquique por el Blanco^ O'Siggins y 
Magallanes^ sin que tampoco lograra forzarlo ningún buque, 
hasta que cayó la plaza en poder de los chilenos. 

En seguida fueron bloqueados los puertos de lio y Moliendo, 
puertos comerciales y de escasa población. El jefe de la escua- 
dra ordenó que un buque mantuviera el de Moliendo, otro el 
lio y un tercero cruzara entre estos dos puertos. 

Probablemente esta circunstancia de emplear un buque en 
cruzar entre lio y Moliendo, haya dado ocasión á los publicistas 
europeos para pensar que era un bloqueo de crucero. Sin em- 
bargo, la realidad de los hechos prueban lo contrario. El cruce- 
ro establecido entre estos dos puertos no era un bloqueo, no 
tenia ninguna de las condiciones necesarias para atribuirle ese 



— 217 — 

carácter^ y por otra parte el jefe de la escuadra chilena no pre- 
tendió establecerlo porque ni notificó á las autoridades de los 
puertos extremos el bloqueo de toda la costa intermedia, ni 
en sus comunicaciones al gobierno dio cuenta del bloqueo de 
esa costa. 

Creemos fundadamente que lo único que se perseguía con 
ese crucero, era impedir que las naves enemigas ó neutrales 
desembarcaran artículos para el ejército beligerante y entonces 
no habrían sido apresadas por forzar la línea de un bloqueo, 
sino que, las primeras lo habrían sido en virtud de los dere- 
chos de captura de las naves enemigas, y las segundas, por 
trasportar artículos de contrabando, extendiendo la captura al 
buque mismo en conformidad á los principios establecidos 
sobre esta materia. 

. Mientras tanto, el bloqueo de lio, fué mantenido siempre por 
dos buques de guerra, sin que tampoco tengamos noticias que 
fuera violado en ninguna circunstancia. 

No sucedió lo mismo con el bloqueo de Moliendo, que sólo 
fué sostenido por una sola nave y en esa operación se alterna- 
ron en los nueve meses que duró ese bloqueo, el monitor Huás- 
car y la corbeta Chacábuco, 

En los primeros días de marzo de 1880^ estando el Huáscar 
sosteniendo el mencionado bloqueo, pudieron entrar al puerto 
algunos vapores, sin ser molestados por el bloqueador, lo que 
motivó una seria protesta del cuerpo consular y del comandan- 
te del buque de 8. M. B. Qrannety protesta que fué contestada 
en términos convenientes por el jefe del bloqueo, justificando 
el permiso de entrar concedido á esos buques y rechazando el 
cargo de falta de efectividad. Á partir de esa fecha, el bloqueo 
fué mantenido estrictamente hasta la rendición de la plaza. 

El bloqueo más importante de esa campaña fué sin duda, 
el del Callao que como se sabe es el puerto principal del Perú. 

Si los bloqueos establecidos por la escuadra chilena hubieran 
sido en realidad ficticios, el bloqueo de ese puerto pudo haberse 
ordenado desde un principio, pero el jefe de la escuadra 
que ajustaba sus actos á las instrucciones recibidas, no cre- 
yó conveniente hacerlo hasta no tener las fuerzas suficientes 
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dada la importancia del puerto. Á este respecto, el mioistro de 
marina, en su memoria al congreso nacional en 1880, decía lo 
siguiente: c Concluidas las importantes reparaciones de todos 
nuestros buques de guerra, tripulados competentemente y ar- 
mados con su poderosa artillería el monitor Suáscar, el vapor 
Angamas y la cañonera Magallane$; se halló nuestra escuadra 
en aptitud de proceder á establecer el bloqueo del Callao y de 
sus puertos vecinos. (23) 

En efecto, el 9 de abril el almirante Riveros notificó el blo- 
queo del puerto á las autoridades del lugar, el cual fué mante- 
nido por una división naval compuesta del Blanco^ Huáscar^ 
O'Higgins, Loa, Angamog, Matías Comino y torpederas Jane- 
qaeo y Otmcolda. 

Mientras tanto, los bloqueos de los otros puertos eran Hoste- 
nidos de la manera siguiente: el de Arica por el blindado Go- 
chrane y goleta Covadonga; el de Moliendo por la corbeta 
Ghacábuco, y el de lio por la corbeta Abíao y la cafionera Ma- 
gcUlanes. 

Hemos creido conveniente entrar en estos detalles para jus- 
tificar que los bloqueos de los puertos peruanos establecidos 
por la escuadra chilena fueron perfectamente legítimos y efec- 
tivos. El único cuya efectividad puede ponerse en duda, es el 
de Moliendo y sólo en un período de ocho días en nueve me- 
ses que duró aquel bloqueo, pero aún, dando por sentado que 
en realidad fuera ficticio^ nos preguntamos ¿es justo atribuirle 
igual defecto á los demás, diciendo que todos los bloqueos de 
los puertos peruanos fueron ficticios? Á nuestra humilde opi- 
nión creemos que no hay fundamento para semejante afirma- 
ción. 

Tenemos á la vista los documentos oficiales de esa campaña 
y de ellos podemos deducir que la constante preocupación del 
almirante Riveros fué mantener con toda estrictez la efectivi- 
dad de los bloqueos. Así, por ejemplo, cuando se le ordenó 
establecer el de las caletas de Ancón y Chancay no lo hizo 



(23) Memoria de Marina. 1880, pág. 92. 
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sino después que el gobierno le envió los buques necesarios, á 
pesar que tenia reunida frente al Callao una poderosa es- 
cuadra, pero el jefe chileno no creyó prudente distraer ni un 
solo buque con ese objeto. (24) 

Es fácil hacer cargos á tan larga distancia, sin tomar en 
cuenta las condiciones de la costa, que precisamente es una 
circunstancia de especial atención. Es indudable que un blo- 
queo de cualquier puerto europeo no podría considerarse efec- 
tivo con dos ó tres naves, porque debido al desarrollo comer- 
cial de esas naciones, en cualquier momento podrían pre- 
sentarse diez ó más vapores y forzar sin peligro alguno la 
línea de bloqueo. (26) 

En cambio, los puertos peruanos eran de tan escasa impor- 
tancia que con excepción de dos de ellos, los demás eran puer- 
tos indefensos y aún más, el comercio estaba en un estado tan 
embrjonarío que basta saber que en aquella época sólo existían 
dos líneas de vapores que hacían viajes periódicos de ocho en 
ocho días, de manera que conociendo el bloqueador la impor- 
tancia comercial del puerto, no podría temer que se presentaran 
varios buques á la vez. 

Réstanos hacer una última observación en apoyo de la efec- 
tividad de los bloqueos de 1879. 

Las diferentes operaciones de Iqs beligerantes en aquella 
guerra fueron presenciadas por buques de guerra de las prin- 
cipales naciones de Europa. Se comprende que si los bloqueos 
no hubieran sido establecidos en la forma reconocida por el 
derecho de gentes, los comandantes de esas naves en unión de 

(24) Parte del contra-almirante Riveros sobre el bloqaeo del Oallao.-— 
Abril 38 de 1880. 

(25) Esta falsa apreciación de loe pablicistas, acerca de la falta de efec- 
tíyidad de los bloqueos establecidos por la escuadra cbilena^ se debe en 
gran parte, á la activa propaganda que en contra de los actos de loa beli- 
gerantes chilenos, hicieron en aquella época los agentes asalariados del 
Perú. 

Asimismo, debemos hacer presente que. el conocido tratadista, Mr. 
Pradiér Federé, antiguo profesor de la Universidad de San Marcos de 
lima» publicó también numerosos artículos sobre la guerra del Pacifico, 
en los cuales se nota manifiesta parcialidad en favor del Perú. 
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(26) Octolan, obra 
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Por otra parte, el derecho de bloquear el litoral del enemigo 
fué expresamente reconocido por el tratado de París de 1856. 

Bajo el ponto de vista práctico tenemos numerosos ejemplos 
de bloqueos de crucero, de los cuales citaremos algunos. 

En la guerra civil de los Estados Unidos en 1860, los sepa- 
ratistas del Norte bloquearon las costas de los confederados del 
Sur que tenían una extensión de 2,500 millas; los representan- 
tes diplomáticos objetaron aquella medida por considerar que 
no podía haber fuerza suficiente para hacerlo efectivo. Sin em- 
bargo, los beligerantes del Norte lo establecieron con cuatro- 
cientos buques que pusieron á lo largo de la costa y ese bloqueo 
fué por ñn reconocido como obligatorio á pesar de las protes- 
tas de los confederados del Sur. (27) 

Recientemente en la guerra bispano-americana de 1898, es- 
tos últimos establecieron el bloqueo de las costas de Cuba, com- 
prendidas entre Cárdenas y Bahía Honda. 

Este bloqueo tenia una extensión de 150 millas y al princi- 
pio fué sostenido perfectamente, pero poco á poco fueron reti- 
rando parte de las fuerzas que lo mantenían. Debido á esta cir- 
cunstancia, varios trasportes lograron burlarlo [y España pre- 
tendió protestar ante las potencias de la falta de efectividad de 
este bloqueo, á lo que se negaron los gobiernos extranjeros 
porque no habla sido capturado ningún buque neutral. (28) 

De manera que los bloqueos de las costas ó litoral de un 
país, ó sea los bloqueos de crucero, han sido reconocidos en 
la práctica y nada se opone á ello, siempre que sean efectivos. 



¿Cuáles son los lugares susceptibles de ser bloqueados? 
Para contestar correctamente esta pregunta es necesario dis- 
tinguir si se trata de bloquear puertos, ríos ó estrechos. 



(27) Cita de Fiore, id. id., tomo UI, pág. 532. 

(28) Bevue de Droii Int Fublic, 1898, págs. 749 y siguientes. 
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Respecto de los puertos, algunos autores han sostenido que 
sólo los puertos militares pueden ser bloqueados, porque sien- 
do una operación de guerra no es posible que se limite á estor- 
bar y arruinar el comercio neutral. (29) Esta idea fué emitida 
por Napoleón 1, quien sostuvo que sólo se podían bloquear las 
plazas fuertes. 

En cambio, la mayor parte de los publicistas no aceptan este 
modo de pensar, porque precisamente el fin de los bloqueos es 
apurar la terminación de la guerra, impidiendo las relaciones 
comerciales para debilitar al enemigo, privándole de toda clase 
de recursos, y esta es la diferencia principal con los sitios que 
tienen por objeto el ataque y rendición de la plaza, empleando 
las obras militares y las armas. (30) 

Sin duda que los bloqueos ocasionan perjuicios á los neu- 
trales, pero es un hecho que todos los actos de una guerra per- 
judican, cual más, cual menos á los que no toman parte en la 
lucha. Si se negara el derecho de bloquear los puertos comer- 
ciales, los bloqueos de los puertos militares no tendrían razón 
de ser, porque entonces el beligerante se ocuparía de abaste- 
cerse por los puertos mercantes de todos aquellos artículos que 
son necesarios para subsistir y con el adelanto de los medios 
de comunicación interior, el beligerante bloqueador quedaría 
en la imposibilidad de obtener el resultado que persigue con 
este medio de guerra. (31) 

En lo tocante á las desembocaduras de ios ríos es necesario 
distinguir si éste pertenece en todo su curso al otro beligerante 
ó si tiene que recorrer territorios pertenecientes á beligerantes 
y á neutrales. En el primer caso no hay razón alguna para po- 
ner en duda el derecho del beligerante de aplicar esta medida 
sobre el litoral enemigo, pero en el segundo no sería licito que 
el beligerante cerrara la desembocadura, porque un acto de es* 



(29) Opinión de Lncchesí-'Pall, cita de Fiore, obra citada, tomo m 
§ 1623. 

(30) Mozo, obra citada, pág. 581. 

(81) Heffter, op. citado, G. N o 4, § 154.-Flore, id. id. tomo m, § 1628 
Bonfils, id. id., § 861. 
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ta naturaleza daría por resaltado el bloqueo de los puertos neu- 
trales. (32) 

Nos parece más lógica la opinión de los publicistas que esti- 
man que cuando hayan puertos á lo largo de las orillas de un 
río que pertenezcan á beligerantes y á neutrales, no debe de- 
cretarse un bloqueo general en la desembocadura, sino que 
debe limitarse á bloquear separadamento cada uno de los puer- 
tos de ios beligerantes. Este procedimiento requerirá mayor 
número de buques, pero no atacará la libertad de comunicación 
de los puertos neutrales entre sí. (33) 

Idéntica medida es conveniente hacer extensiva á los estre- 
chos que sirven de medio de comunicación entre las naciones, 
por las mismas razones que se han hecho valer respecto de los 
ríos. 

En la práctica, no se ha seguido siempre un procedimiento 
conveniente, pero en el día, pueden citarse muchos tratados 
internacionales en los cuales se reconoce la neutralidad y libre 
tránsito de los estrechos y desembocaduras de los ríos que son 
comunes á varias naciones. (34) 



Se presenta la cuestión de saber si un beligerante tiene 
derecho para bloquear sus propios puertos, ó más propiamente, 
para cerrar sus puertos al comercio universal 

Para resolver convenientemente este punto, los publicistas 
establecen una diferencia sustancial, según sea, que los puer- 



(32) Ortolan, id. id., tomo II, pág. 333. 

(33) Rosse, obra citada, pág. 92. 

(34) Véanse casos prácticos citados por Heffter, id. id. Geffken, N.<^ 2, 
§154. 

£1 tratado de límites entre Chile y la República Argentina el 23 de ju- 
lio de 1881, la clánsnla 5.^, dice como signe: 

<£1 Estrecho de Magallanes qneda neutralizado á perpetuidad y asegu- 
rada su libre navegación para las banderas de todas las naciones. En el 
interés de asegurar esa libertad y neutralidad no se construirán en la,8 
costas fortificaciones ni defensas militares que puedan contrariar ese pro 
pósito.» (Nota de Phillips, obra citada, pág. 67.) 



toa 86 hallen en poder del beligeranifl qne 
ó qne estén ocnpados por el otro beligeran 

En el primer caso nadie pone ea duda e 
rante para dictar esta disposición compatib 
de BU soberanía, pero ¿ las naves que infrí 
uo podrá aplicarles las penas seQaladas pa 
bloqueos. (36) 

La cuestión cambia de aspecto sí los pui 
en. poder del enemigo. En este caso si el 
cerrados esos puertos, los neutrales no tiei 
respetar esa medida, porque <Ia regla gei 
el gobierno ha sido desposeído de su territ 
la guerra internacional ó civil, do puede 
de soberanía mientras dure la ocupación d 
ligerante.» (36) 

Careciendo los beligerantes de facultad 
rramiento de los puertos de que no están e 
creto que dicten con ese objeto, tendrá el 
ai decretaran el bloqueo de esos puertos y 
neutrales no están obligados á respetarlo e 
tivo. 

En la práctica podemos citar algunos eje 
de 1870, habiendo ocupado los alemanes It 
pe y Fécaud, el gobierno francés ordené 
puertos y dispuso de la fuerza necesaria 
vos. (37) 

En cambio, en la guerra civil de 1891, ( 
ceda, creyéndose facultado para cerrar k 
por los revolucionarios, en virtud de la 
confería la legislación aduanera, dictó c< 
de ese año, el siguiente decreto, 

c Considerando: 

«Que el articulo 7 de la ley de 24 de di 



(35) Fiore, obra citada, tomo III, pág. 556. 
(86) Fiore, obra citada, tomo III. § 1626. 
(37) Calvo, obra citada, tomo V, % 2868. 



calta al Presidente de la República para cerrar temporalmente 
al comercio uno ó máa puertos, siempre que asi lo exijan cir- 
cunstancias excepcionales; 

«Que según el artículo 85 de la misma ley, todo buque que 
arriba, carga ó descarga en un puerto en que no es permitido 
legalmente practicar esas operaciones, cae en comiso con todos 
sua accesorios A no ser que pueda probar de nna manera fide- 
digna que obedeció á fuerza mayor. 

«Que aegún el inciso 9 del artículo 84, cae igualmente en 
comiso toda mercadería que adeuda derechos de importación 
^ exportación ó que ha sido trasbordada sin que haya obser- 
vado las formalidades prescritas. 

«Que una parte de la escuadra se ha sublevado contra la 
Constitución y las leyes del Estado, se ha apoderado de la re- 
gión salitrera, de loa bienes del Estado y de las rentas nacio- 
nales, con grave dafio de loa intereses del país; 

«He acordado y decreto: 

«Art. 1.° Los puertos de Chañaral, Taltal, Antofagasta, 
Tocopilla, Iquique, Caleta Buena, Junin, Pisagoa y todes 
las caletas situadas entre ellos, permanecerán cerrados al co- 
mercio coieutras se encuentren en poder de los revolucio- 
narios. 

«Art. 2." Las penas qne señala la Ordenanza de Aduanas 
para loe qne trafican en los puertos mencionados no eximirán 
Á los productores y exportadorea. > 

El decreto antes citado uo podia ser obligatorio para los 
centrales sino en caso qne ae hubiera exigido au cumplimiento 
por medio de la fuerza necesaria para hacerlo efectivo, pero 
como el gobierno no tenía una escuadra capaz de llenar cum- 
plidamente esta medida, queda en claro que este decreto tenía 
«1 carácter de un bloqueo de papel. 

No está demás advertir que esta cuestión no era la primera 

vez que se presentaba. Algunos aCos atrás con motivo de nna 

revolución en la República de Naeva Granada, el gobierno 

declaró cerrados todos los puertos caldos en poder de los in- 

16 
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decreto en cnestián á todos los buques que se negasen á con- 
formarse con sus disposiciones. 

fPara concluir, debo declarar que el gobierno de S. M. I. y R. 
no podría reconocer al gobierno de la República el derecho de 
exigir el pago de los derechos de importaciónsobre el salitre, en 
los casos en que hayan pagado dichos derechos forzosamente á 
las autoridades de la oposicióo, pues esta necesidad debe ser 
considerada como contraria á todos los principios de derecho. 

cAl poner lo que precede en conocimiento de V. E. tengo 
el honor de protestar por orden del gobierno imperial contra 
el decreto de 1.^ de este mes y de renovar la protesta contra 
el art. 4.* del decreto de 30 de enero de 1891, al cual se refirió 
mi nota de 10 de este mes. (39) 

€ Dignaos aceptar, sefior Ministro, las seguridades de mi alta 
consideración. — Barón von Gutshmidt.» 

Análoga protesta interpusieron los ministros de Francia é 
Inglaterra. 

Mientras tanto, aumentaban las dificultades creadas con el 
decreto de 1.^ de abril, porque el gobierno se negaba á conce- 
der el zarpe para los puertos que había declarado cerrados. 
Los representantes extranjeros protestaban día á día de estas 
medidas y como la cuestión llevaba visos de convertirse en un 
conflicto internacional con otras naciones, se arbitró la forma 
de poner término á estas dificultades de una manera decorosa 
y con ese objeto se convino confidencialmente entre el gobierno 
y los representantes diplomáticos, dar al decreto de 1.^ de abril 
el alcance siguiente: 



(39) El N ^ 4.® del decreto de 30 de enero, á que se refiere el ministro 
alemán, dice así: 

«Por los derechos qne sean pagados á la faena revolncionaria ó á sns 
representantes, serán responsables las casas de comercio y los estableci- 
mientos de salitres en los cuales se elaboró el salitre y por el cnal se pagó 
derechos en contravención á este decreto. > 

Debemos agregar qne esta disposición no se llevó á efecto, porqne á los 
pocos días, habiendo entrado al pnerto de Ck>rone), con el objeto de tomar 
carbón el vapor BomuluSt que no había dado cumplimiento á este decreto, 
fué detenido y al fin el gobierno tuvo que dejarlo en libertad á pedido 
del ministro alemán. 



coQocida para que pueda ser respetada y los buques neutrales 
debeu conocer la fecha precisa en que comienia. 

Uq gran número de publicistas consideran esta notiñcación 
como necesaria para la existencia legal del bloqueo y otros la 
extienden al cuerpo consular para que los buques neutrales 
puedan tener conocimiento exacto. 

En las guerras modernas se ha hecho más general la práctica 
de conceder un plazo para que puedan salir los buques neutra- 
les entrados al puerta con anterioridad al bloqueo y en esta 
medida hay un fundamento de justicia, porque si han arribado 
antes de establecerse el bloqueo, no es posible que se les retenga 
allí mientras éste dure, haciendo pesar perjuicios innecesarios 
sobre los neutrales. 

Respecto de las otras dos notiñcaciones, los publicistas no 
están de acuerdo acerca de la importancia de ellas. Mientras 
nno3 estiman que hay necesidad de las dos notificaciones (42), 
otros creen suficiente una de ellas, pronunciándose ya por la 
notifícaciÓQ diplomática (43), ya por la especial. (44) 

Los publicistas ingleses dan á la notificación diplomática ca- 
pital importancia, al extremo que la consideran suficiente para 
la validez de los bloqueos, y para evitarnos comentarios sobre 
este panto, nos limitaremos á imitar lo hecho por otros publi- 
cistas, reproduciendo la opinión de W. Scott que ha expuesto 
la doctrina inglesa de esta manera: «Hay dos especies de blo- 
queos: el uno, resultante solamente del simple hecho; el otro, 
procedente de una notificación acompaQada del hecho. En el 
primer caso cuando cesa el hecho, no siendo por mero acci- 
dente de mar Ó cambios de vientos, la terminación del 
bloqueo tiene lugar inmediatamente; mas cuando el hecho 
acompaDa una notificacióu del gobierno beligerante á los 



(42) OrtoUn, obra citada, tomo JT, pág. 436 y signienteB. 
Fiore, obra citada, tomo III, § 1619, pág. &48. 
Blentschly, obra citada, arta. 831 7 832. 

(43) FuDck-Brentano, cita de Booflls, § 1650. 

(44) Hantefenille, obra citada, tomo U, § 219. 
CalTO, obra citada, tomo V, § 2845. 
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roí ejemplo, en loa tniuiuoii ceieuraaos txn jlsibuoh uaiuua 
en 1831¡, con Nueva Granada en 1844 y con Béljica en 1866, 
ee inserta la Biguiente cláusula: cY por cuanto frecuentemente 
BUCede que loe buques navegan para un puerto ó lugar perte- 
neciente á un enemigo, sin Baber que aquel está sitiado, blo- 
queado ó atacado, se conviene en que todo buque en estas 
circuDstanciaB, ee puede hacer volver de dicho puerto ó lugar; 
pero no será detenido ni confiscado parte alguna de su carga- 
mento, no siendo contrabando de guerra, á menos que despuea 
de la intimación de semejante bloqueo ó ataque por el coman- 
dante de las fuerzas bloqueadoias, intentase otra vez entrar: 
pero le será permitido ir á cualquier otro puettA ó lugar que 
juzgue conveniente > 

De la cláusula citada creemos deducir que ella envuelve la 
doctrina sostenida por los publicistas ingleses, reconociendo la 
necesidad de la nolifícación especial, cuando el buque hubiere 
salido antes de la notificación diplomática y por consiguiente 
que está sujeto á captura en caso de haber salido después de 
llenada esta formalidad. 

En cambio, en los tratados celebrados con Francia en 1844 
y con Italia en 1856, ee establece que, «en ningún caso, un 
buque de comercio perteneciente á los subditos de uno de los 
estados, que se encontrare despachado para el otro estado, po- 
drá ser tomado, capturado y condenado, si pieviemente no le 
ha sido hecha una notifícación de la existencia del bloqueo, 
por medio de algtin buque que pertenezca á la escuadra ó di- 
visión bloqueadora, etc.* 

De modo que según esta cláusula, se exige la notificación 
especial en todo caso, sin tomar en cuenta si ba habido ó no, 
notificación diplomática. En los demás tratados no se men 
ciona disposición alguna referente á los bloqueos. 

El a&o de 1818, la escuadra espafiola estableció varias vecea 
el bloqueo de Valparaíso y de Talcahuano, pero ignoramos si 
el gobierno de la metrópoli lo precedió de una notificación di- 
plomática, pero estamos seguros que no lo notificaron á las 
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porque en ese caao es oecesario recurrir á las pruebas que jus- 
tifiquen el hecho y que son difíciles de establecer. 

En este sentido creemos que Fiore y Ortolau sostienen la 
rerdadera doctrina, especialmente este último es bien explícito 
ál decir: «Si se admite como prueba del conocimiento del blo- 
queo, no la notoriedad de un bloqueo simplemente de hecho, 
6 la noti^caciÓQ diplomática hecha á los gobiernos extranjeros, 
sino la notificación individual hecha con anterioridad por uno 
de los buques sostenedores del bloqueo, es evidente que si este 
buque, habiendo recibido la notificación especial, persiste en 
querer entrar ó se presenta otra vez mientras dura el bloqueo 
en el lugar bloqueado ó tan cerca de él, que eu intención de 
entrar aparezca indudable, es evidente que ese buque está en 
Sagrante delito, sobre todo si los papeles establecen que estaba 
despachado para el lugar bloqueado.» {60) 

E^stas reglas generales tienen necesariamente sus excepcio- 
nes; hay ocasiones en que es imposible cumplir con la notifi- 
cación especial y no por eso dejará de ser perfectamente válida 
la captura, como por ejemplo, tratándose de buques que hubie- 
ren conseguido violar el bloqueo, valiéndose de extratagemaa 
ó desatendiendo las señales que se le hicieren para detener- 
se. (61) 

-Por lo que respecta á Chile ya hemos visto que en la mayor 
parte de los tratados celebrados con las demás naciones se exige 
expresamente la notificación especial, de manera que si se pre- 
sentara el caso en que buques pertenecientes á las naciones 
signatarias violaran un bloqueo establecido por cualesquiera de 
ellas, la notificación especial se miraría como un requisito in- 
dispensable para la validez de la pena. 

Siguiendo el programa que nos hemos trazado, limitaremos 
nuestras observaciones á la práctica observada en los bloqueos 
que ae refieran á nuestro país. 

En primer lugar, debemos recordar que loa bloqueos de 
nuestros puertos por la escuadra espaflola en la guerra de la 



(60) Ortolan, obra citada, tomo II, pág. 349. 

(61) Fiore, obra citada, tomo III, pág. 693. 
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(64) lutracdonM dtadH, sn. 83. 



toriauo, se presentó amparado por su gobierno reclamando in- 
demnización de perjuicios y sólo entonces viuo á discutirse la 
validez de la captura. 

A nuestro juicio no puede ponerae en duda la legitimidad 
del apresamiento del Paekilea, n\ ante los principios del dere- 
cho de gentes, ni ante el examen de los hechos, y para resol- 
ver convenientemente esta cuestión debemos presentarla en 
términos generales, en la siguiente forma: ¿Pueden enajenarse 
tas naves enemigas en tiempo de guerra? 

La jurisprudencia de las cortes de presas de muchas nacio- 
nes han reputado nulas las ventas de los buques mercantes 
enemigos hechas á un neutral durante la guerra. A este res- 
pecto, se citan numerosos casos prácticos en la guerra de 
Crimea. Sin embargo, en otros países se reputa válida la venta, 
siempre que ésta fuere hecha de buena fe y no simulada, pero 
esta jurisprudencia que ha sido seguida por los tribunales in- 
gleses puede mirarse como una excepción. (9) 

Téugase presente que esta diversidad de apreciaciones de tas 
cortes de presas, se refiere á la venta de buques pertenecientes 
á particulares hechas á terceros neutrales y nó á la enaje- 
nación de las naves pertenecientes á los gobiernos beligerao^s. 

No hay razón alguna qne justifique la venta de una nave 
. perteneciente á loa gobiernos beligerantes, porque entonces, 
como dice muy bien Don Ambrosio Montt, tagl habría podido 
enajenarse el Huáscar al amanecer del día de Angamoa ó el 
Matuo Capae la mañana de la batalla de Arica.» 

En el informe que el General Lynch pasó al gobierno, que- 
dó claramente establecido que el Pachitea había servido hasta 
el día en que ac verificó el remate, como depósito de monicio- 
nes de la escuadra peruana y que cuando se procedió al regia- 

(9) Boflls, obra citada, § 1314 7 1S47. 
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ciaB para indagar la justicia ó injusticia de un acto coDstitativo 
dfl la defensai . (2) 

Efitas r^las indicadas -por loa publiciatas han sido también 
aplicadas por los tribunales de todos los países y para evitar 
dificultades se han consignado en loa tratados que sólo los tri- 
bunales del captor aoD competentes para conocer de las cauaaa 
de presus. (3) 

No obstante, los publiciatas creen que hay casos en que los 
tribunales del captor no son competentes para conocer de estoa 
juicios. A juicio de Azuni, se miran como justas restricciones 
á la regla general, ka siguientes: 1." Cuando el apresador lie 
quebrantado las leyes de la naturaleza, ejecutando crueldades 
monstruosoa en la gente del buque apresado. 2." Cuando el 
captor es acusado de piratería. 3° Cuando éste ha viola- 
do la neutralidad, apresando el buque enemigo en aguas neu- 
trales, etc. (4) 

La opinión de Azuni ha sido seguida por la mayor parte de 
los publicistas, pero nosotros nos atrevemos ¿ creer que esa 
clasificación no es tan exacta en el día. 

Pensamos que las prácticas de las guerras modernas alejan 
todo temor que los captores se valgan de procedimientos crue- 
les contra los tripulantes de los buquea apresados. Sabemos 
que los prisioneros gozan de todaa las conaideraciones de la 
guerra y no creemos que un beligerante se baga reo de un de- 
lito enérgicamente reprobado. Por consiguiente, laa únicas ex- 
cepciones Bon: 1.* Cuando el captor sea acusado de piratería, 
y 2.a Cuando éste ha violado la neutralidad. En el primer caso, 
loa tribunalea de cualquier país a que las presas sean condací- 
(laa, serán competentes para conocer de estos apresamientos 
no aal en el segundo que sólo lo serán los del país en cuyas 
aguas se hubiere verificado el apresamiento. 

Fuera de las excepciones indicadas anteriormente, el cono- 



(2) Arias, obra citada, pág. 278. 

(3) Véase loa BÍguientee tratadoa: Chita y Batadoa Uuidoa, art. 31. ] 
— Chil« y Hueva Granada, art. 23. 1844. 

(4) Cita de Bello, obra ciUda, pág. 261. 
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cimiento de los juicios de presas es privativo de la soberanía 
del captor y el juzgamiento se hace por los tribunales estable- 
cidos por las leyes del pais. 



Según la práctica seguida por las naciones no hay diferencia 
alguna entre el juzgamiento de las presas enemigas y el de las 
presas hechas á los neutrales. Se da como principal fundamen- 
to en apoyo de este proceder, que el beligerante es el único que 
puede juzgar la conducta y los actos del captor, porque él es 
quien le ha dado las instrucciones. A él le incumbe el deber y 
también á él solo le pertenece el poder de reprimir los actos 
irregulares ó ilícitos de los captores. (5) 

En cambio, si ésta ha sido la práctica uniforme de las nacio- 
nes, los publicistas se hallan profundamente divididos. Unos 
han creido que los jueces competentes para conocer de estos 
juicios deben pertenecer al gobierno neutral, mientras que 
otros estiman que deben serlo del país del captor. Los funda- 
mentos de una y otra teoría han sido comentados con bastante 
detención, como puede verse consultando las principales obras 
de derecho. 

Para zanjar las dificultades, se ha propuesto que las presas 
hechas á los neutrales sean juzgadas por tribunales mixtos 
internacionales, pero los diferentes proyectos elaborados con 
este objeto no han sido aceptados, á pesar que algunos de ellos 
han sido apoyados por el Instituto de Derecho Internacional, 
que como se sabe es una corporación de la cual forman parte 
los principales publicistas de todas las naciones. (6) 

De manera que en términos generales podemos decir que, ya 
se trate de capturas de buques enemigos ó neutrales, la prác- 
tica constante de las naciones no ha reconocido otra autoridad 
competente para conocer del juzgamiento de estos apresamien- 
tos que los tribunales del captor y con tanto rigor se reconoce 

(5) Bonfils, obra citada, § 1677. 

(6) Véanse en la Bevue de Droit International PMic, 1877 y 1878, loa 
proyectos de Mrs. Westtacke, Assier, Lorimer y Balmericq discutidos eo 
las sesiones de Zarich y de París. 
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dan que los bajeles que no son útiles al servicio se vendan en 
pública subasta, entregándose íntegro el valor á los capto- 
res, etc., etc. 

2.^ Qae la ordenanza de corso de 1801 es una ley de efectos 
permanentes y de aplicación general. 

Que el N.^ 10 de esta ordenanza manda distribuir entre los 
captores el valor total de las presas, etc. sin hacer distinción 
entre corsarios y buques de guerra. 

3.^ Que el reglamento de corso de 1817 es ley de la Repú- 
blica por haberse dictado en una época en que el Director Su- 
premo ejercía amplias facultades, etc. 

La sentencia fué favorable á los captores y por ella se mandó 
entregar á éstos, el valor total de la Thalaba y el de su carga- 
mento. 

De los considerandos que sirvieron de fundamento á la sen- 
tencia sólo trascribiremos aquellos que tratan de la vigencia de 
las leyes españolas, ya que á este punto concretamos nuestras 
observaciones. 

Los considerandos á que hemos hecho referencia dicen así: 

€ Considerando: que la ordenanza naval de 1748 en todo lo 
que no haya sido derogada por las leyes posteriores, se halla 
vigente en Chile del mismo modo que lo han estado la mayor 
parte de los códigos que nos regían al tiempo en que nos eman- 
cipamos de la España, sin necesidad de declaraciones espe- 
ciales acerca de su vigor, las cuales sólo cedieron respecto de 
aquellas sobre cuya fuerza legal se había suscitado dudas. 

€ Considerando: que el título 5.^ tratado 6.^ de dicha orde- 
nanza manda distribuir las presas entre los captores en la pro- 
porción y forma que lo determina, sin más excepciones que las 
establecidas en los art^. 67 y 52, relativo éste á los baques y 
especies útiles al servicio de la armada y por consiguiente la 
reserva que para gratificar á los apresadores se hace en su final, 
no puede ser referente sino á los baques y especies á que se 
contrae; deduciéndose del conjunto de estas disposiciones que 
el resto del producto de las presas pertenezca á los captores, de- 
ducción tanto más exacta y necesaria si se considera que por las 
leyes preexistentes á la ordenanza de 1748 se mandaba yá por 
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3.* Que la ordenanza de 1801, modificó las dispostcionea de 
ta anterior y aunque ^bla sido dictada para reglamentar el 
«orao, era aplicable también á la armada como se comprue- 
ba comparando los artículos qae se señalaron en el texto de 
la sentencia. 

Se habrá notado qae en este fallo judicial no se hizo men- 
<A6n del reglamento de corso de 1817, por lo cual conviene 
desvirtuar las falsas apreciaciones emitidas por el Fiscal en su 
contestación á la demanda. 

Este funcionario dijo que este reglamento no era ley del 
Estado porque e! Supremo Director no tenía facultad para ha- 
cer leyes y que sólo tuvo un carácter transitorio y debido á 
circunstancias especiales con las cuales debió cesar. 

Bl aefior Salas, en en su importante estudio sobre las presas 
marítimas, se ba hecho cargo de estas obserracionea y com- 
prueba que carecían de fundameoto. En efecto, el Director 
Supremo tenía en aquella época amplias é ilimitkdas facnitadoa, 
y el carácter transitorio no era tampoco un ioconTeniente para 
su legalidad, porque en ese oaao la ordenanza de 1801 adolece 
del mismo vicio, puea el preámbulo le da el carácter de transí- 
torio, y sin embargo, en uno de los considerandos se declaró 
que la ley de la Novísima era de aplicación general, porque 
flon generales y de efectos permanentes sus disposiciones, aún 
cuando hubiera dado origen á au promulgación una guerra 
determinada, etc. (15) 

Luego, si se acepta la vigencia de la ordenanza de 1801, no 
puede negarse que también lo está el reglamento de 1817. 

En seguida, despnéa de eatablecer el verdadero carácter del 
reglamento de 1817, el sefior Salaa examina los artículos que 
son aplicables á la marina militar, llegando ¿ la conclusión que 
estos son los artículos 24, 25, 23, 27, 28, 29, 30, 31 y 32. 

El artículo ñoal de este reglamento dejó subsistentes (odas 
aquellas disposiciones de las ordenanzas eo la parte en qae no 
fueran contrarias á éste y por consiguiente, reconodó impUcí- 

(16) Obra dtMU, págs. 1& j BJffiíientM. 
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del valor de la tasación practicada por peritos y este valor^ 
después de deducidos los gastos que demandó la operación» 
alcanzó á la cantidad de $ 402,258.45. 



Las explicaciones que hemos dado en el curso de este capí- 
tulo, nos permiten llegar á la conclusión que las leyes vigentes 
adjudican á los captores el valor total de las presas. 

Estas leyes fueron dictadas muchos años atrás y en el día 

4 

todos están de acuerdo en la necesidad de reformarlas tanto 
por las deficiencias que se notan en sus disposiciones, como 
porque ya no se considera aceptable que los captores obtengan 
íntegramente la totalidad del valor de ellas. 

No obstante, sobre este punto se han emitido las más varia- 
das opiniones, ya sea amparando el derecho de los captores, 
ya negándoles en absoluto toda participación en las capturas» 

Otros distinguen si se trata del apresamiento de buques de 
guerra ó neutrales, y aún así llegan á las más variadas conclu- 
siones. 

En el primer caso, unos creen que el estado debe adjudicar- 
se los buques tomados al enemigo, sin reconocer ningún dere- 
cho á los captores, porque éstos, al empeñar un combate lo 
hacen en cumplimiento de su deber, por lo cual, el estado los 
remunera; los atiende si caen heridos; los toma bajo su amparo 
si se inutilizan; cuida de sus familias si mueren; el estado ex- 
pone su buque en la acción, y por último desembolsa los gastos 
que demanda su armamento y equipo. (17) Por el contrario, 
otros estiman que estas presas deben entregarse á los captores 
como un estímulo para el cumplimiento de su deber, pero esta 
consideración no es aceptable y ni siquiera merece discutirse 
porque está reñida con el sentimiento del honor militar que 
es el estímulo más poderoso para el cumplimiento del deber y 
para sacrificarse por la patria. 

Respecto de los apresamientos de los buques mercantes, se 



(17) Salas Lavaqai, op. citada» pág. 92. 



